
  

Acta Sesión Ordinaria 26-2020 
 

19 de Mayo del 2020 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 26-2020 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las 
dieciocho horas del 19 de Mayo del dos mil veinte, en la Sala de Sesiones Guillermo Villegas 
de la Municipalidad de Belén, en el Distrito San Antonio. PARTICIPANTES PERMANENTES 
PRESENTES:  REGIDORES PROPIETARIOS:  Eddie Andrés Mendez Ulate – Presidente.  
Minor Jose Gonzalez Quesada – Vicepresidente.  María Antonia Castro Franceschi.  Luis 
Eduardo Rodriguez Ugalde.  Ana Lorena Gonzalez Fuentes.  REGIDORES SUPLENTES:  Jose 
Pablo Delgado Morales.  Ulises Gerardo Araya Chaves.  Marjorie Torres Borges.  Edgar Hernán 
Alvarez Gonzalez.  SINDICOS PROPIETARIOS:  Rosa Murillo Rodriguez.  María Lourdes 
Villalobos Morera.  Jorge Luis Alvarado Tabash.  SINDICOS SUPLENTES:  Jose Francisco 
Zumbado Arce.  Gilberth Gerardo Gonzalez González.  Ileana María Alfaro Rodriguez.  VICE 
ALCALDESA MUNICIPAL:  Thais Zumbado Ramirez.  SECRETARÍA DEL CONCEJO 
MUNICIPAL:  Ana Patricia Murillo Delgado.  REGIDORES PROPIETARIOS:  Zeneida Chaves 
Fernandez (incapacitada).   
 
Se conoce el Oficio AMB-MC-138-2020 del Alcalde Horacio Alvarado.  Me permito informarles 
que estaré ausente durante la Sesión Ordinaria Nº 26- 2020, programada para celebrarse hoy 
martes 19 de mayo de 2020; lo anterior por cuanto debo asistir a las instalaciones de la 
Asamblea Legislativa a reuniones en relación con el proyecto de ley N°21.922 denominado: 
“Ley para apoyar al contribuyente local y reforzar la gestión financiera de las municipalidades 
ante la emergencia nacional por la pandemia de COVID-19”.  Por lo que la señora Thais Mª 
Zumbado Ramírez, Vicealcaldesa I, ha sido designada con la finalidad de que me supla durante 
mi ausencia. 
 

CAPÍTULO I 
 

PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA 
 

ORDEN DEL DÍA 
 

I) PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA. 
 
II) REVISIÓN Y APROBACIÓN DE LAS ACTAS 24-2020 Y 25-2020. 

 
III) ATENCION AL PÚBLICO. 
 
IV) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL. 
 
V) INFORMES DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 
VI) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS. 
 
VII) INFORME DEL ASESOR DEL CONCEJO MUNICIPAL.  



  

 
VIII) LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 

CAPÍTULO II 
 

REVISIÓN Y APROBACIÓN DE ACTAS 
 

ARTÍCULO 1.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria 
N°24-2020, celebrada el 05 de Mayo del año dos mil veinte. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta de la Sesión Ordinaria N°24-2020, 
celebrada el 05 de Mayo del año dos mil veinte. 
 
ARTÍCULO 2.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria 
N°25-2020, celebrada el doce de Mayo del año dos mil veinte. 
 
Se conoce Recurso de Revisión que presentan los Regidores María Antonia Castro, Marjorie 
Torres, Luis Rodriguez, Ulises Araya.  En concordancia con el artículo 153 del Código Municipal, 
los regidores Maria Antonia Castro, Ulises Araya, Luis Rodriguez y Marjorie Torres, presentan 
Recurso de Revisión al artículo 25, del capítulo de Mociones del acta de Sesión Ordinaria No. 
25 de fecha 12 de mayo del 2020, que dice:  SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE 
LOS REGIDORES Eddie Mendez, Minor Gonzalez, Lorena Gonzalez Y DOS EN CONTRA DE 
LOS REGIDORES Maria Antonia Castro, Luis Rodriguez: Remitir a la Comisión de Obras y 
Asuntos Ambientales para discutir, analizar la Moción y recomienden cuáles serán las acciones 
por seguir. 
 
Considerando: 
-Que el señor presidente Eddie Mendez se recusó personalmente, debido al artículo 31 del 
Código y 9 del Reglamento de Sesiones, anteriormente en las votaciones de los temas 
relacionados con el Humedal, dando paso a que votara su regidor suplente, don Edgar Alvarez. 
-Sin embargo en este articulo 25, firma la moción presentada: 
Se conoce Moción que presentan los Regidores Zeneida Chaves, Lorena Gonzalez, Pablo 
Delgado, Eddie Mendez, Minor Gonzalez, Edgar Alvarez. 
Y luego vota, sin recusarse. 
 
Por lo que solicitamos al Honorable Concejo Municipal, anular el acuerdo del artículo 25 y 
proceder como corresponde. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Recurso de Revisión.  SEGUNDO:  
Anular el acuerdo del Artículo 25 y proceder como corresponde.  TERCERO:  Aprobar el Acta 
de la Sesión Ordinaria N°25-2020, celebrada el doce de mayo del año dos mil veinte. 
 

CAPÍTULO III 
 

ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL 
 



  

El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez Ulate, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTÍCULO 3.  Agradece a los compañeros que aún están enviando nombres para integrar las 
Comisiones, como ya se habían nombrado hace 2 semanas, estarán funcionando con miembros 
del Concejo y funcionarios como asesores, se hará el nombramiento de la sociedad civil, así 
como Síndicos y Concejales de Distrito, además la Comisión de Seguridad donde forma parte 
la Fuerza Pública y la Policía Municipal. 
 
INFORME DE LA AUDITORIA INTERNA. 
 
ARTÍCULO 4.  Se conoce Oficio SAI-017-2020 de Licda. Maribelle Sancho García, Auditoría 
Interna. ASUNTO: REMISIÓN DE INFORME DE SEGUIMIENTO. Para su conocimiento, le 
remito lo correspondiente del SEGUIMIENTO DE RECOMENDACIONES DE LA AUDITORÍA 
INTERNA AL 31 DE DICIEMBRE DEL 2019 (INF-AI-03-2-2020) respecto al Concejo Municipal.  
El estudio al que se refiere ese documento se efectuó en atención al programa de trabajo de la 
Auditoría Interna para el 2020, la Ley General de Control Interno y los Lineamientos Generales 
para el Cumplimiento de las Disposiciones y Recomendaciones Emitidas por la Contraloría 
General de la República en sus Informes de Auditoría (Decreto R-DC-144-2015 del 13 de 
noviembre de 2015).  La comunicación verbal de los resultados, conclusiones y 
recomendaciones de ese informe, fueron comentados en la Sala de Sesiones del Palacio 
Municipal el 14 de mayo de 2020, con la Sra. Patricia Murillo D., Secretaria del Concejo 
Municipal. 
  
En lo referente a las recomendaciones formuladas por la Auditoría Interna, es importante tener 
presente lo dispuesto en los artículos 12 incisos b) y c), 37 y 39 de la Ley General de Control 
Interno, que establece lo siguiente: 
  
“Artículo 12. —Deberes del jerarca y de los titulares subordinados en el sistema de control 
interno. En materia de control interno, al jerarca y los titulares subordinados les corresponderá 
cumplir, entre otros, los siguientes deberes: (…) 
  
b) Tomar de inmediato las medidas correctivas, ante cualquier evidencia de desviaciones o 
irregularidades. (la negrita no es del original) 
  
c) Analizar e implantar, de inmediato, las observaciones, recomendaciones y disposiciones 
formuladas por la auditoría interna, la Contraloría General de la República, la auditoría externa 
y las demás instituciones de control y fiscalización que correspondan.” 
  
Artículo 37. —Informes dirigidos al jerarca. Cuando el informe de auditoría esté dirigido al 
jerarca, este deberá ordenar al titular subordinado que corresponda, en un plazo improrrogable 
de treinta días hábiles contados a partir de la fecha de recibido el informe, la implantación de 
las recomendaciones. Si discrepa de tales recomendaciones, dentro del plazo indicado deberá 
ordenar las soluciones alternas que motivadamente disponga; todo ello tendrá que comunicarlo 
debidamente a la auditoría interna y al titular subordinado correspondiente.” 
  



  

Artículo 39. —Causales de responsabilidad administrativa. El jerarca y los titulares subordinados 
incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando corresponda, si incumplen 
injustificadamente los deberes asignados en esta Ley, sin perjuicio de otras causales previstas 
en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios. (la negrita no es del original) 
El jerarca, los titulares subordinados y los demás funcionarios públicos incurrirán en 
responsabilidad administrativa, cuando debiliten con sus acciones el sistema de control interno 
u omitan las actuaciones necesarias para establecerlo, mantenerlo, perfeccionarlo y evaluarlo, 
según la normativa técnica aplicable. (la negrita no es del original) 
  
Asimismo, cabrá responsabilidad administrativa contra el jerarca que injustificadamente no 
asigne los recursos a la auditoría interna en los términos del artículo 27 de esta Ley.  Igualmente, 
cabrá responsabilidad administrativa contra los funcionarios públicos que injustificadamente 
incumplan los deberes y las funciones que en materia de control interno les asigne el jerarca o 
el titular subordinado, incluso las acciones para instaurar las recomendaciones emitidas por la 
auditoría interna, sin perjuicio de las responsabilidades que les puedan ser imputadas civil y 
penalmente. (la negrita no es del original).  El jerarca, los titulares subordinados y los demás 
funcionarios públicos también incurrirán en responsabilidad administrativa y civil, cuando 
corresponda, por obstaculizar o retrasar el cumplimiento de las potestades del auditor, el 
subauditor y los demás funcionarios de la auditoría interna, establecidas en esta Ley.  
  
Cuando se trate de actos u omisiones de órganos colegiados, la responsabilidad será atribuida 
a todos sus integrantes, salvo que conste, de manera expresa, el voto negativo.”  Se adjuntan 
los anexos de las 3 matrices que van de la página N° 1 a la N°7.  
  
Mucho le agradeceré informar a esta Auditoría, en el transcurso de los próximos 30 días hábiles, 
las acciones tomadas para poner en práctica lo recomendado en el punto 5 del citado informe. 
  

MUNICIPALIDAD DE BELÉN 
AUDITORÍA INTERNA 

  
 INFORME INF-AI-03-2-2020 

  
SEGUIMIENTO DE RECOMENDACIONES DE LA AUDITORIA INTERNA 

AL 31 DE DICIEMBRE DEL 2019 
  

CONCEJO MUNICIPAL 
  

 31 DE MARZO DE 2020 
RESUMEN EJECUTIVO 

  
La presente revisión tuvo como objetivo determinar el grado de cumplimiento por parte de la 
administración, de las recomendaciones giradas por la Auditoría Interna al 31 de diciembre del 
2019.  El presente informe detalla el estado de cumplimiento (Atendido, Proceso, No atendido) 
de las recomendaciones emitidas por esta Auditoría en periodos anteriores (2011-2018) y que 
se mantienen pendientes o que están en proceso de cumplimiento; el cual se efectuó en 



  

atención a lo establecido en el Plan de Trabajo del Área para el periodo 2020; además de las 
recomendaciones realizadas en el año 2019.  Para el desarrollo de este estudio, se realizó el 
seguimiento a 54 informes emitidos a esa fecha, de los cuales 199 recomendaciones 
corresponden a informes emitidos al 31 de diciembre de 2018 y 189 recomendaciones al 31 de 
diciembre de 2019, para un total de 388 recomendaciones. Del total de las recomendaciones, 7 
de ellas, incluidas en 3 informes, están dirigidas al Concejo Municipal. 
  
En este orden de ideas, se determinó que, con relación a las recomendaciones emitidas por 
esta Auditoría, se presenta una serie de debilidades de control que giran en torno a los 
siguientes puntos:  
  
1. Sobre la gestión, control y seguimiento oportuno por parte de la Administración de las 

recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna. 
  

2. Sobre el fortalecimiento de la cultura de control interno institucional, en función del 
seguimiento sobre las recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna a través de 
informes y advertencias. 

 
Dadas las debilidades identificadas se giran una serie de disposiciones a la Administración, con 
el fin de que se diseñen e implementen mecanismos de control que logren mitigar los riesgos e 
impactos asociados a cada debilidad. Además, es importante recalcar que lo indicado en el 
informe de la Auditoría será objeto de seguimiento en fechas posteriores según lo establecido 
en la norma 2.11 de las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público.  

  
1.   INTRODUCCIÓN 
  
1.1   ORIGEN DEL ESTUDIO 
  
En atención a lo establecido en el Plan de Trabajo del Área para el periodo 2020, así como por 
cumplimiento de las normas y disposiciones vigentes, entre ellas las contenidas en el artículo 
22 inciso g) de la Ley General de Control Interno, No. 8292, se efectuó el presente informe que 
detalla el estado de cumplimiento de las recomendaciones emitidas por esta Auditoría en 
periodos anteriores y que no han sido atendidos o que están en proceso de ello.  En lo referente 
a las recomendaciones formuladas por la Auditoría Interna, es importante tener presente lo 
dispuesto en el artículo 17 de la Ley General de Control Interno “Seguimiento del sistema de 
control interno” y lo establecido en los Lineamientos Generales para el Cumplimiento de las 
Disposiciones y Recomendaciones Emitidas por la Contraloría General de la República en sus 
Informes de Auditoría (Decreto R-DC-144-2015 del 13 de noviembre de 2015). 
 
1.2    OBJETIVO Y ALCANCE 
  
Objetivo.  Determinar el grado de cumplimiento por parte de la administración, de las 
recomendaciones y consideraciones giradas por la Auditoría Interna al 31 de diciembre del 2019, 
por medio de informes y advertencias generados principalmente por estudios efectuados. 
  



  

Alcance.  Al 31 de diciembre de 2019, esta Auditoría dio seguimiento a 388 recomendaciones 
emitidas por esta Unidad de Fiscalización por medio de 54 informes relacionadas con éstos, a 
esa fecha, de los cuales 3 de estos corresponden al Concejo Municipal.   
  
1.3   CRITERIOS UTILIZADOS EN LA REVISIÓN 
 
Los criterios utilizados en el presente estudio, en lo aplicable y pertinente son; Código Municipal, 
Ley General de Control Interno No. 8292, Lineamientos Generales para el Cumplimiento de las 
Disposiciones y Recomendaciones Emitidas por la Contraloría General de la República en sus 
Informes de Auditoría (Decreto R-DC-144-2015 del 13 de noviembre de 2015), Reglamento del 
Sistema de Control Interno de la Municipalidad de Belén y Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Auditoría Interna de la Municipalidad de Belén, así como todo aquel marco 
normativo relacionado con las recomendaciones emitidas por esta Auditoría. 
  
1.4   METODOLOGÍA APLIACADA 
  
Con el fin de determinar el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por esta Auditoría en 
se realizaron una serie de actividades, entre las que se pueden citar las siguientes: 
  
1. Solicitud de información respaldo de las acciones realizadas por medio de consultas 

directas a la Secretaria del Concejo Municipal. 
2. Análisis de la información proporcionada dicha secretaria.  
3. Verificación documental correspondiente, para establecer el estado real de las 

recomendaciones. 
4. Elaboración de la matriz de seguimiento por informe individual y anual de forma general, 

de acuerdo con la información proporcionada por la Administración, en la que se definió el 
estatus de cada recomendación de acuerdo si está atendida, no atendida o en proceso de 
atención. 

5. Por último, se definió el estado en que se pueden encontrar cada una de las 
recomendaciones dirigidas a la administración por medio de los informes emitidos sobre 
los estudios realizados, a saber: 

  
 Atendido; Acción concluida. 
 En proceso; Acción con cierto nivel de avance. 
 No atendido; No se ha realizado ninguna acción para atender la recomendación. 

  
1.5   RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN 
  
El Concejo Municipal debe tener presente como parte del control interno, la responsabilidad que 
se tiene respecto a establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno 
institucional. Asimismo, será responsabilidad de la administración activa realizar las acciones 
necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento, esto de conformidad con el artículo 10 
de la Ley de Control Interno. 
  



  

1.6   CUMPLIMIENTO DE LA NORMAS  
 
La auditoría se realizó de conformidad con las Normas Generales de Auditoría para el Sector 
Público (R-DC-64-2014) emitidas por la Contraloría General de la República el 11 de agosto de 
2014, Capítulo II punto 206, inciso 01., relacionado con el seguimiento de las recomendaciones 
que emite la Auditoría Interna; así:  “Cada organización de auditoría del sector público debe 
establecer e implementar los mecanismos necesarios para verificar oportunamente el 
cumplimiento efectivo de las disposiciones o recomendaciones emitidas.” (la negrita no es del 
original) 
  
Así mismo, en inciso 02., de las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público emitido 
por la Contraloría General de la República, indica lo siguiente:  “…Las auditorías internas 
deberán verificar el cumplimiento de las disposiciones o recomendaciones que otras 
organizaciones de auditoría hayan dirigido a la entidad u órgano de su competencia 
institucional.” (la negrita no es del original) 
 
Asimismo, de acuerdo con las mejores prácticas que regulan la profesión, como las Normas 
Internacionales de Auditoría. 
  
1.7   LIMITACIONES AL ALCANCE DE LA AUDITORÍA 
  
No se presentaron situaciones que limitaran el trabajo de seguimiento de recomendaciones de 
esta Auditoría. 
  
2.   COMUNICACIÓN DE RESULTADOS 
  
Mediante el estudio realizado sobre el seguimiento a las recomendaciones giradas por la 
Auditoría Interna al 31 de diciembre del 2019 para el Concejo Municipal, el resultado es el 
siguiente: 
  
2.1.  Estado general de recomendaciones emitidas al 2019 
  
De acuerdo con el seguimiento realizado por esta Unidad de Fiscalización, con corte al 31 de 
diciembre de 2019, se dio seguimiento a 7 recomendaciones relacionadas con el Concejo 
Municipal emitidas mediante informes de Auditoría Interna pendientes de implementar a esa 
fecha, determinándose que el estatus a la fecha de este informe se muestra en el Grafico No.1, 
donde se puede apreciar que sólo el 43% de estas han sido atendidas. 
 



  

 
Fuente: Elaboración propia. Tomado de matriz general de seguimientos de recomendaciones de la 
Auditoría Interna. 
  
De la información anterior se desprende que de acuerdo con el seguimiento realizado para el 
periodo 2019, se presentó una recomendación en el estado de en proceso, que representa un 
14%, para el estado de no atendido corresponden a 2 recomendaciones, que representan 29%.  
Las recomendaciones en estado de No procede se presenta cuando la Administración valora 
no continuar con la actividad que originó la recomendación por lo que en ese caso no se podría 
indicar que está atendida, en proceso o no atendida ya que ninguno de esos estados le aplicaría, 
como es el caso del informe relacionado el Rediseño de procesos del 4 de abril de 2019, donde 
la Administración dispone que el proyecto queda supeditado a las decisiones finales del Concejo 
Municipal.  Ante ese tipo de situaciones, esta Auditoría consideró no dar más seguimiento a las 
recomendaciones clasificarlas en estado de atención “No procede”; sin embargo, en caso de 
que la Administración retomara posteriormente alguna de las recomendaciones de las que se 
encuentran en ese estado, se activará el seguimiento del informe de Auditoría, en total de 1 
recomendación se encuentran en esa situación, relacionada con el Concejo Municipal. 
 
3.   SEGUIMIENTO OPORTUNO Y PERMANENTE 
  

3.1 Antigüedad de las recomendaciones  
  
De acuerdo con la revisión efectuada sobre el seguimiento a las recomendaciones emitidas por 
parte de esta Unidad de Fiscalización relacionadas con el Concejo Municipal, se determinó que 
existe una recomendación que  presenta antigüedad de más de 4 años y todavía continúa 
pendiente de ser atendidas lo que evidencia una débil cultura del control interno a nivel 
institucional, además de cuestionarse si las gestiones realizadas por parte de la administración 
han sido las suficientes y necesarias, debido a que todavía estas no han sido atendidas. A 
continuación, se presenta el estado de antigüedad por año: 
  

Cuadro No.1 
Recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna por año 



  

  
    
Año Cantidad Peso relativo Antigüedad 
2015 1 14% 4 años 
2019 6 86%   
Total 7 100%   

Fuente: Elaboración propia. Datos tomados de la matriz de seguimiento de recomendaciones de 
Auditoría Interna. 
  
Por lo anterior, reiteramos la conveniencia de que el Concejo Municipal realice las acciones 
necesarias de manera efectiva y oportuna, ante cualquier debilidad del control interno de la 
Municipalidad, en cumplimiento con las leyes y reglamentos establecidos. 
  
4.   CONCLUSIONES   
  
Del presente estudio de seguimiento, se concluye lo siguiente:  La atención de las 
recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna al 31 de diciembre del 2019 fue de un 43% 
del total de ellas, lo cual demuestra en términos generales que la atención de recomendaciones 
fue muy baja, ya que solo son 7 recomendaciones las que se deben atender.  Dado lo anterior, 
es evidente que los esfuerzos realizados por parte de ese Órgano colegiado para la atención de 
las recomendaciones emitidas por la Auditoría no han sido suficientes, efectivos ni oportunos; 
ya que un 29% de estas todavía se encuentran como No atendidas, situación que debilita el 
control interno. 
  
5.   RECOMENDACIONES 
 
Durante el desarrollo del estudio sobre el cumplimiento de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría a través de diferentes revisiones realizadas, se determinó lo siguiente: 
  

1. Documentación respaldo de acciones implementadas 
  
De acuerdo con la revisión realizada, se determinó que ese Órgano Colegiado debe velar porque 
se presenta toda la documentación que sustenta las acciones realizadas para implementar cada 
una de las recomendaciones emitidas por la Auditoría, con el fin de evidenciar su gestión, las 
cuales sin el soporte debido no es posible considerar en estado de proceso o atendidas por lo 
que quedarían como No atendidas, así las cosas, sería un esfuerzo que no se reflejaría en los 
resultados del seguimiento.  Por lo anterior, la Administración Superior debe coordinar con los 
responsables de la atención directa de las recomendaciones para que éstas presenten la 
documentación soporte de las acciones realizadas cada una de las recomendaciones emitidas 
por la Auditoría, con el fin de evidenciar su gestión. Además, en caso de que la situación de 
alguna recomendación cambie, es responsabilidad sustentarlo y comunicarlo de forma oportuna 
a esta Auditoría, para realizar el debido seguimiento y evaluación del estado correspondiente. 
  

2. Fecha de cumplimiento de recomendaciones  
  



  

De acuerdo con la revisión realizada, se determinó que en la columna de la matriz de 
seguimiento denominada “Fecha de cumplimiento” existen 3 recomendaciones que representa 
el 43% de ellas, en la que se indica “No se definió por parte de la Administración el plazo de 
cumplimiento”, ya que esta Auditoría no obtuvo evidencia de que se le haya definido la fecha de 
implementación o cumplimiento de  las acciones asociadas a cada recomendación ni se tiene 
fecha prevista para la atención de éstas.  Por lo anterior, se debe definir para cada 
recomendación que ha emitido la Auditoría, y a futuro para cada una de las recomendaciones, 
el responsable y la fecha prevista de implementación y el plan de acción cuando se requiera, 
que le permita tener el control y un adecuado seguimiento de cada recomendación, y a su vez 
con ello se contribuya al fortalecimiento del control interno institucional. 
  
Además, el Concejo Municipal debe; 
  
 Presentar la documentación soporte de las acciones realizadas para implementar cada una 

de las recomendaciones emitidas por la Auditoría, con el fin de evidenciar su gestión de 
seguimiento y fortalecimiento del control. Además, en caso de que la situación de alguna 
recomendación se modifique o cambie, es su responsabilidad sustentarlo y comunicarlo a 
esta Auditoría. 

 
 Definir los mecanismos para que se implementen las recomendaciones en el corto plazo, 

procurar un control continuo y efectivo, con el fin de fortalecer el control interno de la 
Municipalidad, además de cumplir con sus responsabilidades establecidas en la Ley. 

  
Dado lo expuesto en el presente informe, es importante que la Administración tome en lo 
establecido por en la Ley General de Control Interno, No.8292 en el artículo 10, 12, inciso b) y 
c) y artículo 17, inciso d) y 39, sobre las responsabilidades del jerarca y de los titulares 
subordinados (entiéndase directores y coordinadores de unidades), en lo referente a la 
implementación de las recomendaciones de la Auditoría Interna; además, el oficio DI-CR-325 
(No.06643) del 14 de junio del 2005, de la Contraloría General de la República relacionada con 
el establecimiento de responsabilidades; y el artículo 15, del Reglamento del Sistema de Control 
Interno de la Municipalidad de Belén, que establece:  
  
“Artículo 15. —Responsables. Se definen como responsables directos de la operación y 
fortalecimiento del SCI establecido en la Municipalidad de Belén: a la Alcaldía, a la Comisión de 
Control Interno, las Direcciones, las Coordinaciones y a la totalidad de los (as) funcionarios (as) 
municipales en general. Se determina como responsables directos de la fiscalización del SCI: 
al Concejo Municipal, Auditoría Interna y Contraloría de Servicios. Ambos jerarcas deberán velar 
por el cumplimiento estricto de la normativa.”  (la negrita no es del original) 
  
Así las cosas, el Concejo Municipal está llamado a velar por el fortalecimiento de la cultura de 
control interno institucional como parte de esa primera línea de defensa, el cual se puede realizar 
por medio de un seguimiento efectivo sobre la atención de las recomendaciones emitidas por la 
Auditoría Interna a través de informes y advertencias, lo cual dará como resultado mejoras en 
los niveles de eficacia, eficiencia y economía en la gestión administrativa de la Municipalidad y 
el fortalecimiento de este a nivel municipal.  Requerimos que, en un plazo de 30 días hábiles, 



  

nos indiquen el plan de acción a realizar con el fin de atender las recomendaciones en proceso 
y no atendidas, según lo establecido en el artículo 37 de la Ley General de Control Interno, 
No.8292. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, pregunta si se hará una Sesión de Trabajo para 
responder y no quede pendiente. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, manifiesta que se convocara a Sesión de Trabajo 
y ver otros temas pendientes del Concejo.  Probablemente se convocará a sesión de trabajo el 
miércoles 27 de mayo, para aprovechar y ver esos temas. 
 
La Regidora Lorena Gonzalez, informa que le interesa la fecha de la sesión de trabajo, porque 
le preocupa que tenemos más de 400 días de atraso donde nunca se dio respuesta, porque le 
hemos llamado la atención a la administración y también debemos responder como debe ser a 
la Auditoria. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal.  
 

CAPÍTULO IV 
 

INFORME DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA. 
 

La Vice Alcaldesa Municipal Thais Zumbado, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DE LA VICE ALCALDESA. 
 
ARTÍCULO 5.  Se conoce el Oficio AMB-MC-134-2020 del Alcalde Horacio Alvarado.  Remitimos 
el oficio UBI-MEM-010-2020, suscrito por Hermis Murillo, coordinador de la Unidad de Bienes 
Inmuebles, por medio del cual da respuesta a lo consultado sobre el trámite 1340-2020 de 
Matteo Brancacci.  Al respecto, y en cumplimento del acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria 
N°21-2020, adjunto enviamos el documento mencionado para su conocimiento y trámite 
correspondiente. 
 
UBI-MEM-010-2020 
No referimos al acuerdo 2122/2020 respecto a las actuaciones realizadas de la Unidad de 
Bienes Inmuebles en virtud del trámite 1340-2020 presentado por el señor Matteo Brancacci 
Rendine. Al respecto, se informa que el trámite presentado ante nuestra oficina por el señor 
Brancacci Rendine corresponde a un recurso de revocatoria contra avalúo 6-2020 realizado en 
la finca número 75649 registrada a su nombre, esto de conformidad con lo dispuesto por la Ley 
del impuesto sobre Bienes Inmuebles (LISBI) Ley 7509 y sus reformas. En este sentido, cabe 
mencionar que dicho recurso fue declarado sin lugar mediante Resolución UBI-REV-016-2020 
debidamente notificada el jueves 7 de mayo del 2019. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Comunicar al señor Matteo Brancacci en respuesta al 
trámite 1340. 



  

 
ARTÍCULO 6.  Se conoce el Oficio AMB-MC-135-2020 del Alcalde Horacio Alvarado.  Remitidos 
los siguientes informes del proceso de Control Interno: 
 

- Informe de la Etapa I de Acompañamiento 2020 
 

Al respecto trasladamos copia del informe con su respectivo disco compacto para su valoración, 
análisis y gestiones que estimen pertinentes.                      
 

INFORME DE LA I ETAPA DE ACOMPAÑAMIENTO 2020 
 

Elaborado en colaboración con: 
 

Abril 2020 
 

INTRODUCCIÓN 
 
La Municipalidad de Belén inició un nuevo ciclo de trabajo en control interno en el año 2018, el 
cual fue transitorio entre el ciclo anterior y el actual.  En el año 2019, las actividades que se 
desarrollaron fueron propias del ciclo 2018-2021 y se caracterizan por atender inquietudes de 
índole institucional, y de esta manera trascender de un abordaje operativo a uno estratégico. 
Esas inquietudes surgieron de un ejercicio participativo de priorización en el cual se definió la 
ruta de temáticas a seguir hasta el 2021.  El presente informe, muestra los resultados de la 
primera etapa de Acompañamiento de este año, en el cual la temática a analizar es Líneas de 
defensa: falta claridad y límite en responsabilidades de cada una.  Lo primero que se realizó fue 
una recopilación de documentos municipales existentes que estuvieran relacionados con el 
tema para el contexto de las consultoras. Seguidamente se procedió al análisis con la 
participación de distintos actores, los cuales además propusieron soluciones para cada línea a 
la que pertenecen. 
 
En el informe puede encontrarse el detalle de cada sesión realizada para cada temática y sus 
principales resultados. 
 

I. ANTECEDENTES Y METODOLOGÍA 
 

 Origen de la etapa: 
 



  

Esta etapa tiene su origen en la necesidad institucional de contar con horas dentro de la 
contratación asignadas a atender actividades que van más allá de las tradicionales que 
conforman el proceso de control interno, entiéndase: Autoevaluación, Valoración de riesgos, 
Modelo de Madurez y Seguimiento.  La etapa de Acompañamiento se utiliza para apoyar a la 
institución en el desarrollo de temas primordiales de control interno, que requieren de una mayor 
logística y análisis, y que generaran un impacto importante en el cumplimiento de metas del 
proceso actual de control interno.  Conforme avanza la madurez, las horas de acompañamiento 
van sumando importancia para seguir progresando. 
 

 Objetivo: 
 
Brindar apoyo y asesoría al personal municipal en el análisis de las temáticas institucionales 
prioritarias, de modo que logren construir una propuesta de acciones de mejora en pro de 
colaborar con la resolución de estas. 

 
 Alcance 

 
La temática analizada fue “Líneas de defensa: falta claridad y límite en responsabilidades de 
cada una”. 
 

 Limitaciones:  
 
 La pandemia COVID-19 generó un cambio radical en el método de desarrollo de las 

sesiones, ya que se tuvo que variar la realización presencial de estas por una modalidad a 
distancia. Esto hizo que las sesiones no se llevaran a cabo como se tenían planeadas, pero 
de igual forma se alcanzó el objetivo planteado. 

 No se contó con la participación de todos los actores convocados en los ejercicios 
asignados, aunque se contó con una mayoría significativa, el aporte que pudieron haber 
dado los ausentes sin duda hubiese agregado valor. 

 Como parte de las líneas de defensa, se le solicitó a la Auditoría interna participar en el 
análisis, sin embargo por medio del OAI-081-2020, este departamento informó que no 
participarían de las sesiones de trabajo programadas atendiendo al Art N°22 inciso b y c, 
y porque en el Plan de Trabajo de este año se tiene previsto evaluar lo referente al Sistema 
de Control Interno y el SEVRI, así como lo determinado en el Reglamento de Organización 
y Funcionamiento de la Auditoría Interna de esta Municipalidad en el artículo 3. 

 El no contar para este informe con el criterio y análisis de la Auditoría supone una limitación 
en el sentido que el contar con sus deliberaciones sin duda enriquecería el análisis integral. 
Sin embargo, se comprenden las razones, se esperan las recomendaciones que producto 
del análisis que estos realicen posteriormente puedan complementar este estudio. 

 Al cierre de este informe no se contó con el criterio y análisis del Alcalde Municipal, el cual 
para este estudio era vital. Igualmente se comprende que por la situación de emergencia, 
las ocupaciones del señor Alcalde se han incrementado, sin embargo el contar con su 
opinión es fundamental, en el sentido que dentro de las líneas de defensa no tiene sustituto, 
el único Alcalde es él. 



  

 Al cierre de este informe no se contó con el criterio por parte del Concejo Municipal, el cual 
al ser Jerarca era fundamental que participara, al igual que sucede con el Alcalde, no hay 
sustituto para el Jerarca. 

 Para la segunda sesión del cronograma se le solicitó a don Victor Sanchez coordinador de 
Recursos Humanos que liderara el grupo representativo de coordinadores para hacer la 
propuesta de acciones de mejora para esta línea. Sin embargo por la atención de diversas 
responsabilidades, que se incrementaron en el marco de la pandemia, el titular no pudo 
cumplir con la solicitud. 

 Para la segunda sesión, las líneas de defensa debían congregarse para que por grupos 
pudieran plantear acciones de mejora consensuadas. A excepción de la Unidad de control 
interno y Comisión de control interno, el resto de grupos no cumplieron con la instrucción, 
por lo cual sus propuestas se presentaron de manera aislada y sin consenso. Dada la 
situación de emergencia que complica el contexto para la realización de reuniones, es 
comprensible que la sesión y discusión de las medidas se haya dificultado. En este caso 
es preciso que posteriormente el Asesor de control interno retome estas propuestas, 
promueva el consenso y obtenga un planteamiento definitivo, al cual se le pueda dar 
seguimiento. 

 
 Metodología 

 
Para el desarrollo de esta etapa se realizaron sesiones de trabajo en las cuales se realizaron 
ejercicios individuales y grupales de análisis, los cuales permitieron la recopilación de 
información valiosa, para lograr plantear como fin último acciones de mejora.  A continuación, 
se detallan las sesiones realizadas: 
 
1) Remisión de documentos relacionados con las temáticas a analizar y estudio de estos por 

parte de las consultoras. 
La Comisión de control interno remitió a las consultoras los siguientes documentos por temática: 
 Perfiles de puesto (Auditor interno, Director Administrativo Financiero, Director Área 

Operativa, Director Jurídico, Director de Servicios Públicos, Directora del Área Social). 
 Reglamento de Sesiones del Concejo Municipal del Cantón de Belén. 
 Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna de la Municipalidad. 
 Reglamento Sistema de Control Interno de la Municipalidad de Belén. 
 Circular AMB-CC-007-2018 Código de Comportamiento. 
 Propuesta Reglamento Auditoría interna. 

 
Las consultoras realizaron la lectura de cada uno de estos documentos, desde una perspectiva 
general, ya que algunos son de carácter técnico. El principal objetivo con esta lectura era 
conocer los antecedentes y contextualizarse acerca de la problemática. 

 
2) Sesión N°1: Análisis de la problemática  
Originalmente se tenía pensado realizar una sesión de análisis de la problemática, mediante el 
llenado individual de un instrumento. Debido a la Pandemia COVID-19 y las instrucciones de 
aislamiento social, la Consultoría realizó la propuesta a la Comisión de control interno, de enviar 



  

el instrumento vía correo, y poner un plazo de entrega.  De esta manera el formulario se envió 
para que cada actor convocado realizara un llenado individual.  Los convocados para realizar 
esta actividad fueron miembros del Concejo Municipal, Directores(a), Alcaldía (Alcalde y equipo 
asesor), Auditora Interna, Coordinador de Recursos Humanos, Unidad de control interno y 
miembros de la Comisión de control interno. 
 
3) Sesión N°2:  Discusión de acciones de mejora para la problemática. 
Para la segunda sesión se envió un resumen de los resultados obtenidos con la información 
recopilada en la sesión anterior, y a partir de esta, se solicitó realizar una propuesta de acciones 
de mejora, pero ya no individualmente sino por línea de defensa, y en diversos grupos sugeridos 
por la consultoría de la siguiente manera: 

Primera línea de defensa  
Grupo 1: Miembros del Concejo Municipal  
Grupo 2: Alcaldía (Alcalde, Vicealcaldesa y asesores) 
Grupo 3: Directores (as) 
Grupo 4: Grupo de representantes de las jefaturas municipales liderados por don Víctor 
Sánchez, la idea es que el pudiera seleccionar entre uno y dos jefaturas por área para que 
emitan un criterio representando a los jefes de la municipalidad.  

Segunda línea de defensa 
Grupo 5: Comisión de Control Interno y Unidad de Control Interno. 
En la modalidad presencial se tenía planeada una tercera sesión, para el establecimiento de 
responsables y plazos, sin embargo con los ajustes realizados, se fusionaron en una sola, ya 
que las propuestas realizadas por cada grupo incluían ya los plazos previstos de cumplimiento. 
 

II. RESULTADOS 
 
Seguidamente se van a mostrar los resultados de la primera etapa de Acompañamiento 2020. 
Los resultados se visualizarán en tres partes, en primer lugar, se hará referencia a la 
documentación existente a nivel municipal que se vincula con el tema analizado, en segundo 
lugar, se presentará la información relacionada con el resultado del cuestionario aplicado, y en 
tercer lugar la propuesta de mejora para fortalecer el papel de las líneas de defensa. 
 
2.1 Problemática N°1: Líneas de defensa: falta claridad y límite en responsabilidades de cada 

una. 
En la II etapa de Acompañamiento del 2018, la Comisión de Control Interno realizó un ejercicio 
de priorización para determinar la distribución de las principales problemáticas institucionales 
en el tiempo.  Estas problemáticas se obtuvieron de un ejercicio colaborativo en el que 
participaron las direcciones y coordinaciones municipales.  La problemática relacionada con las 
líneas de defensa quedó definida para ser analizada en el año 2020.  En el momento inicial de 
recopilación de información, la percepción de las jefaturas municipales con respecto a este tema 
incluía lo siguiente: la falta de claridad en la relación Concejo-Alcaldía, Alcaldía y el resto de la 
municipalidad, rol de la Auditoría Interna, coadministración o injerencia política del Concejo 
Municipal y la Auditoría Interna, falta de claridad en el rol de Control Interno, debilidades en la 
relación de los Directores (as) con sus jefaturas a cargo, unidades municipales que realizan 
acciones que no les corresponden y el irrespeto a las jerarquías. 



  

 
Como se puede observar, a pesar de que esta es una opinión inicial, las debilidades enlistadas 
corresponden directamente al componente del sistema de Control Interno llamado Ambiente de 
Control, específicamente en el subcomponente de Estructura organizativa.  Es importante 
indicar que la estructura organizativa va más allá de la representación gráfica de un 
organigrama, ya que tal y como lo indican las Normas de Control Interno para el sector público 
en su apartado 2.5, el jerarca y los titulares subordinados deben procurar una estructura que 
defina la organización formal, sus relaciones jerárquicas, líneas de dependencia y coordinación, 
así como la relación con otros elementos que conforman la institución, y que apoye el logro de 
los objetivos.  Tomando en consideración este preámbulo, se procedió en esta etapa, a analizar 
la documentación existente vinculada a esta problemática. Con este respaldo documental, 
posteriormente se buscó objetivar la percepción inicial por medio de un cuestionario que iba a 
arrojar aspectos específicos de mejora que se deben considerar para la gestión municipal.  
 
Seguidamente se van a detallar los resultados de dichas actividades: 

 
 Recopilación de documentación básica para el abordaje de la temática: 

 
Desde el establecimiento del cronograma de trabajo para este 2020, se definió que para iniciar 
con esta actividad se requería contar con documentos que especifiquen las funciones actuales 
del Concejo Municipal, Auditoría Interna, Alcaldía, Directores, Comisión de Control Interno, 
Unidad de Control Interno, así como recomendaciones de Auditoría relacionadas con esta 
temática.  Los documentos recibidos corresponden a los siguientes:  
 
 Perfiles de los siguientes puestos: Director Administrativo Financiero, Director Área 

Operativa, Director Jurídico, Director de Servicios Públicos, Directora Desarrollo Social y 
de la Auditora Interna. 

 Reglamentos: de Sesiones del Concejo Municipal del Cantón de Belén, de Organización y 
Funcionamiento de la Auditoría Interna de la Municipalidad de Belén, del Sistema de 
Control Interno de la Municipalidad de Belén, la Propuesta de reglamento de organización 
y funcionamiento de la Auditoría Interna.  

 Circular Código de Comportamiento. 
 

Los documentos recibidos se analizaron a la luz de la problemática existente y se determinó lo 
siguiente:  En el caso de los perfiles de los directores (as), todos contemplan la función 
administrativa relativa al control: Planificar, organizar, coordinar, dirigir y controlar la gestión a 
su cargo. Sin embargo, como se ha indicado en informes relacionados con el Modelo de 
Madurez, los perfiles no contemplan dentro de la caracterización funcional, responsabilidades 
respecto al control interno y el seguimiento en su área de gestión. Lo anteriormente citado en 
un elemento que es solicitado en el Modelo de Madurez, específicamente en el nivel 
Competente del Alcance del seguimiento del SCI: “El seguimiento del sistema de control interno 
y sus mecanismos se han integrado a las actividades institucionales, y en lo procedente se han 
incorporado en la documentación de los puestos y procesos. En ese sentido, los funcionarios 
(as) aplican las actividades de seguimiento que les corresponden, y en esos esfuerzos son 



  

supervisados por las jefaturas, quienes a su vez realizan un seguimiento general sobre las 
dependencias a su cargo, con la orientación del jerarca.” 
 
En cuanto al perfil de la Auditora Interna, en el apartado de conceptualización se hace referencia 
a que este puesto contribuye al alcance de los objetivos de la Municipalidad, mediante la práctica 
de un enfoque sistémico y profesional, orientado a evaluar y mejorar la efectividad de la 
administración del riesgo y del control, entre otros aspectos de interés. En los criterios de éxito 
se pide conocimiento a fondo de los sistemas de control interno y de valoración del riesgo.  En 
el apartado de caracterización funcional, se incluye la función de verificar el cumplimiento, la 
validez y la suficiencia del sistema de control interno, informar de ello y proponer las medidas 
correctivas que sean pertinentes; así como la función de verificar que la administración activa 
tome las medidas de control interno señaladas en la Ley General de Control Interno, No. 8292, 
en los casos de desconcentración de competencias, o bien la contratación de servicios de apoyo 
con terceros; asimismo, examinar regularmente la operación efectiva de los controles críticos, 
en esas unidades desconcentradas o en la prestación de tales servicios. 
 
Por otra parte, en cuanto a los reglamentos, específicamente el del Concejo Municipal, no se 
hace referencia en el documento a alguna responsabilidad directa del jerarca en cuanto al 
Sistema de Control Interno. Sería importante incluirla con relación a lo que establece el 
Reglamento de Control Interno vigente y hacer referencia a la línea de defensa que representan.  
En el caso del reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna de la 
Municipalidad de Belén, en el artículo 1 se hace alusión a la labor de evaluar y mejorar la 
efectividad de la administración del riesgo y del control. En las competencias definidas en el 
artículo 10, se especifica la de verificar el cumplimiento, la validez y la suficiencia del sistema 
de control interno de su competencia institucional, informar de ello y proponer las medidas 
correctivas que sean pertinentes. Así mismo, verificar que la administración activa tome las 
medidas de control interno señaladas en la LGCI, en los casos de desconcentración de 
competencias, o bien la contratación de servicios de apoyo con terceros; asimismo, examinar 
regularmente la operación efectiva de los controles críticos, en esas unidades desconcentradas 
o en la prestación de tales servicios. 
 
En la propuesta de reglamento de organización y funcionamiento de la Auditoría Interna, 
específicamente en el artículo 18 se indican las competencias que la Auditoría tendrá en materia 
de control interno, similares a las que se presentan en el reglamento vigente, dando un poco 
más de énfasis a los controles críticos de la operación.  En el artículo 34 cabe mencionar que la 
administración por su parte debe establecer un plan de seguimiento del avance de la 
implantación de las recomendaciones giradas por la Auditoría, así como de las disposiciones de 
la Contraloría y demás recomendaciones de otros órganos de control, que hayan sido puestas 
en su conocimiento. Asimismo, debe velar por el cumplimiento de los plazos dispuestos para 
atender las recomendaciones o disposiciones. En este caso, se hace alusión al componente de 
Seguimiento del Sistema de Control Interno Institucional.  
 
Finalmente, como observación al reglamento vigente de la auditoría interna y a la propuesta de 
reglamento, no se hace referencia al modelo de las líneas de defensa en materia de control 
interno, pudiendo ser este un tema a incorporar en caso de que la Auditoría así lo considere.  



  

En cuanto al reglamento del Sistema de Control Interno de la Municipalidad de Belén, se 
visualiza la responsabilidad de los involucrados en el proceso: Concejo Municipal, Alcaldía, 
Comisión de Control Interno, Titulares subordinados: Directores (as), Coordinadores (as) y 
funcionarios (as). Además, se cuenta con un apartado para la Unidad de Control Interno. De 
igual manera, no se habla del modelo de las líneas de defensa, aspecto que podría valorarse 
como una mejora, así mismo, se considera importante revisar las funciones de cada actor para 
que la experiencia de trabajo de ya casi dos ciclos completos, permita hacer que las funciones 
sean más específicas y ajustadas a lo que la Municipalidad pretende realizar en materia de 
control interno en los próximos años.   
 
Otro aspecto importante que anotar es que no se hace referencia a la responsabilidad de los 
sujetos privados que custodian o administran fondos públicos, a pesar de que la municipalidad 
los ha venido incluyendo en las actividades de capacitación, así como definir claramente la 
responsabilidad del Comité de Deportes en dicho sistema, en especial en cuanto a la 
presentación de información y rendición de cuentas.  En cuanto al Código de Comportamiento, 
se destaca el apartado de Conductas Institucionales, rescatando elementos fundamentales de 
convivencia como los conflictos de interés, las relaciones con los compañeros, las relaciones 
con los clientes, el uso de recursos y el manejo de la información, aspectos importantes para 
contar con un buen Ambiente de control.  
 

 Discusión y análisis de la problemática. 
 
Para poder ejecutar esta actividad, la consultoría elaboró un cuestionario relacionado con el 
tema de las líneas de defensa. Seguidamente se muestran los aspectos a destacar en dicho 
instrumento.  El cuestionario fue enviado al Concejo Municipal, al Alcalde municipal, Directores 
(as), miembros de la Comisión de Control Interno, el coordinador de la Unidad de Control Interno 
y al coordinador de Recursos Humanos.  De los anteriores, se recibió el cuestionario de los 
Directores (a) Marita Arguedas, Denis Mena, Jose Zumbado y Jorge González.  De la Comisión 
de Control Interno se recibió el cuestionario de Thais Zumbado, Ennio Rodríguez. Alexander 
Venegas y Johana Gomez.  A nivel de coordinadores, se recibió la respuesta de don Tomás 
Valderrama y de don Víctor Sánchez.  La Auditoría Interna envió el oficio OAI-081-2020, 
manifestando que no participará en las sesiones programadas para esta etapa y que asistirá 
únicamente a la presentación de resultados. Del oficio se extrae el último párrafo en donde se 
indica lo siguiente: “Además, se aprovecha para comunicarle que se tiene previsto durante el 
presente periodo realizar diferentes actividades que permitan generar un mejor entendimiento 
de las funciones de esta Auditoria hacia la administración, las cuales se darán a conocer en el 
momento oportuno.”  
 
Ante este último párrafo, se reconoce la iniciativa de la Auditoría Interna al colaborar con la 
necesidad de clarificar el papel de la tercera línea de defensa, aspecto que formará parte de las 
acciones de mejora que surjan de esta etapa.  Tomando en consideración el aporte de los que 
respondieron en tiempo y forma, seguidamente se muestran los resultados por pregunta: 
 
1) ¿Tiene usted claridad de cuáles son las líneas de defensa que existen en la Municipalidad? 

De los 10 encuestados, 8 (80%) respondieron que sí y 2 (20%) respondió que no.  



  

2) ¿Enliste cuáles son las tres líneas de defensa en la Municipalidad, quiénes las componen? 
Esta pregunta debía ser respondida por las 8 personas que contestaron afirmativo en la 
pregunta 1.  En este caso, 3 (38%) de los 8 encuestados contestaron correctamente la 
respuesta, y 5 (62%) de ellos presentaron al menos un error en lo anotado.  Hay que recordar 
que las líneas de defensa corresponden a frentes de acción que deben responder ante la 
presencia de debilidades de control o la presencia de riesgos.  La primera línea le corresponde 
a la Administración activa: Alcaldía, Directores (as), jefaturas y funcionarios (as), quienes 
identifican las situaciones de mejora, las resuelven si están a su alcance o solicitan colaboración 
de su superior jerárquico o en su efecto la Alcaldía o el Concejo Municipal para su gestión.  La 
segunda le corresponde a las unidades o figuras especializadas que se crean para dar apoyo a 
la primer línea: por ejemplo la Comisión de Control Interno y la Unidad de Control Interno y 
finalmente, la tercera línea le corresponde a la Auditoría Interna, quien debe garantizar el 
correcto funcionamiento del SCI. 
 
Dentro de las respuestas incorrectas, se encuentra indicar que el Concejo Municipal es el único 
en la primera línea, en segundo lugar la Alcaldía y en tercer lugar la Auditoría Interna; incluir al 
Concejo Municipal, a la Alcaldía, los Directores (as) y coordinadores en la segunda línea, no 
mencionar a los coordinadores y funcionarios (as) como parte de las líneas o incluir a la Auditoría 
Interna como segunda línea y a la Contraloría General de la República como tercera línea, 
cuando lo correcto es verla como cuarta línea representando a los fiscalizadores externos de la 
gestión municipal.  
 
3) En materia de control, ¿Cuáles son las principales responsabilidades por cada línea de 

defensa? 
 

Nuevamente, los 8 que contestaron la pregunta 2 debían referirse a las principales 
responsabilidades por cada línea.  De las 8 respuestas recibidas, 4 (50%) son correctas, 2 (25%) 
de ellas se encuentra parcialmente correctas, 1 (12.5%) respondió de manera correcta pero en 
general, no por línea de defensa, y finalmente 1 (12.5%) persona la dejó en blanco.  La principal 
responsabilidad de la primera línea de defensa corresponde a identificar y corregir de manera 
oportuna las debilidades de control o riesgos asociados con su gestión.  La segunda línea de 
defensa tiene como principal responsabilidad el dar acompañamiento a la primera línea para 
que mejoren su gestión, así como colaborar identificando aspectos que la primera línea no logre 
visualizar por estar inmerso en el día a día.  La tercera línea es la garante del SCI, debe fiscalizar 
el correcto funcionamiento del sistema en función del cumplimiento de los objetivos 
institucionales y de los objetivos que establece la Ley de Control Interno.  

 
4) Considera usted que ¿actualmente existe una falta de claridad o confusión entre las 

responsabilidades en materia de control de la Alcaldía, directores, coordinadores, la 
Comisión de Control Interno, la Unidad de control interno, y la Auditoría interna?  

 
Los 10 encuestados debían contestar esta pregunta, de los cuales 7 (70%) marcaron la opción 
de Sí, y y 3 (30%) contestaron que no.  Las tres personas que contestaron que no, debían 
justificar su argumento. Ante esta situación indicaron lo siguiente: 
 



  

1- Mi criterio es que no hay confusión propiamente dicha, sin embargo, lo que existe en 
términos generales, es un sistema de control interno que presenta una importante falta de 
madurez. Lo anterior, en razón de que ya han transcurrido un tiempo considerable, desde 
que se inició su implementación formal, hace 7 años, y preocupa un estancamiento en la 
ejecución de algunas Acciones de Mejora, particularmente del Modelo de Madurez, lo que 
representa, a mi juicio, deficiente gestión de algunas unidades y áreas específicas en esta 
materia.   

2- En mi caso no hay confusión porque existe un Reglamento Institucional de Control Interno 
y cada Unidad tiene definido su ámbito de actuación por lo que el Control y seguimiento es 
una responsabilidad de cada usuario de la administración activa, la Contraloría de 
Servicios, Unidad de Control Interno y su Comisión y la Auditoría Interna en general. 

3- Después de 7 años de haberse iniciado y ejecutado un proceso institucional, con 
participación de todos los actores, en materia de Control Interno, no puede justificarse, que 
exista falta de claridad o confusión en las responsabilidades de los miembros del Concejo 
Municipal y de funcionarios de las diferentes áreas y unidades de la estructura municipal.  
Quienes argumenten esas condiciones, son mecanismos de defensa para evadir y 
desatender responsabilidades que les competen.  No existe justificación para no asumir y 
apropiarse de incorporar el sistema de control interno en la gestión integral institucional, de 
manera transversal.  

 
En el primer caso, se justifica que si hay claridad, pero no una madurez idónea del sistema, en 
el segundo caso, se habla de que hay normativa suficiente para que no existan dudas del papel 
de cada actor y en el tercer caso se especifica que si se argumenta que existe falta de claridad 
es por establecer mecanismos de defensa para evadir o desatender responsabilidades.  
 
5) ¿Cuáles cree usted son las causas de que se pueda presentar confusión entre las 

responsabilidades en materia de control de estos actores?  
 

Esta pregunta debía ser contestada por las 7 personas que indicaron en la pregunta anterior 
que consideraban que existe falta de claridad o confusión en las responsabilidades de cada 
actor, en materia de control.  Las respuestas argumentan las siguientes causas que podrían 
presentar confusión entre las responsabilidades en materia de control de estos actores. 

 
 Falta de limitación en el alcance de las responsabilidades de cada actor. (2 de 7 personas, 

29%) 
 Entender el Control interno de manera diferente a lo que es. (2 de 7 personas, 29%) 
 No querer asumir la responsabilidad con sus subalternos (llamadas de atención por 

incumplimientos (que otros lo asuman), toma de decisiones importantes o polémicas) (2 de 
7 personas, 29%) 

 Atender intereses particulares y no institucionales. (1 de 7 personas, 14%) 
 Abuso del ejercicio del poder y del control. (1 de 7 personas, 14%) 
 Irrespeto a las líneas de autoridad. (1 de 7 personas, 14%) 
 Invertir más tiempo en lo operativo que en lo sustantivo. (1 de 7 personas, 14%) 



  

 Estructura organizacional poco funcional que requiere cambios urgentes. (1 de 7 personas, 
14%) 

 Control Interno no se adecúe a las necesidades reales y retos institucionales, no se 
reinvente.   (1 de 7 personas, 14%) 

 Falta de aplicación de acciones correctivas o disciplinarias por incumplimiento de 
funciones. (1 de 7 personas, 14%) 

 No responde. (1 de 7 personas, 14%) 
 

6) De la misma manera, estas mismas siete personas indicaron que visualizan las siguientes 
consecuencias de la confusión entre las responsabilidades en materia de control de estos 
actores. 
 

 Proyectos que no se llevan a cabo o se rechazan de plano. (1 de 7 personas, 14%) 
 Atraso en toma de decisiones. (1 de 7 personas, 14%) 
 Problemas de ejecución. (1 de 7 personas, 14%) 
 Falta de recursos para direcciones y/o unidades. (1 de 7 personas, 14%) 
 Falta de instrumentos administrativos que reflejan el control interno y que le permiten tener 

una mayor claridad a las personas sobre este concepto. (1 de 7 personas, 14%) 
 No logro de los objetivos y si se logran quizás no de la mejor forma. (1 de 7 personas, 14%) 
 No se puede avanzar, se da un estancamiento. (1 de 7 personas, 14%) 
 Inseguridad y desconfianza del personal municipal. (1 de 7 personas, 14%) 
 Falta de transparencia. (1 de 7 personas, 14%) 
 Desmotivación. (1 de 7 personas, 14%) 
 Caer en abusos de poder. (1 de 7 personas, 14%) 
 Responsabilidad administrativa por falta claridad de nuestras competencias y facultades. 

(1 de 7 personas, 14%) 
 Responsabilidades civiles y penales. (1 de 7 personas, 14%) 

 
7) ¿Conoce usted de la existencia de documentación oficial municipal que detalle las 

responsabilidades en materia de control de estos actores citados anteriormente? 
De los 10 encuestados, 9 (90%) respondieron que sí y 1 (10%) respondió que no.  En la 
Municipalidad se cuenta con un Reglamento de control interno, desde el año 2013, el cual detalla 
las responsabilidades en materia de control interno de cada uno de los actores. Además, a nivel 
nacional la Ley General de control interno es clara con respecto a las responsabilidades. 
 
8) Enliste la documentación que es de su conocimiento Esta pregunta debía ser respondida 

por las 9 personas que contestaron afirmativo en la pregunta 7. 
De las nueve personas que contestaron si, 4 (44%) mencionaron dentro de su respuesta 
Reglamento de control interno.  De estos 4, 3 de ellos mencionaron además otras normativas 
como Reglamento Estatuto Autónomo de Organización y Servicios de la Municipalidad de Belén, 
Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna de la Municipalidad de 
Belén, las políticas adoptadas por el Concejo Municipal en la materia, el Perfil de funciones de 
cada funcionario (a) de la Municipalidad de Belén.  Los restantes 5 (56%), mencionaron por 
aparte la Ley de Control Interno No. 8292, el Código Municipal, marco jurídico que regula la 



  

actividad y el servicio, manual de clases de puesto y detalle básico de perfiles de cargos, el 
proceso de implementación del Control Interno, con las capacitaciones, evaluaciones, acciones 
para atender riesgos, informes y normativa emitida por la Contraloría General de la República.  
 
En este caso lo más atinado es hacer alusión a la normativa vigente a nivel nacional y el 
Reglamento de control interno.  Como se indicó anteriormente, lo ideal es actualizar el 
Reglamento de control interno, haciendo alusión literal a las líneas de defensa. 
 
9) ¿Considera usted que la documentación existente es suficiente, y clara? 
De las 9 personas que se refirieron al conocimiento de normativa en la pregunta 7, 5 (56%) 
dijeron que la normativa es suficiente y clara, y 4 (44%) consideran que no lo es. 
 
10) ¿Considera usted que la confusión o falta de claridad de las responsabilidades en materia 

de control de estos actores, se presenta principalmente por falta de conocimiento de la 
documentación existente? 

Con respecto a esta pregunta, 6 (60%) de las 10 personas que contestaron, considera que la 
falta de conocimiento de la documentación existente tiene un poco de responsabilidad, pero no 
es la única y principal razón de la confusión o falta de claridad de las responsabilidades en 
materia de control interno de los actores. 
 
11) Cualquiera que haya sido su respuesta en la pregunta anterior, favor de justificarla 

ampliamente a continuación. 
Con respecto a las justificaciones, las 6 personas que contestaron que la falta de conocimiento 
de la documentación existente tiene un poco de responsabilidad, pero no es la única y principal 
razón de la confusión o falta de claridad de las responsabilidades en materia de control interno 
de los actores, señalaron como otras razones, aspectos principalmente conductuales de los 
actores, por ejemplo el no interiorizar las herramientas, el poner resistencia al control al no 
gustarles ser fiscalizados, parcializar la decisiones por intereses políticos, problemas de 
comunicación.  También dentro de los comentarios se anotó una falta de seguimiento o de 
solicitar con mayor firmeza cuentas acerca de acciones de mejora pendientes, a coordinadores 
que no han cumplido con sus responsabilidades.  Además, se hizo alusión a la necesidad de 
abordar el control interno nivel macro, para identificar problemáticas que afectan a la institución 
y que requieren del involucramiento de los directores y jefaturas. 
 
Las dos personas que contestaron que en lo absoluto la falta de conocimiento de la 
documentación era la razón de la confusión entre las responsabilidades de los actores en 
material de control interno, explicaron por una parte que la razón principal es que se la ha 
restado practicidad al control interno y por otra parte, que como funcionarios municipales no se 
puede aducir desconocimiento del marco jurídico que regula el tema de Control Interno, en la 
administración municipal.  La persona que contesto a la pregunta anterior “Totalmente” justifica 
que en la Municipalidad hay instrumentos pero que estos se aplican por requisito y no con la 
plena consciencia de hacer mejor las cosas.  Finalmente, una persona no respondió a la 
pregunta.  
 

Espacio para observaciones: 



  

Se recibieron dos observaciones, una que indica que destaca la labor que pretende realizar la 
Unidad de control interno, coadyuvando en la mejora de la gestión específica de todos los 
participantes en el proceso de riesgos y control interno en general. Y otra que manifiesta que 
tanto el Concejo Municipal, como la Auditoría Interna, han excedido su campo de competencia 
en los últimos años, invadiendo el campo de acción y de competencia de la Administración, 
interfiriendo en la gestión Municipal y el desarrollo Cantonal.  Ante el panorama encontrado en 
el cuestionario, se destaca lo siguiente: 
 
1) La mayor parte de los actores a pesar de creer que conocen las líneas de defensa erraron 

cuando se les pidió detallarlas y apuntar las responsabilidades de cada una. 
2) La mayor parte de los actores considera que existe una falta de claridad o confusión entre 

las responsabilidades en materia de control de la Alcaldía, directores, coordinadores, la 
Comisión de Control Interno, la Unidad de control interno, y la Auditoría interna. 

3) Las causas que mencionan son: confusión en el ámbito de acción y responsabilidades, 
entender el control interno de manera diferente a lo que es, atender intereses personales 
y no institucionales, abuso del ejercicio del poder, irrespeto a la autoridad, invertir más 
tiempo en lo operativo que en lo sustantivo, no asumir la responsabilidad con sus 
subalternos, estructura organizativa poco funcional, y control interno no adecuado a 
necesidades reales. 

4) Las consecuencias que esto genera son proyectos que no se llevan a cabo o se rechazan 
de plano, atraso en toma de decisiones, problemas de ejecución falta de recursos, falta de 
instrumentos administrativos que reflejen el control interno, incumplimiento de objetivos, 
estancamiento, desmotivación, caer en abusos de poder, responsabilidad administrativa, 
civil y penal. 

5) La mayor parte de los actores conocen de documentación que apunta a las 
responsabilidades de cada parte dentro del proceso, destacando el Reglamento de control 
interno como la principal. 

6) La mayor parte de los actores considera que la documentación existente es suficiente, y 
clara y que aunque la falta de conocimiento o interiorización de esta, tiene una cierta 
responsabilidad en la confusión de responsabilidades o falta de claridad, no es la principal 
razón. 

7) Las razones que destacan tienen que ver con aspectos principalmente conductuales de los 
actores, relacionados con su actitud el poner resistencia al control, al no gustarles ser 
fiscalizados, parcializar las decisiones por intereses políticos y problemas de comunicación. 

 
Como cierre de este apartado, se puede concluir que el componente Ambiente de Control, 
específicamente el subcomponente de Estructura organizativa es el que presenta más 
debilidades, provocando un riesgo de incumplimiento de funciones y responsabilidades en 
materia de control interno.  Ante esta situación, seguidamente se muestran propuestas 
específicas para administrar dicha problemática, y que cada línea de defensa pueda mejorar su 
desempeño en materia de control interno.  

 
 Acciones de mejora propuestas por la línea de defensa 
 



  

Una vez que cada actor convocado que participó en el llenado del instrumento realizó su 
análisis, y se obtuvieron resultados, se les solicitó que plantearan acciones de mejora, ya no de 
manera individual, sino por grupos representativos de las líneas de defensa.  En el siguiente 
cuadro se muestra el resultado de las acciones de mejora propuestas por miembros de la 
primera línea de defensa, y su posible plazo de cumplimiento: 
 

TABLA N°1 
MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

ACCIONES DE MEJORA PROPUESTAS POR GRUPOS REPRESENTATIVOS DE LAS 
LÍNEAS DE DEFENSA, PRIMERA LÍNEA 

ABRIL 2020 
 

Grupo 
Descripción general de la 

acción 
Responsable de 

coordinarla 

Plazo de 
cumplimento 

(meses y años) 
Grupo 1: Miembros del 
Concejo Municipal  

No presentaron propuesta. 

Grupo 2: Alcaldía 
(Alcalde, 
Vicealcaldesa y 
asesores) 

No presentaron propuesta. 

Grupo 3: Directores 
(as) 
DTO 

Capacitación: Sobre las 
líneas de defensa, 
actores (Regidores, 
Alcaldía, Directores, 
Coordinadores, Comisión 
de Control Interno, 
responsabilidades y 
ámbito de acción.  

 
 
Subproceso de 
Control Interno  
 

3 meses 

Fortalecimiento del 
ambiente de control a 
nivel de la cultura 
organizacional donde se 
participe e involucre a los 
diferentes actores de las 
líneas de defensa 
indicados en el punto 1. 
(Inducción institucional)  

 
Comisión de 
Control Interno con 
el 
acompañamiento 
del  
Subproceso de 
Control Interno.  

6 meses 

Analizar desde cada actor 
de la línea de defensa las 
consecuencias que 

 
Concejo Municipal  
Alcaldía  

9 meses 



  

Grupo 
Descripción general de la 

acción 
Responsable de 

coordinarla 

Plazo de 
cumplimento 

(meses y años) 
impactan de la 
operatividad de cada 
Unidad, Área, Alcaldía, 
entre otros, y plantear 
formas diferentes de 
accionar que permitan el 
cumplimiento de los 
objetivos bajo una cultura 
de control interno.  

Directores  
Coordinadores  

Realizar una campaña a 
nivel institucional por los 
diferentes medios 
tecnológicos y de 
comunicación para que 
se transmita 
adecuadamente la idea 
sobre control interno y su 
relevante importancia.  

Comisión de 
Control Interno  
Subproceso de 
Control Interno  
Unidad de 
comunicación  
Unidad de 
Tecnologías de 
información  

12 meses  

Grupo 3: Directores 
(as) 
DSP 

Realizar una 
presentación 
(capacitación) a la mayor 
cantidad de 
colaboradores de la 
Institución; en donde se 
expongan las diferencias 
y los límites de 
responsabilidad de cada 
uno de los actores 
responsables del control 
dentro de la Institución 
(con ejemplos reales). 

Unidad de Control 
Interno y la 
Dirección Jurídica 

3 meses 

Valorar las dificultades 
que cada Área enfrenta 
como primera línea de 
defensa para poder 
realizar un adecuado 
control interno, desde la 
perspectiva de una 

Unidad de Control 
Interno y 
Directores de Área 

6 meses 



  

Grupo 
Descripción general de la 

acción 
Responsable de 

coordinarla 

Plazo de 
cumplimento 

(meses y años) 
estructura organizacional 
deficiente. 
Definir un procedimiento 
que permita atender cada 
caso de alto riesgo de 
manera adecuada y ante 
la línea de defensa 
correspondiente; de tal 
manera que pasen por un 
filtro efectivo y evitar que 
los casos puedan llevarse 
directamente a un nivel o 
línea de defensa 
inapropiado. 

Unidad de Control 
Interno 

1 año 

Grupo 3: Directores 
(as) 
DAF 

Revisión y Firma de 
Estados Financieros.  Y 
Presupuestarios 

Jorge L. González 
Se realiza 

actualmente 

Revisión y visto bueno a 
flujos de efectivo 
mensuales. Reporte de 
inversiones mensuales 

Jorge L. González 06 /2020 

Revisión de reporte de 
morosidad, arreglos de 
pago y cobro judicial. 

Jorge L. González 09/2020 
 

Reporte de Patentes 
ingresadas, aprobadas, 
rechazadas y retiradas, 
mensual. 
Reporte de inspecciones 
realizadas durante el 
mes. 
Reporte de Espectáculos 
Públicos aprobados 
mensualmente. 

Jorge L. González 10/2020 
 

Metros de documentos 
gestionados por 
trimestre. 

Jorge L. González 01/2021 



  

Grupo 
Descripción general de la 

acción 
Responsable de 

coordinarla 

Plazo de 
cumplimento 

(meses y años) 
Informe avance 
implementación 
expediente digital. 
Inventario de 
procedimientos del Área 
A-F, y su seguimiento 
para la elaboración, 
actualización y 
aprobación. 

Jorge L. González 02/2021 

Seguimiento a la 
implementación de 
acciones de mejoras 
provenientes del SCI e 
informes de auditorías. 

Jorge L. González 06/2020 

Grupo 3: Directores 
(as) 
DAS 

Realizar una capacitación 
dirigida a la alcaldía, 
Staff, directores y 
coordinadores de 
Unidades, con un repaso 
de aspectos básicos del 
marco teórico de Control 
Interno:  importancia e 
implementación en la 
gestión municipal. 
Definición de 
herramientas y 
mecanismos de control.  

Comisión de 
Control Interno y 
Encargado de 
Control Interno. 
La ejecución de 
estas 
capacitaciones 
debe estar a cargo 
de la Empresa  

Setiembre a 
diciembre 2020 

Realizar talleres en:  
Alcaldía y Staff; cada 
Área con sus respectivos 
directores y 
coordinadores de 
unidades, para 
autoevaluar los 
procedimientos 
establecidos, y definir si 
éstos son suficientes para 
corregir debilidades de 
control, omisiones, o la 

Encargado de 
Control Interno y 
directores de Área  

Primer trimestre 
2021 



  

Grupo 
Descripción general de la 

acción 
Responsable de 

coordinarla 

Plazo de 
cumplimento 

(meses y años) 
presencia de riesgos, o 
de lo contrario se deben 
construir nuevas 
acciones de mejora. 
Realizar evaluaciones 
anuales para determinar 
si lograron corregirse, y 
superarse las debilidades 
de control identificadas y 
los riesgos.  Este 
constituye el insumo para 
definir y / o replantear 
acciones correctivas y de 
mejora, según se 
requiera. 

Encargado de 
Control Interno; 
Alcaldía, 
directores de área 

Establecer los 
meses de enero 
y febrero de cada 
año.  (Analizar si 
se puede 
establecer como 
fecha límite el 15 
de Febrero de 
cada año) 

Grupo 4: Grupo de 
representantes de las 
jefaturas municipales. 
Obras 
 

Aprobación, control, 
asignación, autorización y 
seguimiento de labores 
de tiempo extraordinario 
del personal a cargo.  

Víctor Sánchez 
Sergio Trujillo 
Cristopher May 
Eduardo Solano 
Marcos Porras 
Oscar Hernández 

1 mes para la 
propuesta 
3 meses para 
implementar 
En adelante es 
permanente. 

 
Proceso de ficha de 
proyectos previo a 
ingreso al portafolio de 
proyectos y posterior 
asignación de recursos 
debe validarse mediante 
documento oficial firmado 
por quien lo propone, 
superior y contrapuesto 
por Planificación 
Institucional para verificar 
que se encuentra dentro 
de los planes cantonales, 
estratégicos, de 
desarrollo.  
Debe cumplir con los 
requisitos de información 
necesaria incluida como 

Coordinadores 
gestores de 
proyectos, 
Planificación 
Institucional 
(Alexander 
Venegas) 

Se considera que 
lo adecuado es 
que dicha 
información para 
los nuevos 
proyectos (no los 
planes normales 
de la labor 
ordinaria) deben 
estar listos para 
acompañar la 
elaboración del 
próximo PAO-
2021, así como la 
gestión de 
proyectos dentro 
de los 
presupuestos 



  

Grupo 
Descripción general de la 

acción 
Responsable de 

coordinarla 

Plazo de 
cumplimento 

(meses y años) 
ejemplo dentro del 
formulario FPP 
(Formulario para la 
Presentación de 
Proyectos)  

extraordinarios o 
modificaciones 
presupuestarias. 

Grupo 4: Grupo de 
representantes de las 
jefaturas municipales. 
Bienes y servicios 

Crear un procedimiento a 
nivel interno para el 
manejo del control de las 
actividades de control. 

Coordinación 
Bienes y Servicios 

Febrero 2021 

Grupo 4: Grupo de 
representantes de las 
jefaturas municipales. 
Tránsito Municipal 

Mejora en el Depósito de 
vehículos detenidos 

Alcaldía 1 año 

Buscar alternativa a 
secretaria  

Recursos 
Humanos 

1 año 

Nombrar segundo 
Supervisor 

Recursos 
Humanos  

1 año 

Nombrar Armero Recursos 
Humanos 

1 año 

Revisión y actualización 
de los perfiles de puesto  

Recursos 
Humanos  

1 año 

Actualización del plan de 
capacitación  

Recursos 
Humanos  

1 año 

Divulgar resultados de la 
Evaluación de 
desempeño 

Recursos 
Humanos  

1 año 

Realizar un análisis de los 
controles de control 
interno de PTM 

Control Interno 1 año 

Establecer zonas de 
estacionamiento para 
carga y descarga, así 
como permiso de 
estacionamiento cuando 
se realicen trabajos, 
construcciones, o 
permisos especiales de 
estacionamiento. 

Al no haber un 
ente en gestión 
vial está función la 
asume la unidad 
de Obras, pero no 
en tema de 
permisos. 

5 AÑOS. 

Recomendaciones en 
cuanto a exposición al sol 
del personal, así como 
tiempos que se 

Salud Ocupacional 1 año. 



  

Grupo 
Descripción general de la 

acción 
Responsable de 

coordinarla 

Plazo de 
cumplimento 

(meses y años) 
recomienda mantener 
regulaciones vehiculares. 

Elaboración propia de Nahaorqui Consultores S.A. con datos aportados por funcionarios(as) 
municipales. 

 
El cuadro anterior conserva la literalidad de la propuesta de cada funcionario (a). Puede 
observarse claramente cómo algunas de las propuestas son específicas para el mismo 
departamento que las propone.  Justamente por esa razón, para que el producto del ejercicio 
fuese una construcción consensuada de propuestas de mejora por línea de defensa, es que en 
las instrucciones se solicitó que cada línea se reuniera, sin que esto significara presencialmente, 
podía ser de manera virtual, y entregaran un resultado por grupo.  Sin embargo, esta instrucción 
no se acató y cada jefatura participante, así como los directores entregaron sus propuestas por 
aparte. En este caso, posterior a este informe se recomienda que el Asesor de control interno 
retome las propuestas individuales, y logre consensuar los planes de acción por línea de 
defensa, para descartar aquellas que son buenas práctica de control individuales, y que deberán 
de hacerse en el proceso propio de control interno de cada departamento, para solo enfocarse 
como producto de este informe a la elaboración de propuestas para los grupos de la línea de 
defensa como un todo. 
 
En la siguiente tabla se muestra el resultado para la segunda línea de defensa: 
 

TABLA N°2 
MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

ACCIONES DE MEJORA PROPUESTAS POR GRUPOS REPRESENTATIVOS DE LAS 
LÍNEAS DE DEFENSA, SEGUNDA LÍNEA 

ABRIL 2020 
 

Descripción general de la acción Responsable de 
coordinarla 

Plazo de cumplimento 
(meses y años) 

1. Revisar y proponer los ajustes 
resultantes, para la 
actualización del “Reglamento 
del Sistema de Control Interno 
de la Municipalidad de Belén”. 
Incluir la incorporación formal, 
en ese cuerpo normativo de la 
“Unidad de Control Interno”, 
con las funciones respectivas, 
en esa materia. 

Asesor de Control 
Interno y Comisión 
Institucional de Control 
Interno.  

Agosto a Setiembre-
2020. 

2. Revisar y proponer los ajustes 
que correspondan, para la 

Asesor de Control 
Interno y Comisión 

Agosto a Setiembre-
2020. 



  

Descripción general de la acción Responsable de 
coordinarla 

Plazo de cumplimento 
(meses y años) 

actualización del “Marco 
Orientador del Sistema de 
Control Interno de la 
Municipalidad de Belén”.  
 

Institucional de Control 
Interno.  

3. Gestionar lo correspondiente, 
con el fin de que el Staff de 
Recursos Humanos incorpore, 
en los Perfiles de Puesto de 
los funcionarios municipales, 
las funciones específicas que 
les corresponde realizar en 
esta materia, de acuerdo con 
lo consignado en el 
Reglamento de Control Interno 
y el Marco Orientador. 

Asesor de Control 
Interno y Comisión 
Institucional de Control 
Interno.  

Agosto a Setiembre-
2020. 

4. Gestionar lo necesario, con el 
propósito de que se emita una 
Directriz Institucional, para 
que, en el Plan Operativo 
Anual del 2021, se incluyan 
metas independientes, 
relacionadas con la ejecución 
de las acciones de mejora 
necesarias, de acuerdo con lo 
estipulado en el Artículo 43 del 
Reglamento de Control 
Interno, vigente.  

Asesor de Control 
Interno y Comisión 
Institucional de Control 
Interno.  

Mayo-2020. 

Elaboración propia de Nahaorqui Consultores S.A. con datos aportados por funcionarios(as) municipales. 
 

La Comisión de control interno y Unidad de control interno elaboraron satisfactoriamente el 
trabajo en grupo, por lo cual las acciones de mejora propuestas se incorporarán como parte del 
plan de acciones existente al nivel institucional para que se le de seguimiento a su concreción.  
Estas acciones al cumplirse colaborarán a que exista una mayor claridad en las 
responsabilidades de las líneas de defensa. A esto también se le aunará las acciones que 
realizará la Auditoría Interna, según la misma Auditora mencionó en el oficio OAI-081-2020 las 
cuales buscan generar un mejor entendimiento de las funciones de esta Auditoria hacia la 
administración.  Para complementar estas acciones se recomienda además que la segunda 
línea revise las propuestas de la primera línea, ya que varias de las acciones están dirigidas no 
para ellos mismos como primera línea, sino para la Unidad de control interno y la Comisión de 
control interno. 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 



  

 
En este último apartado se detallan las conclusiones y recomendaciones obtenidas a partir del 
desarrollo del presente informe de la primera etapa de Acompañamiento 2020. 
 

 Conclusiones: 
 

 La mayor parte de los actores que componen el Sistema de control interno municipal a 
pesar de creer que conocen las líneas de defensa erraron cuando se les pidió detallarlas y 
apuntar las responsabilidades de cada una. 

 La mayor parte de los actores considera que existe una falta de claridad o confusión entre 
las responsabilidades en materia de control de la Alcaldía, directores, coordinadores, la 
Comisión de Control Interno, la Unidad de control interno, y la Auditoría interna.  

 La mayor parte de los actores conocen de documentación que apunta a las 
responsabilidades de cada parte dentro del proceso, destacando el Reglamento de control 
interno como la principal. 

 La mayor parte de los actores considera que la documentación existente es suficiente, y 
clara y que, aunque la falta de conocimiento o interiorización de esta tiene una cierta 
responsabilidad en la confusión de responsabilidades o falta de claridad no es la principal 
razón. 

 Las razones que destacan tienen que ver con aspectos principalmente conductuales de los 
actores, relacionados con su actitud el poner resistencia al control, al no gustarles ser 
fiscalizados, parcializar las decisiones por intereses políticos, problemas de comunicación. 

 Las principales debilidades de control identificadas en el presente estudio corresponden al 
componente Ambiente de Control, subcomponente de Estructura Organizacional.  

 El riesgo principal identificado corresponde al incumplimiento de funciones y 
responsabilidades en materia de control interno. 

 La primera línea de defensa, en el grupo de directores y en el de jefaturas, no presentaron 
propuestas consensuadas, a pesar de que era la principal  instrucción del ejercicio, por lo 
cual el producto generado de este instrumento en este caso, no puede darse por terminado, 
ya que no cumple con el  objetivo de que como bloque el grupo de directores y de jefaturas, 
genere acciones que faciliten el entendimiento de las responsabilidades de control interno 
de la línea que representa. 

 La segunda línea de defensa, en acato de la instrucción brindada cumplió con proponer 
acciones de mejora consensuadas, las cuales pasan a formar parte del plan de acciones 
de mejora institucional al cual se le da seguimiento año con año. 

 A pesar de que la Auditoria interna, no participó del ejercicio, si expresó en su oficio OAI-
081-2020 que realizará actividades que busquen generar un mejor entendimiento de las 
funciones de esta Auditoria hacia la administración, lo cual, en el objetivo de este análisis, 
propiciará una mayor claridad en las responsabilidades de esta tercera línea de defensa. 

 
Recomendaciones: 
 En el caso de las acciones propuestas por los directores y las jefaturas, posterior a este 

informe, el Asesor de control interno podrá retomar las propuestas individuales, y 
consensuar los planes de acción por línea de defensa, para descartar aquellas que son 



  

buenas práctica de control individuales, y que deberán de hacerse en el proceso propio de 
control interno de cada departamento, para solo enfocarse como producto de este informe 
a la elaboración de propuestas para los grupos de la línea de defensa como un todo.  

 Con respecto a los actores que no participaron en la generación de propuestas de mejora, 
se recomienda que el Asesor de Control Interno le de seguimiento a esta información, de 
forma tal que se utilice posteriormente para retroalimentar la actualización del Reglamento 
de Control Interno que se tiene prevista para este año.  

 Incorporar como parte del plan de acción existente a nivel institucional, las acciones 
propuestas por la segunda línea de defensa, para que se le de seguimiento a su 
cumplimiento. 

 Para complementar las acciones de la segunda línea de defensa, se recomienda además 
que se revisen las propuestas de la primera línea, ya que varias de las acciones están 
dirigidas no para ellos mismos como primera línea, sino para la Unidad de control interno y 
la Comisión de control interno. 

 Incluir en el ciclo de capacitación 2020 un tiempo para repasar lo relativo a las líneas de 
defensa, para clarificar en el personal municipal las posibles dudas existentes, a pesar de 
que este tema formó parte de la capacitación del 2019.  

 Solicitar a la Comisión de Control Interno, el analizar si se prefiere que en la segunda etapa 
de Acompañamiento 2020 se proceda con el análisis de la problemática relativa a los Fallos 
en la gestión municipal y la simplificación de trámites, o que se destine ese tiempo a realizar 
una capacitación intensiva para el Asesor de Control Interno, y colaborarle con insumos 
para la propuesta de actualización del Reglamento de Control Interno y del Marco 
Orientador Institucional.  

 Es vital que en general la institución en la representación de las distintas líneas se replantee 
la importancia del proceso de control interno, y no pierdan la motivación y participación en 
las actividades, ya que a pesar de la Pandemia, y de todos los ajustes que esta obliga a 
hacer, la Municipalidad debe de continuar brindando servicios de calidad a la población 
pero si se aleja de su proceso de mejora continua, o le resta importancia poco a poco se 
evidenciarán los efectos negativos de esta práctica, sobre todo en los momentos de crisis. 

                                               
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal.  
 
ARTÍCULO 7.  Se conoce el Oficio AMB-MC-136-2020 del Alcalde Horacio Alvarado.  Dado que 
en la Asamblea Legislativa se tramita una reforma a la Ley 8690 del 19 de noviembre del 2008, 
denominada “CREACION DE LA CONTRIBUCION PARAFISCAL AL SERVICIO DE LA 
TELEFONIA MOVIL Y CONVENCIONAL, PREPAGO, POSPAGO O CUALQUIER OTRA 
MODALIDAD TELEFONICA DESTINADA AL FINANCIAMIENTO DE LA ASOCIACION CRUZ 
ROJA COSTARRICENSE”, misma que fue parcialmente reformada y reproducido su texto en el 
artículo 3 de la ley 9355 del 27 de mayo del 2016 conocida como “MODIFICACION DE VARIAS 
LEYES PARA EL FINANCIAMIENTO DE LA ASOCIACION CRUZ ROJA COSTARRICENSE”.; 
se solicita el apoyo de este Concejo Municipal para instar al Presidente del Congreso y a los 
señores diputados para que le den un trámite ágil y expedito al proyecto de ley. 
 



  

El proyecto propone reformar el título y los artículos 1, 3 y 4 de la Ley Nº 8690, para ampliar los 
servicios de telecomunicaciones gravados por la contribución parafiscal y de conformidad 
adaptar el título.  Los ingresos de los servicios que quedarían gravados serían los de telefonía 
móvil (cualquier modalidad de pago), telefonía tradicional, telefonía VolP, internet (fijo y móvil), 
transferencia de datos y líneas dedicadas.  Actualmente la Cruz Roja Costarricense se financia 
en un 43% con fondos públicos y en un 57% con fondos propios. De los fondos provenientes 
del Estado el 39% proviene de la Ley Nº 8690 conocida como “El impuesto rojo”, ley que se 
pretende reformar en este proyecto con el fin de transformar y adaptar el cobro de este parafiscal 
al entorno actual.  
 
Asimismo, la Cruz Roja Costarricense, quien brinda un servicio esencial, al igual que muchas 
otras instituciones, tienen que enfrentar los nuevos retos, como el caso del COVID-19, en un 
entorno de crisis que afronta desde hace años donde por escases de recursos no pueden 
brindar el 100% del servicio.  Es por ello, que solicito a este Concejo Municipal un acuerdo de 
apoyo a este proyecto de ley, extensivo a todos los Concejos Municipales e Intendencias del 
país; así como a la UNGL, ANAI y las federaciones municipales para que de igual forman 
comuniquen a la Asamblea Legislativa su apoyo.  Solicito que, en caso de contar con dicho 
acuerdo, se les comunique también a los jefes de fracción de cada uno de los partidos políticos 
representados en la Asamblea Legislativa para que sea discutido y analizado en este periodo 
legislativo. 
 
Se hace la siguiente propuesta de acuerdo:  PRIMERO: Se apoya en todos sus extremos el 
Expediente N°21148, denominado MODIFICACION A LA LEY DE CREACION DE LA 
CONTRIBUCION PARAFISCAL AL SERVICIO DE LA TELEFONIA MOVIL Y CONVENCIONAL, 
PREPAGO, POSPAGO O CUALQUIER OTRA MODALIDAD DE TELEFONIA DESTINADA AL 
FINANCIAMIENTO DE LA ASOCIACION CRUZ ROJA COSTARRICENSE”, LEY 8690. 
SEGUNDO: Se insta a todos los Concejos Municipales e Intendencias a apoyar el expediente 
mencionado. TERCERO:  Se insta a la UNGL, ANAI y federaciones municipales a apoyar el 
expediente mencionado. CUARTO: Se solicita a los jefes de fracción de los partidos políticos 
representados en la Asamblea Legislativa a apoyar el Expediente N°21.148 en la presente 
legislatura. QUINTO: Se le solicita al Presidente del Congreso a darle un trámite expedito según 
el Reglamento de la Asamblea Legislativa, al Expediente N°21.148 en la presente legislatura. 
SEXTO: Comunique a la Asociación Cruz Roja Costarricense.  
 
El Regidor Suplente Ulises Araya, manifiesta que en lugar de comunicar a los Jefes de Fracción 
se debe comunicar a todos los 57 Diputados, porque hay algunos partidos que están divididos 
como Restauración Nacional, Republicano, etc., entonces es probable que no les llegue a todos. 
 
La Regidora Lorena Gonzalez, informa que le gustaría que se envíe a todos los Comités 
Auxiliares de todo el país para que apoyen el proyecto. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE APROBADA:  
PRIMERO:  Avalar el Oficio de la Alcaldía.  SEGUNDO:  Se apoya en todos sus extremos el 
Expediente N°21148, denominado MODIFICACION A LA LEY DE CREACION DE LA 
CONTRIBUCION PARAFISCAL AL SERVICIO DE LA TELEFONIA MOVIL Y CONVENCIONAL, 



  

PREPAGO, POSPAGO O CUALQUIER OTRA MODALIDAD DE TELEFONIA DESTINADA AL 
FINANCIAMIENTO DE LA ASOCIACION CRUZ ROJA COSTARRICENSE”, LEY 8690.  
TERCERO:  Se insta a todos los Concejos Municipales e Intendencias a apoyar el expediente 
mencionado.  CUARTO:  Se insta a la UNGL, ANAI y Federaciones Municipales a apoyar el 
expediente mencionado.  QUINTO:  Se solicita a los Jefes de Fracción de los Partidos Políticos 
representados en la Asamblea Legislativa a apoyar el Expediente N°21.148 en la presente 
legislatura.  SEXTO:  Se le solicita al Presidente del Congreso a darle un trámite expedito según 
el Reglamento de la Asamblea Legislativa, al Expediente N°21.148 en la presente legislatura.  
SETIMO:  Comunique a la Asociación Cruz Roja Costarricense.  OCTAVO:  Comunicar a los 57 
Diputados de la Asamblea Legislativa.  NOVENO:  Comunicar a todos los Comités Auxiliares 
de la Cruz Roja del país para que apoyen el proyecto de ley. 
 
ARTÍCULO 8.  Se conoce el Oficio AMB-MC-137-2020 del Alcalde Horacio Alvarado.  Remitimos 
el oficio CTPR-001-2020, suscrito por el Comité Técnico del Plan Regulador, por medio del cual 
se remite el análisis de la documentación presentada por la empresa INDECA para la variable 
ambiental. Dicho documento fue presentado a la Alcaldía el día 18 de mayo de 2020.  Al 
respecto, adjunto enviamos el documento mencionado para su conocimiento. 
 
CTPR-001-2020 
Sesión de trabajo No.001-2016 del 09 de marzo del 2020, realizada por el Comité Técnico del 
Plan Regulador, con la participación de las siguientes personas: Ing. José Luis Zumbado 
Chaves, Director del Área Técnica Operativa, Arqta. Ligia Franco García, Unidad de 
Planificación Urbana, MSc Dulcehé Jiménez y Esteban Ávila Fuentes de la Unidad Ambiental y 
Lic. Francisco Ugarte Soto de la Dirección Jurídica. Mag. Ligia M. Delgado Zumbado, Asistente 
Técnico - Oficina del Plan Regulador.  
 

 
  



  

“ANÁLISIS DE LA DOCUMENTACIÓN PRESENTADA POR LA EMPRESA INDICA PARA LA 
VARIABLE AMBIENTAL” 

 
Para llevar a cabo la revisión de los productos que forman parte de la Viabilidad Ambiental para 
la actualización del Plan Regulador, se llevaron a cabo varias reuniones con la Empresa INDECA 
quien es la responsable de elaborar dicho producto.  También, como parte de la coordinación 
interinstitucional, se reunió con la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA) para 
conocer las recomendaciones para la presentación de la Variable Ambiental ante el 
Departamento EAE de la SETENA para la revisión y aprobación final del producto.  Además, se 
realizaron varias reuniones con la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica del SENARA, 
para la Matriz Especifica de Vulnerabilidad Acuífera del Cantón de Belén como insumo para la 
variable ambiental. 
 
ANTECEDENTES: 
 
1.- Que, la Municipalidad de Belén realiza contratación de la Empresa INDECA para servicios de 
estudio técnico para la obtención de la viabilidad ambiental del Plan Regulador del Cantón de 
Belén.  
 
2.-  Que, el 23 de mayo 2019, la Municipalidad solicita a la Empresa INDECA suspender el plazo 
de ejecución de los estudios por 15 días hasta tanto no se aclare si se debe presentar los mapas 
adicionales que solicita la SETENA y que no están contemplado en el Decreto Ejecutivo 
N°32967. 
 
3.-  Que, el 10 de junio 2019, con Oficio OPR-OF-09-2019 se remite consulta a la Licenciada 
Cynthia Barzuna, Secretaria General de la Comisión Plenaria de la SETENA para realizar la 
consulta sobre los mapas adicionales. 

 
4.-  Que, el 25 de junio 2019, con Oficio SETENA-SG-1175-2019 la MSc Cynthia Barzuna 
informa que el Departamento de Evaluación Ambiental Estratégica y la Asesoría Legal, se 
encuentran analizando por el fondo la consulta y que en cuanto se consolide una respuesta a la 
misma, se nos estará comunicando. 
 
5.- Que, el 30 de julio 2019, con Oficio OPR-OF-19-2019 se le consulta a la Empresa INDECA 
sobre el avance de la viabilidad ambiental y se solicita una reunión con los técnicos. 
 
6.- Que, el 13 de agosto con trámite N°2981, la Empresa INDECA informa que al no haberse 
recibido respuesta por parte de la SETENA a consulta realizada sobre los mapas, la Empresa 
ha avanzado con algunos productos y conviene en una reunión para el miércoles 14 de agosto 
a las 10 a.m. (Se reprogramó para el 27 de agosto). 
 
7.-  Que, en la reunión del 27 de agosto 2019, se acordó solicitar audiencia con la SETENA 
entre otros. 
 



  

8.- Que, el 2 de setiembre 2019, la Empresa INDECA manifiesta su preocupación ya que la 
SETENA a la fecha no ha dado su respuesta a consulta sobre el requerimiento de los mapas 
adicionales e informan que siguen avanzando con otros insumos. 
 
9.- Que, el 18 de setiembre 2019, se realiza reunión con la SETENA-INDECA y la Municipalidad 
de Belén como parte de la coordinación interinstitucional y explicar la consulta sobre los mapas 
adicionales que solicita la SETENA.  
 
10.- Que, el 19 de setiembre 2019, la SETENA remite respuesta aclaratoria sobre el consulta 
realizada sobre el tema de los mapas adicionales, misma que es remitida a la Empresa INDECA. 
 
11.- Que, el 16 de octubre 2019, la Empresa INDECA realiza primera entrega de los productos 
contratados (Mapas de Indice de Fragilidad Ambiental) y solicita el respectivo pago. 
 
12.- Que, el 5 de noviembre la SETENA concede Audiencia para el 11 de noviembre a la 
Empresa INDECA y a la Municipalidad para presentar los mapas como uno de los productos de 
la viabilidad ambiental.  En dicha reunión los funcionarios de la SETENA informan que ellos no 
pueden recibir documentación para revisar, no tienen personal y están muy tallados analizando 
otros expedientes, solo podrían evacuar dudas. 
 
13.- Que, el 13 de noviembre 2019, Oficio OPR-OF-029 se le informa a la Empresa INDECA la 
cláusula que habla del pago y que el atlas no corresponde al 50% del pago como lo señalan 
ellos. 
 
14.- Que, el 14 de noviembre 2019 con memorando UPU-046-2019 la Arqta Ligia Franco señala 
una serie de observaciones a los Mapas de Índice de Fragilidad Ambiental. 
 
15.- Que, el 13 de diciembre 2019, la Arqta Ligia Franco se reúne con el señor Andreas Mende 
y le realiza una serie de observaciones a los Mapas de Índice de Fragilidad Ambiental. 
 
16.- Que, el 18 de diciembre 2019, se remite la documentación de la variable ambiental a los 
miembros del Comité Técnico del Plan Regulador, en el que el Ing. Zumbado solicita realizar 
una revisión y análisis de los productos remitidos por INDECA y remitir las respectivas 
observaciones.  Se concluye que por la premura del caso, no es posible realizar la respectiva 
revisión, ya que se está a dos días del cierre institucional y sería irresponsable hacer las cosas 
a la carrera.  Además, se entregó información del 2013 y se acuerda programar reuniones para 
analizar mejor la información. 
 
17.- Que, el 19 de diciembre 2019, la Empresa INDECA remite nuevamente los insumos de la 
variable ambiental en el cual indica que es el informe final preliminar. 
 
18.- Que, el 20 de diciembre por medio de correo electrónico, el Ing. Zumbado comunica a la 
Empresa INDECA que la revisión del informe se estará realizando en enero y el respectivo pago, 
ya que por cierre institucional se estaría regresando el 6 de enero. 
 



  

19.- Que, el 20 de diciembre, memorando DTO-165-2019 el Ing. Zumbado remite los productos 
para la variable ambiental a la Arqta Ligia Franco García y MSc Dulcehé Jiménez Espinoza. 
 
20.- Que, el 8 de enero 2020, el Dr. Allan Astorga remite nuevamente los productos contratados 
e indican que “no son la versión final”, esto preocupa ya que no es procedente revisar un insumo 
que no es el oficial. 
 
21.- Que, el 13 de enero 2020, se recibe CD con los productos finales (Reglamento de Desarrollo 
Sostenible y Informe Evaluación Ambiental Estratégica del Plan Regulador. 
 
22.- Que, el 17 de enero 2020, se recibe Oficio de INDECA en el que informa que el único 
contacto en adelante será la Ing. Ana Cristina Jenkins, esto por cuanto se estaba recibiendo 
información de parte del Dr. Allan Astorga. 
 
23.- Que, con memorando DTO-006-2020 se le solicita a la Arqta. Ligia Franco García se avoque 
a la revisión de productos de la variable ambiental. 
 
ANÁLISIS DE PRODUCTOS RECIBIDOS POR PARTE DE INDECA: 
 
1.- Que la Arqta. Ligia Franco García, hace entrega de las observaciones realizados a los 
productos entregado por el Empresa INDECA en respuesta a memorando DTO-006-2020. 
 
2.- Mediante Oficio OPR-OF-01 del 15 de enero 2020, se remiten las observaciones al 
documento Análisis Alcance Ambiental (AAA) elaboradas por la Arqta. Ligia Franco García. 
 
3.- Mediante Oficio OPR-OF-02 del 20 de enero 2020, se remiten las observaciones realizadas 
por la Arqta Ligia Franco García al Mapas de Índice de Fragilidad Ambiental. 
 
4.- Mediante Oficio OPR-OF-03 del 24 de enero 2020 se remiten las observaciones   elaboradas 
por la Arqta. Ligia Franco García al Informe de Zonificación de Fragilidad Ambiental. 
 
5.- Mediante Oficio OPR-OF-04 del 31 de enero 2020 se remite nuevamente las observaciones 
realizadas por la Mag. Ligia Delgado Zumbado al Mapas de Índice de Fragilidad Ambiental. 
 
6.- Mediante Oficio OPR-OF-05 del 04 de febrero 2020, se remiten las observaciones realizadas 
al Reglamento de Desarrollo Sostenible por la Arqta. Ligia Franco García y colaboración con la 
Mag. Ligia Delgado Zumbado. 
 
Por otra parte, se informa que se realizaron tres talleres con la Ing. Ana Cristina Jenkins de la 
Empresa INDECA y el Comité Técnico del Plan Regulador para realizar los ajustes finales, saber: 
 
12: Informe de Análisis de Alcance Ambiental, Reglamento de Desarrollo Sostenible. 
17: Reglamento de Desarrollo Sostenible.  
26: Reglamento de Zonificación Ambiental de los IFA’s, Atlas. 
 



  

Nota:  No se recibieron aportes de los otros miembros del Comité Técnico del Plan Regulador. 
 
CONCLUSIONES:  Que dentro de las competencias de cada profesional del Comité Técnico del 
Plan Regulador, se realizaron aportes en las distintas sesiones de trabajo llevadas a cabo con 
la Empresa INDECA, se verifico que la información suministrada estuviera apegada a la 
normativa vigente.  Ahora, con respecto al producto en general, al ser un informe técnico y 
específico no es posible corroborar toda la información, ya que se sale de las competencias de 
los miembros del Comité Técnico del Plan Regulador, ya que se analizaron otras especialidades 
(Geología, Sociología, Edafología, Hidrogeología entre otros).  Es responsable la Empresa 
INDECA de esas otras especialidades.  
 
RECOMENDACIONES 
 
 Presentar a la Comisión de Seguimiento al Plan Regulador los productos finales 

presentados por la Empresa INDECA para su conocimiento y análisis y acuerdo que 
corresponda. 
 

 Que, el Concejo Municipal tome un acuerdo para remitir la apertura de un nuevo 
expediente ante la SETENA en calidad de legitimado según recomendación de la 
Comisión de Seguimiento al Plan Regulador. 
 

 Publicar en un medio de comunicación masivo informando a los vecinos del cantón que 
se encuentra abierto en la Secretaría Técnica Nacional Ambiental el Expediente de la 
viabilidad ambiental para la actualización del Plan Regulador del Cantón de Belén en 
cumplimiento al Decreto Ejecutivo N°32967. 

 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, manifiesta que como se había archivado en el 
2008, debemos aclarar que solicitamos la reapertura. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, informa que es un expediente completamente 
nuevo para la revisión. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVAMENTE APROBADA:  
PRIMERO:  Avalar el Oficio del Comité Técnico del Plan Regulador.  SEGUNDO:  Presentar a 
la Comisión de Seguimiento al Plan Regulador los productos finales presentados por la 
Empresa INDECA para su conocimiento y análisis y acuerdo que corresponda.  TERCERO:  
Remitir la apertura de un nuevo expediente ante la SETENA en calidad de legitimado según 
recomendación de la Comisión de Seguimiento al Plan Regulador.  CUARTO:  Publicar en un 
medio de comunicación masivo informando a los vecinos del Cantón que se encuentra abierto 
en la Secretaría Técnica Nacional Ambiental el Expediente de la Viabilidad Ambiental para la 
actualización del Plan Regulador del Cantón de Belén en cumplimiento al Decreto Ejecutivo 
N°32967. 
 
ARTÍCULO 9.  Se conoce Oficio AMB-M-372-2020 de Horacio Alvarado Bogantes Alcalde 
Municipal. Asunto: Remisión de Carta de Intenciones con Belén Center Group S.A. Hacemos 



  

entrega de un ejemplar original que corresponde a la “Carta de intenciones entre Belén Center 
Group Sociedad Anónima y la Municipalidad de Belén”, recibida en esta Alcaldía y debidamente 
firmado por las autoridades competentes. Lo anterior con el propósito de solicitar su 
colaboración a fin de que se sirva coordinar las gestiones necesarias, proceder de conformidad 
con lo establecido según corresponda en este caso y custodiar debidamente el documento 
mencionado. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Oficio de la Alcaldía Municipal. 
 
ARTÍCULO 10.  Se conoce Oficio AMB-M-373-2020 de Horacio Alvarado Bogantes Alcalde 
Municipal. Asunto: Remisión de Convenio de Cooperación con SINIRUBE. Hacemos entrega de 
un ejemplar original que corresponde a “Convenio de cooperación entre el Sistema Nacional de 
Información y registro único de beneficiarios del Estado (SINIRUBE) y la Municipalidad de 
Belén”, lo anterior para el acceso e intercambio de información en el marco de la Ley 9137 de 
Creación del Sistema Nacional de Información y Registro único de Beneficiarios del Estado, 
recibido en esta Alcaldía y debidamente firmado por las autoridades competentes. Lo anterior 
con el propósito de solicitar su colaboración a fin de que se sirva coordinar las gestiones 
necesarias, proceder de conformidad con lo establecido según corresponda en este caso y 
custodiar debidamente el documento mencionado. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Dar por recibido el Oficio de la Alcaldía Municipal. 
 
CONSULTAS AL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
ARTÍCULO 11.  El Regidor Suplente Ulises Araya, manifiesta que, respecto a la aprobación del 
proyecto de ley, lo que cabe es una felicitación a todos los Alcaldes y los trabajadores que se 
hicieron presentes en la Asamblea Legislativa. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, se suma al esfuerzo de la Alcaldía y de la 
Municipalidad como institución porque apoyaron el proyecto, muchas gracias por el esfuerzo. 
 
El Vicepresidente Municipal Minor Gonzalez, agradece a la Alcaldía por llamadas, reuniones, 
manifestación ante la Asamblea Legislativa, por la importancia de esta Ley para los municipios, 
es un momento histórico, es una de las leyes que más ha costado aprobar, por agrupaciones y 
empresas que han manifestado su oposición, una felicitación para todos los Alcaldes y 
organizaciones como IFAM, ANAI, etc. 
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, manifiesta que por supuesto a los Concejos 
Municipales que dieron la aprobación a dicho proyecto. 
 
ARTÍCULO 12.  La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, informa que como sale a andar 
en bicicleta en la mañana, se encuentra con mucha basura, bolsas rotas, la gente saca el 
reciclaje y se moja y se lo lleva la basura, porque ahora pasan 1 vez al mes y se desperdicia 
mucho material que se puede reutilizar. 
 



  

La Vicealcaldesa Thais Zumbado, manifiesta que el comentario es que no lo recogen bien, no 
entiende, sobre el reciclaje si se recuerda a la gente, el lunes fue en La Asuncion, no en La 
Ribera, pero se insistirá con los vecinos porque es muy lamentable. 
 

CAPÍTULO V 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 
 

ARTÍCULO 13.  Se conoce trámite 1728 Oficio 010-NE-2020 de MSc. Ana Gabriela Rodríguez 
Villalobos, Directora Jardín de Niños España, correo electrónico jnespana@mep.go.cr.  Muy 
respetuosamente los saludamos y presentamos a ustedes la siguiente solicitud.  Amparado en 
lo establecido en los artículos N. 10-11-12-13-14-15-16-19-20-21 del Reglamento de Juntas de 
Educación Administrativas, decreto 38249-MEP, del viernes 14 de marzo del 2014 y sus 
reformas, procedo a remitir la nómina correspondiente para el formal nombramiento por 
reelección unánime y total de los miembros de la Junta de Educación del Jardín de Niños 
España para el nuevo periodo 2020-2023.  “Art. 19 Reglamento de Juntas de Educación. 
Decreto 38249.  Se envía nomina para reelección parcial de los siguientes oferentes: 
 
Puesto Nombre Cédula Teléfono 
Presidenta  Rebeca Murillo 

Chaves 
402110169 6195-9326 

Vicepresidente Geannina Rojas 
Villegas 

112330208 8821-1233 

Secretario Kenneth Fuentes 
Oreamuno 

113240297 8419-7646 

Vocal 1 Ma. Carolina Chaves 
Rodríguez 

111520443 7045-8876 

Vocal 2 Mónica Benavides 
Murillo 

402000893 7104-2884 

 
Con fe de contar con sus buenos oficios y con ello colaborar con el presupuesto en nuestro 
Centro Educativo Jardín de Niños España y que los estudiantes no queden en un estado de 
indefensión que lesione su derecho a una educación de calidad con los recursos necesarios 
para dicho fin. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Ratificar el nombramiento de la Junta de 
Educación del Jardín de Niños España integrada por Rebeca Murillo Chaves, Geannina Rojas 
Villegas, Kenneth Fuentes Oreamuno, María Carolina Chaves Rodríguez, Mónica Benavidez 
Murillo.  SEGUNDO:  Convocarlos para su respectiva juramentación la cual deberá ser 
coordinada con la Secretaría del Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 14.  Se conoce correo electrónico de Gaspar Rodríguez. 
 
1-Considerando que: debe prevalecer el bien público al interés particular, hare mención de 2 
situaciones que a mi parecer son irregulares. 



  

a. La acera al costado norte de CORVEL, construida por la empresa ALDEBARÁN, donde se 
reubicó la acera y no los postes del tendido eléctrico, como debió suceder. 

b. La acera frente al Niño de Praga en la Asunción, donde se corrió la acera hacia la carretera, 
angostándose esta, lo que considero muy peligroso. 

2-Estas denuncias la hice ante la Comisión de Obras, siendo Regidor y miembro de esta donde 
no hubo acogida a las ya dichas. 
3-Solicito: 
a. Se le pida a la empresa ALDEBARÁN la reubicación de los postes. 
b. Se confirme en sitio lo dicho por mi persona con respecto a la acera del Niño de Praga y 

se rectifique tal situación. 
c. Solicito en ambas la presencia de la Regidora María Antonia Castro. 

 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, manifiesta que una visita que hizo la anterior 
Comisión de Obras se determinó la acera y los postes que se deben reubicar en esa intercesión, 
la idea de la Comisión de Obras es dar seguimiento a los Compromisos firmados con los 
desarrolladores, como Cafetal, Los Mangos, proyecto por Pali, que la administración presente 
un informe de seguimiento y cómo van los compromisos firmados con los desarrolladores.  Esos 
contenedores son obras temporales, en esa esquina es área de parqueos en el anteproyecto 
cuando vinieron a presentar, igual será un área libre. 
 
La Regidora Lorena Gonzalez, informa que se menciona la acera por La Asuncion por el Niño 
de Praga en esa curva el MOPT hizo un estudio y ha sido un proceso de muchos años, porque 
eran muchos accidentes, se fueron realizando algunas mejoras, porque está comprobado que 
la curva tiene un peralte que hace a sacar los carros, una de las opciones era hacer más angosta 
la curva y anchar la acera. 
 
La Regidora Propietaria Maria Antonia Castro, manifiesta que el señor Gaspar Rodriguez la 
llamo porque le preocupa el último accidente donde el vehículo se metió casi en la acera en La 
Asunción.  En Aldebarán todos los contenedores están salidos, tienen que meterse hacia su 
propiedad, sobre los postes sabemos que la acera salió para que los postes no quedaran en la 
calle, eso era problema de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, no sabe ahora que 
corresponde. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Solicitar al Alcalde Municipal y a la Unidad de Obras 
verificar las denuncias realizadas por el señor Gaspar Rodríguez y presentar un informe a este 
Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 15.  Se conoce el Oficio DU-UCTOT-118-2020 de Ing. Agr. Paola Brenes – Unidad 
de Criterios Técnicos y Operativos de Ordenamiento Territorial - INVU, Ing. Agr. Renato Jiménez 
– Jefe Departamento de Servicios Técnicos – INTA, MDU. Daniel Brenes – Encargado UCTOT 
– INVU.  Reciba un cordial saludo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU) y del 
Instituto Nacional de Innovación y Transferencia en Tecnología Agropecuaria (INTA); en el 
marco coordinación interinstitucional se emite la siguiente nota de recordatorio sobre el trámite 
de cambio de uso de suelo agrícola a otros usos estipulados en los artículos N° 56 y 57 del 



  

Decreto Ejecutivo N°29375 Reglamento a la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos 
(Gaceta N°57, del 21 de marzo del 2001), que regula la Ley 7779 de Uso, Manejo y 
Conservación de Suelos (Gaceta N°97 del 21 de mayo del 1998).  Para una mejor comprensión, 
a continuación, se trascriben los artículos relacionados con el trámite de cambio de uso de suelo 
del Reglamento a la Ley de Uso, Manejo y Conservación de Suelos: 
 
Artículo 56.-Para autorizar el cambio de uso del suelo agrícola a otros tipos de uso, 
necesariamente deberá de contarse con la aprobación del MAG, quien, atendiendo a los Planes 
Nacionales y Planes de Área, así como a las regulaciones establecidas por SETENA, y los 
criterios establecidos por los Comités de Uso, Manejo y Conservación de Suelos por Áreas, 
determinará su procedencia o no considerando su valor agronómico. Dado su valor agronómico, 
y su valor patrimonial como activo nacional, en el futuro, en la planificación del urbanismo, se 
respetarán y reservarán en lo posible los suelos agrícolas. 
 
Artículo 57.-En todo fraccionamiento y urbanización, deberán presentarse estudios de uso, 
manejo y conservación de suelos y aguas, para evitar la contaminación, degradación, erosión, 
sedimentación de embalses y obstrucción de alcantarillados. 
 
Fundamentado en lo anterior, debemos recordar que para autorizar el visado de planos de 
fraccionamientos con fines urbanísticos ubicados fuera de los cuadrantes urbanos delimitados 
por el INVU, se debe contar con la Autorización de Cambio de Uso de Suelo emitido por el MAG-
INTA mediante la presentación de un estudio detallado de suelos y Capacidad de uso de las 
Tierras (D.E.N°41960-MAG-MINAE de la finca madre o área de estudio, elaborado por un 
Certificador de uso Conforme del Suelo habilitado por el Colegio de Ingenieros Agrónomos de 
Costa Rica y acreditado en el INTA, de conformidad con el Reglamento a la Ley de Uso, Manejo 
y Conservación de Suelos, Decreto Ejecutivo N°29375- MAG-MINAE-S-HACIENDA-MOPT (La 
Gaceta N°57 del 21 de marzo de 2001 y sus reformas o la normativa que les sustituya.  Para 
aquellos casos en que el INVU indique que dichas propiedades poseen una condición de uso 
urbano se podrán exonerar del estudio, en virtud de la potestad que se le confiere en el 
Transitorio II de la Ley de Planificación Urbana N°4240 que autoriza al Instituto Nacional de 
Vivienda y Urbanismo a delimitar los distritos urbanos y demás áreas sujetas a control 
urbanístico en aquellos cantones donde no hubiera dictado su propia normativa. Dichos cambios 
solo serán solicitados para aquellos cantones que no hayan dictado su propia normativa (plan 
regulador) y/o que no estén afectados por la Zona Especial de Protección indicada en el Decreto 
Ejecutivo N°25902. 
 
Para la determinación de condición de uso urbano de un lote o finca se regirá bajo las siguientes 
disposiciones: 
 
➢ Un lote o finca tendrá condición de uso urbano cuando se encuentre en un centro poblacional 
antiguo organizado espacialmente por medio de cuadrículas, que enfrenten obligatoriamente a 
vía pública, la cual suplirá los servicios públicos mínimos e indispensables (agua potable y 
electricidad) de la zona. 



  

➢ Aquellos lotes que se encuentren circunscritos en las cabeceras de distritos, con declaratoria 
del INVU, tendrán condición de uso urbano, independientemente de las dimensiones. 
➢ Así mismo se dará la condición a uso urbano aquellos lotes fuera del cuadrante urbano, que 
enfrenten a vía pública y que cuenten con los servicios mínimos indispensables (agua potable, 
electricidad) y que cumplan con las mejoras solicitadas por el municipio frente a la media calle 
a que enfrenten los lotes. 
➢ Para aquellos lotes que enfrenten a servidumbre urbana, la Unidad de Criterios Técnicos y 
Operativos de Ordenamiento Territorial podrá admitir la condición de uso urbano, siempre que 
cumpla con las normas especificadas en el Reglamento para el Control Nacional de 
Fraccionamientos y Urbanizaciones. 
 
Dada la emergencia sanitaria que vive el país a causa del COVID-19 y las disposiciones 
sanitarias emitidas por el Ministerio de Salud, se insta a la Municipalidad a realizar cualquier 
consulta mediante los medios tecnológicos existentes (correo electrónico, video llamadas) para 
no retrasar cualquier decisión que se quiera tomar en torno a este convenio.  Para cualquier 
notificación sírvase en comunicarse con la funcionaria del INVU Paola Brenes Rojas al correo 
electrónico, pbrenes@invu.go.cr o el funcionario del INTA, Dinier Arias Masis al correo 
electrónico darias@inta.go.cr. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir al Área Técnica Operativa, Unidad de Desarrollo 
Urbano y Unidad de Catastro para lo que corresponda. 
 
ARTÍCULO 16.  Se conoce correo electrónico de Deyanira Carmona, correo 
bienekdeyanira@gmail.com.  Deseándoles se encuentren muy bien.  Les estoy enviando esta 
documentación.  Como prueba de que no fui notificada.  Ni antes ni después de la realización 
del avaluó No. 628- 2019.  Esta documentación forma parte de la solicitud de Revisión de 
Revocatoria de Avaluó.  Yo la presente mes de Marzo.  La cual fue rechazada.  Es ahora que 
presento al Concejo Municipal mi caso.  Para que por favor reconsidere esta situación tan 
especial. 
 
Sr. Hermes envio correo al Sr. John Scheman, supuestamente avisando de un avaluó.  Pero 
John Scheman no es ni fue Representante Legal.  Tampoco entiendo porque Municipalidad le 
envía un correo de nuevo al Sr. Scheman, comunicándole el rechazo de mi solicitud.  No tengo 
nada que ver con el Sr. Scheman, creo ni habla español.  En cuanto a la Sra. Yetty Cortes 
Hernández, ella siempre ha negado ser notificada.  Aquí, les presento carta redactada por ella 
misma.  Así, que yo les estoy probando NO FUI NOTIFICADA.  Por lo tanto no ejercí mi derecho, 
a ponerme al dia voluntariamente o a apelar en tiempo debido los cargos municipales 
MONSTRUOSOS por cierto.  Por una casa que estuvo abandonada por mucho tiempo, sin 
mejora alguna, comején, servicios inoperantes, pisos dañados.  Me di cuenta de estos cargos 
cuando me presenté en marzo a pagar primer trimestre, 2020.  Por favor adjunten esta 
documentación a solicitud presentada el día 6 de mayo 2020, en recepción de documentos de 
la Municipalidad.  
 
Mi número de persona es 10826. 



  

 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir al Alcalde Municipal y a la Unidad de Bienes 
Inmuebles para se revise el caso expuesto e informe a este Concejo Municipal. 
 
ARTÍCULO 17.  Se conoce trámite 1712 de Leidy María Villegas Campos, correo electrónico 
oscar.rojas@pc.cr.  Por este medio presento Anexo al Recurso de Apelación presentado 
mediante trámite 1617-2020.  El acuerdo tomado en el artículo 1 de la sesión municipal 22-2020, 
tampoco tomo en cuenta que la sentencia 29-2020-TCA no estaba en firme, lo que según el 
Código Procesal Contencioso es ilegal. Se toman acuerdos del tema dentro de una sentencia, 
cuando está firme, no antes.  Además adjuntamos el artículo 1 del acta 22, ya realizada por la 
secretaria del Concejo: 
  
Acta Sesión Ordinaria 22-2020  
28 de Abril del 2020  
Acta de la Sesión Ordinaria N° 22-2020 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las 
dieciocho horas del 28 de Abril del dos mil veinte, en la Sala de Sesiones Guillermo Villegas de 
la Municipalidad de Belén, en el Distrito San Antonio. PARTICIPANTES PERMANENTES 
PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Arq. Eddie Andrés Mendez Ulate - Presidente – 
quien preside. Gaspar Rodriguez Delgado - Vicepresidente. Ana Lorena Gonzalez Fuentes. 
Maria Antonia Castro Franceschi. Jose Luis Venegas Murillo. REGIDORES SUPLENTES: Elena 
Maria Gonzalez Atkinson. Edgar Hernán Alvarez Gonzalez. Luis Alonso Zarate Alvarado. Juan 
Luis Mena Venegas. SINDICOS PROPIETARIOS: Rosa Murillo Rodriguez. Maria Lidiette Murillo 
Chaves. Minor Jose Gonzalez Quesada. SINDICOS SUPLENTES: Melissa Maria Hidalgo 
Carmona. ALCALDE MUNICIPAL: Horacio Alvarado Bogantes. SECRETARIA DEL CONCEJO 
MUNICIPAL: Ana Patricia Murillo Delgado. MIEMBROS AUSENTES: REGIDORES 
SUPLENTES: Alejandro Gomez Chaves (falleció el 03 de Octubre de 2020). SINDICOS 
SUPLENTES: Luis Antonio Guerrero Sanchez.  
 
CAPÍTULO I  
PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA  
ORDEN DEL DÍA  

I. I. PRESENTACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA.  
  

I. II. REVISIÓN Y APROBACIÓN DEL ACTA 21-2020.  
  

I. III. ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DE LA PRESIDENCIA MUNICIPAL.  
  
1- Elección de miembro de la Junta de Educación de la Escuela Manuel del Pilar Zumbado.  
  

I. IV. INFORMES DE LA ALCALDÍA Y CONSULTAS A LA ALCALDÍA.  
  

I. V. INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES Y LOS CONCEJOS DE DISTRITOS.  
  

I. VI. INFORMES DE LOS ASESORES DEL CONCEJO MUNICIPAL.  
  



  

I. VII. MOCIONES E INICIATIVAS.  
  

I. VIII. LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA.  
  
CAPÍTULO II  
REVISIÓN Y APROBACIÓN DE ACTAS ARTÍCULO 1. El Presidente Municipal somete a 
aprobación el Acta de la Sesión Ordinaria N°21-2020, celebrada el 21 de Abril del año dos mil 
veinte.  
El Vicepresidente Municipal Gaspar Rodriguez, presenta el Oficio que cita: Considerando que 
la finca numero 53621 ubicada en La Ribera de Belen, que aparece a mi nombre y que colinda 
con el Humedal La Ribera, además, fundamentado en el Articulo 31 del Código Municipal que a 
la letra dice:  
“Prohíbase al Alcalde Municipal y a los Regidores:  
a) Intervenir en la discusión y votación en su caso de los asuntos en que tengan ellos interés 

directo, su cónyuge o algún pariente hasta tercer grado de consanguinidad o afinidad”.  
 

Me abstengo de participar en la discusión y votación del asunto DJ-131-2020, dado por la 
Sección VIII del T.C.A, Expediente 11-001511-1027.CA, que contiene la sentencia sobre el tema 
en relación con el humedal antes mencionado.  
 
El Presidente Municipal Arq. Eddie Mendez, ratifica que se abstiene de discusión y votación 
conforme al Articulo 31 del Código Municipal inciso y Articulo 9 del Reglamento de Sesiones, 
votarían los Regidores Elena Gonzalez y Edgar Alvarez.  
 
Se conoce Recurso de Revisión que presenta la Regidora Propietaria Lorena Gonzalez.  
 
Revisión al acta de la Sesión Ordinaria número 21-2020  
 
Con base en lo dispuesto en los artículos 27 inciso c) y 48 del Código Municipal interponemos 
revisión al acta de la Sesión Ordinaria 21-2020, del martes 21 de abril del presente año, artículo 
20, en el que se conoce y rechaza el dictamen DJ-131-2020 de 20 de abril, relacionado con la 
sentencia del juicio de lesividad contra la empresa Quintalena S.A, expediente No 11-001511-
1027-CA, considerando lo siguiente:  
 
1- Que el mencionado juicio no pudo probar que las obras urbanísticas por parte de la empresa 
demandada estén causando un daño actual al humedal y que además la Municipalidad antes 
del juicio no determinó el área de retiro necesario y halla motivado con base en el mismo la 
nulidad total o parcial de los actos que se pretendían anular.  
 
2- Que los permisos de construcción Nº 6419-04, 6518-2005, 6648-2005, Nº 6759-2005 y Nº 
7648-2008, otorgados por la Municipalidad de Belén, son válidos y eficaces.  
 
3- Que la afección del humedal de la Ribera no se dio necesariamente por la construcción de la 
urbanización, sino por otras construcciones realizadas con anterioridad, como parte de las 
urbanizaciones La Ribera 1 y La Ribera 2 y una calle pública, entre otras.  



  

 
4- Que después de conocer ampliamente el contenido del oficio DJ-131-2020 y la exposición 
del Director Jurídico, la naturaleza del humedal de la Ribera es palustrino, con una extensión de 
un poco más de siete mil metros cuadrados, sin que haya una zona de protección definida por 
ley, pero con un retiro técnico recomendado de quince metros POR TANTO: SOLICITO AL 
HONORABLE CONCEJO MUNICIPAL QUE: PRIMERO: Dispensar de trámite de Comisión. 
SEGUNDO: Avalar el dictamen DJ-131-2020, del 20 de abril del 2020 de la Dirección Jurídica, 
TERCERO: Solicitar al representante de la empresa QUINTALENA S.A, el retiro de 15 metros 
del límite del humedal y realizar demoliciones necesarias para eliminar las obras construidas 
dentro de esa área (15 metros), la cual se destinará a zona de protección del humedal La Ribera, 
en la colindancia de la Urbanización Prados de Belén. CUARTO: Solicitar al Área Técnica 
Operativa, las valoraciones y coordinaciones correspondientes, para definir la procedencia de 
la recepción de las obras de la urbanización Prados de Belén, o bien determinar qué aspectos 
deben ser prevenidos para su debida corrección, y así recomendar la efectiva recepción de 
dichas obras.  
 
La Regidora Propietaria María Antonia Castro, presenta:  
 
Justificación al voto negativo por no proceder el recurso de revisión presentado por Lorena 
González 28/04/2020  
 
COMENTARIOS: En relación a la pasada sesión 21-2020 del martes 14 de abril, la votación de 
la compañera Lorena González fue correcta. En esa sesión don Ennio Rodríguez, Director 
Jurídico de la Municipalidad de Belén, resalta la falta de no acordarse del origen de una 
fotografía que muestra el informe del funcionario Roberto Ramírez del SENARA ASUB-428-
2007 durante el juicio. Con conocimiento de causa le puedo asegurar al señor Director Jurídico 
y la ciudadanía, que esa foto la entregaron los vecinos del Humedal y miembros del Comité 
Ecológico de la Urbanización, fotografía adjunta al oficio SINAC-DS-GASP-626-06 dirigido al 
Lic. Sergio Valdelomar de la Fiscalía Agrario Ambiental, firmado por don Marco Vinicio Araya, 
Gerente Áreas Silvestres Protegidas con copia a la Municipalidad de Belén, recibido el 
13/12/2006 trámite 4931, adjunto, esta foto es entregada por los vecinos, no es cierto lo que dijo 
Ennio Rodríguez el martes.  
 
Además las otras fotografías que acompañan este documento son de la zona: muy importante 
el Jacinto de Agua florecido, que estuvo ahí y fue tomada en el 2011. Esta planta crece solo 
donde hay agua libre, como una laguna, pues flota, y si el agua se seca por un tiempo 
considerable, el Jacinto muere. Si el humedal fuera palustrino, de pantano, que seca gran parte 
del año, no habría Jacintos ni habría nacientes que lo alimentan. Nacientes debidamente 
ubicadas desde el año 2000 por don Gunter Schosinsky, sobre las cuales todas las instituciones 
del Estado estuvieron de acuerdo. Don Ennio también resalta que don Fabio Chaves compro la 
finca que ya no tenía humedal, lo cual no es cierto, dado que dos de las muestras de barreno 
se tomaron dentro de la urbanización Prados de Belén, con la presencia de la funcionaria Master 
Aimara Espinoza del MINAE, (con sus potestades de ley), específicamente del Área de 
Conservación Volcánica Central, en aquel tiempo y Master Diógenes Cubero del INTA, además 
de mi persona.  



  

 
Esas muestras fundamentan el informe del INTA numero DST-952-06 del 13/09/2006, recibido 
en la Municipalidad mediante tramite 5335 del 28/11/2008. También se omitió por parte de Ennio 
Rodríguez que frente al parque de la Urbanización La Ribera existe una propiedad con las 
mismas características de Quintaelena por donde, supuestamente, estaría la entrada o acceso 
al proyecto urbanístico, mismo lugar por donde entro la draga que abrió 2 canales de 1.2m de 
ancho en forma de v, no fue la urbanización quien metió la draga, la urbanización 1 y 2 no 
metieron la draga, la draga la metió Fabio Chaves y está la foto que lo prueba, igual los 
testimonios de los vecinos, igual está en un sobreseimiento penal, que aquí está la copia, fue 
don Fabio Chaves quien metió la draga para romper el humedal, eso tampoco es cierto de lo 
que está en el Recurso de la Regidora Lorena González.  Solo que tanta era el agua que salía, 
después de que don Fabio dreno el humedal (Sobreseimiento Definitivo de la acción penal de 
fecha 16/08/2001, adjunto), que no pudo utilizar ese supuesto acceso. A la fecha debido a la 
falta de su restauración desfoga en ese mismo sitio, aproximadamente 15 litros por segundo. 
Pregunto: hay una cantidad considerable de acuerdos del Concejo Municipal, que no fueron 
vetados ni recurridos por el interesado, que hacen de conocimiento público la delimitación y 
oficialización del humedal desde agosto del 2008, donde inclusive participo la Dirección Jurídica 
reconociendo el tamaño real del humedal. Sin embargo, en el juicio de la lesividad, no transmiten 
los hechos apropiadamente y el Tribunal indica: “Otro aspecto importante es que la 
Municipalidad evade su función administrativa, al no ejercer sus potestades en el tanto no 
concluye cuál es el área de retiro, es decir si acepta como válida la establecida por el SINAC, o 
la definida por el SENARA, (aquí hay una situación, el Tribunal habla del área de retiro, pero el 
área de retiro nunca se definió, el tamaño del humedal si y el humedal tiene 5 mil y resto de 
metros, dentro de la Urbanización de Fabio Chaves y ya va a presentar la prueba) y no es algo 
que tenga que ser decidido por el Tribunal, en el tanto esa es función esencial del ente actor, el 
cual debe tener definida una posición tanto para la defensa de los derechos de la accionada, 
como del mismo Estado, porque si estuviera contrapuesta a lo que considera válido el 
representante del Estado, desde el punto de vista jurídico, pueda impugnarlo en defensa de los 
intereses que representa”.  
 
“No cabe acá sostener una duda, cuando, se reitera, el Municipio cuenta con los recursos 
técnicos y legales para establecer la lesión pretendida al interés público”.  Sin embargo, desde 
que se recibió el oficio No. 286-06 de fecha 30 de agosto del 2006, adjunto, del Fiscal Adjunto 
Sergio Valdelomar preguntando sobre si “el Concejo Municipal han girado algún tipo de directriz 
relativa al cierre del drenaje del humedal o bien si se ha ordenado alguna otra medida tendiente 
a la protección de ese humedal para evitar que se sigan dando los efectos del delito previsto en 
el artículo 103 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre“, se toman acciones para proteger 
el humedal y se solicita crear la Comisión Interinstitucional con la participación del SENARA, 
MINAE, SINAC, Municipalidad de Belén, ACCVC, Fiscalía Agraria Ambiental y se trabaja hasta 
la oficialización de la respectiva delimitación del Humedal en agosto del 2008. Todos los 
acuerdos y oficios técnicos eran copiados, al menos a Ministro de Ambiente y Energía; Msc. 
Rafael Gutiérrez Rojas, Director ACCVC-MINAE; Aimara Espinoza Ulate, Coordinadora de 
Fomento ACCVC-MINAE; Ing. Carlos Romero, Jefe Áreas Subterráneas del SENARA; Concejo 
Municipal de Belen; Alcalde Horacio Alvarado Bogantes; Lic. Sergio Valdelomar Fallas, Fiscalía 



  

Ambiental; Lic. Mauricio Castro Lizano, Área Agraria Ambiental de la Procuraduría; Lic. Carlos 
Lizano Rodríguez, Área Penal de la Procuraduría; etc.  
 
Lo que hizo de conocimiento generalizado y público la delimitación y oficialización del Humedal 
de La Ribera hasta con coordenadas de GPS, pero que NO fue defendida en el juicio de la 
lesividad. Debido a esa particularidad en el procedimiento, este recurso de revisión y su 
respectivo acuerdo público, será enviado a todos los involucrados en la oficialización del 
Humedal de La Ribera, arriba indicados. En ningún punto de esa propuesta de acuerdo 
rechazada el martes pasado, se incluye la petición del Tribunal Contencioso que dice: “El 
Tribunal finalmente indica que la Municipalidad tendrá que tomar las medidas necesarias para 
la protección del humedal, debido a la protección tan reforzada establecida nacional e 
internacionalmente arriba desarrollada, en forma oportuna y correcta conforme a la técnica 
jurídica”. Obligación publica olvidada y según resolución 16938-2011 de la Sala Constitucional, 
todos los humedales, ya sea que se encuentren en áreas públicas o privadas no requieren ser 
declarados áreas silvestres protegidas para formar parte del patrimonio Natural del Estado por 
ende, el gobierno tiene la obligación de protegerlos y administrarlos, el principio precautorio o 
de in dubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados conforme 
a las reglas univocas y de aplicación exacta de la ciencia y de la técnica que permitan arribar a 
un estado de certeza absoluta acerca de la inocuidad de la actividad que se pretende desarrollar 
sobre el medio ambiente o estos sean contradictorios entre si, los entes y órganos de la 
administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o permitir toda 
solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que se despeje el 
estado dubitativo, y paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su protección y 
preservación con el objetivo de garantizar el derecho a un ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado.  
 
Además, sobre afirmación del doctor Ennio Rodríguez, de no ir a Casación, o sea no presentar 
Recurso de Casación, último punto en el acuerdo rechazado, pregunto quién va a asumir el 
pago? Serán fondos públicos o no, para pagar las costas del juicio, ya que como dice la 
sentencia: “De conformidad con el numeral 193 del Código Procesal Contencioso 
Administrativo, las costas procesales y personales constituyen una carga que se impone a la 
parte vencida por el hecho de serlo, con las excepciones contenidas en los incisos a) y b) del 
mismo artículo. Al haber sido declarada sin lugar la demanda en todos sus extremos y no 
encontrar ninguna causal que justifique la eximente, se condena a la parte actora al pago de 
ambas costas”. Por qué pedir al Concejo Municipal que vote un acuerdo de no ir a presentar 
recurso de Casación? El Concejo va a sumir el pago de las costas de un juicio donde no se 
defendieron los acuerdos tomados? Solicito el criterio de nuestro asesor legal, don Luis Alvarez, 
una vez termine la justificación.  
 
Hoy sostengo, como regidora, Que bajo el concepto de autonomía municipal, tenemos más que 
el derecho, LA OBLIGACIÓN de velar por el resguardo y salvaguarda de los intereses locales 
que de modo alguno puedan afectar a la comunidad de Belén o a sus fondos públicos. Además, 
Artículo 11 de la Constitución Política. ARTICULO 11.- Los funcionarios públicos son simples 
depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben 
prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles 



  

la responsabilidad penal de sus actos es pública”. Confirmando esto el artículo 11 de la Ley 
General de Administración Pública, que dice: “La administración Pública actuara sometida al 
ordenamiento jurídico y solo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos 
que autorice dicho ordenamiento, según escala jerárquica de sus fuentes  
 
Artículo 16 de la Ley General de Administración Pública:  
 
1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la 
técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia.  
 
Y Según la Ley de General de Administración Pública, articulo 113: El servidor público deberá 
desempeñar sus funciones de modo que satisfagan primordialmente el interés público...  Lo que 
hizo en este Concejo la semana fue lo correcto, rechazar decir que los permisos están bien 
dados, porque en este juicio el Tribunal lo que hace es decir que la Municipalidad no defendió 
el humedal, el humedal está debidamente definido por la misma Municipalidad (adjunta el dibujo 
del humedal), este documento fue hecho por Beto (qdDg), está la copia recibida por la Alcaldía, 
Don Ennio Rodríguez firmo el 04 de julio de 2008, está la Unidad Ambiental, así es que no es 
cierto que la Municipalidad de Belén no sabía cuál era el tamaño del humedal, el área de 
protección es lo que está en jaque, pero el tamaña si esta oficializado.  
UN POCO DE HISTORIA:  
 
-En la urbanización La Ribera (Joaquín Chaves) existía el Comité Ecológico pro Humedal y a la 
fecha se encuentran muchos de sus miembros, viviendo en el mismo sitio.  
 
-En oficio 086-PNH-2000 MINAE solicita a SENARA su criterio técnico. SENARA responde 
mediante 2 oficios:  
 
*oficio ASUB-176-2000, de fecha treinta de marzo de dos mil, dirigido a la ingeniera Nimia 
Rivera, del Programa Nacional de Humedales y firmada por Carlos Romero Fernández, Jefe del 
Área de Aguas Subterráneas, se hizo el siguiente pronunciamiento respecto del estudio del 
señor Schosinsky: “El geólogo Sigifredo Morera revisó el citado estudio y concluyó lo siguiente: 
El 7 de febrero del presente año el Geólogo Roberto Ramírez Chavarría (funcionario del Área 
de Aguas Subterráneas de Senara), acudió a la citada finca y determinó que en la misma afloran 
manantiales que corresponden al Acuífero Barva (Miembro Bermúdez) que en algunos sectores 
se encuentran cubiertos con espesores variable del Miembro Carbonal. Estas determinaciones 
que realizó en la visita de campo el Geólogo Ramírez, coinciden con las conclusiones que 
obtuvo en el estudio hidrogeológico el señor Schosinsky, respecto a la presencia de nacientes 
en el área.  
 
No existe duda de que el área corresponde con manantiales y debe de aplicarse lo que para 
citado caso establece la ley forestal, en cuanto a protección”. (Ver folio 385 del tomo II del 
expediente administrativo).  
 
*oficio ASUB-1130-01 de fecha 07/12/2001, adjunto, analiza el estudio hidrogeológico de Gunter 
S., se hacen visitas de campo y perforaciones exploratorias. Se recomienda proteger la zona 



  

que va hacia la quebrada en mención (yurro dentro de la urbanización actual) y se recomienda 
no desarrollar ningún proyecto que cambie el uso del suelo o desarrollos habitacionales que 
depositen contaminantes en el subsuelo.  
 
-Al hacer el Acta de Audiencia Preliminar por la denuncia penal en contra de Fabio Chaves, el 
20/06/2000, por destruir el espejo de agua del humedal, se incluye como uno de los términos el 
delimitar el terreno, ya que según el Lic. Valdelomar, Fiscal Ambiental: “la delimitación es 
necesaria con el fin de que el humedal no sea destruido”. La Licda Mayela Ruiz de la 
Procuraduría “manifiesta que es necesario hacer la delimitación a la zona con el fin de proteger 
el humedal”. (Ver folios 301 a 305 del Tomo I del expediente administrativo).  
 
-Que por oficio ACCCVC-05-OSH de fecha 06/01/2000, de la Subregional de Heredia del 
MINAE, se informó que funcionarios del Ministerio se apersonaron a inspeccionar el dragado de 
una laguna localizada en La Ribera de Belen, con fines de urbanizar, trabajos que fueron 
paralizados (VER FOLIOS 564 Y 565 Tomo IV del expediente administrativo 11-001511-1027-
CA). Que por oficio PHN/007/2000 de fecha 10/01/2000, se remitió al Alcalde de Belén, por parte 
de Marco Solano Martínez, Coordinador del Programa Nacional de Humedales, el denominado 
“INFORME DE LA VISITA REALIZADA AL SITIO PROPUESTO PARA DESARROLLAR EL 
PROYECTO URBANIZACIÓN SAN ANTONIO DE BELÉN, HEREDIA”, el cual en lo que es de 
interés para la resolución del presente asunto, indica: “II. Descripción del sitio. El área total del 
terreno tiene una extensión de 5 ha 465.89según plano de catastro Nº H937106-91. Al momento 
de la visita el sitio se encontraba cubierto aproximadamente en un 80% de pasto, y en el 20% 
restante se encontraban algunas plantas de café abandonadas y áreas pantanosas donde había 
lirio de agua, juncos, otras especies menores de plantas acuáticas, tortugas semiacuáticas, 
algunas cyperáceas, aves acuáticas como la jacana y garza blanca.  
 
-La finca H937106-91 se parte a causa de una “delimitación” del humedal sin total comprobación 
del área original o del área húmeda (20% de 5 Ha) y da origen a la finca 4024727 0000, inscrita 
en el Registro Público el 03/11/2000, mediante plano catastrado A-647449-2000, con 25,165 
m2. (Ver imágenes 279 a 288 del expediente electrónico judicial).  
 
-A raíz de una segunda denuncia penal hacia Fabio Chaves por invasión al área de protección 
del yurro (recordemos que se había recomendado por SENARA desde el 07/12/2001, su 
protección) se abre la causa 06-5411-647-PE. Mediante oficio 286-06 de fecha 30/08/2006, 
adjunto, se solicita por parte del Ministerio Publico, a la Municipalidad de Belen, informar sobre 
las medidas tendientes a proteger el humedal que hayan sido ordenadas para evitar que se 
sigan dando los efectos del delito previsto en el artículo 103 de la Ley de Conservación de la 
Vida Silvestre, lo anterior en virtud de las obligaciones que tienen el órgano municipal por las 
disposiciones del artículo 32 de la Ley Orgánica del Ambiente.  
 
-El informe del INTA numero DST-952-06 del 13 de setiembre de 2006, donde entre otros 
aspectos se anotó: “ El uso actual del suelo es un humedal, la ubicación georeferenciada es 
norte: 9.99242 y oeste: 84.18817 con una elevación de 910 ms.n.m., la pendiente es de un 8%, 
presenta erosión moderada, sin evidencia de pedregosidad, drenaje es muy lento, el riesgo de 
inundación es severo, es un suelo muy profundo, la fertilidad es media, el periodo seco es 



  

moderado, el viento y la neblina están ausentes, la zona de vida es bosque húmedo 
Premontano, el nivel freático presenta un espejo de agua…. La Metodología oficial de 
Capacidad de Uso de las Tierras define que los terrenos de esta clase tienen utilidad solo como 
zonas de preservación de flora y fauna, protección de áreas de recarga acuífera, reserva 
genética y belleza escénica. Los suelos Vertisoles no permiten la infiltración del agua, por esta 
razón el agua se infiltra y escurre por debajo del material del relleno y de la tapia existente para 
la futura urbanización. Esto quiere decir que el humedal continua luego de la tapia hacia el norte, 
y esta última no funge como límite del humedal, según las características y el tipo de suelo  
 
presente en la propiedad… se desprende que de cambiarse el uso de los terrenos estudiados, 
a la planificación urbanística, como se evidencia en la visita de campo, se estará induciendo a 
efectos nocivos sobre la capacidad productiva de estos suelos y sobre la preservación del 
ambiente entorno, que de por si es muy limitada como se desprende del presente estudio”. Fue 
recibido en la Municipalidad de Belén el 28/11/2007 mediante tramite 5335.  
 
-El 23/10/2007 mediante oficio PGR-330-2007 se asigna al Lic. Mauricio Castro Lizano, 
Procurador del Área de Derecho Agrario Ambiental para que se haga cargo de darle seguimiento 
al asunto planteado.  
 
-Que por oficio IMN-DA-001-2008, de fecha cuatro de enero de dos mil ocho, dirigido a María 
Antonia Castro Franceschi y firmado por José Chacón Solano, subjefe del Departamento de 
Aguas, se indicó: “… el suscrito realizó inspección al sitio en compañía del Ing. Phillpis, la Ing. 
Aymará Espinoza y funcionarios de la Municipalidad que usted representa, en el sitio se pudo 
comprobar, que no existe la menor duda que lo que se presenta la propiedad H-647449-2000 
(sic), donde se ubica la Urbanización Prados de Belén, es un humedal, el que tiene un punto de 
desfogue que atraviesa la vía pública y la zona de parque, para continuar a cielo abierto hasta 
una propiedad sembrada con café, ahí desfoga hacia un embalse artificial, el que según el 
Registro Nacional de Concesiones y Cauces, no cuentas con autorización de este Ministerio. 
Así mismo en el sitio se pudo observar que efectivamente en el sitio se presenta un espejo de 
aguas, el cual está cubierto por plantas acuáticas como lirios de agua, lo que hace ver que no 
hay una laguna. Para el día de la inspección se estima que estaba desfogando una (sic) caudal 
de unos 15.00 litros por segundo.  
 
En razón de lo anterior se deja sin efecto lo indicado en el último párrafo del oficio IMN-DA-
2859-07, donde se indicó que no es un embalse natural, siendo lo correcto que se trata de un 
humedal, con un embalse natural, el que tiene un espejo de agua que en estos momentos se 
encuentra cubierto por vegetación acuática, típica de humedales”. (Ver folios 19 y 20 del tomo I 
del expediente administrativo).  
 
-Que en sesión ordinaria 10-2008, celebrada el 12 de febrero del 2008 y ratificada el diecinueve 
de febrero del mismo año, se conoció el oficio D-075-08 de MSc. Rafael Gutiérrez, Director del 
Sistema de Áreas de Conservación, Área de Conservación Cordillera Volcánica Central, 
Dirección Regional, dice: “dado que lo anterior a la fecha no se cumplió y que por tanto el Área 
de Conservación Cordillera Volcánica Central está en la obligación de proceder con la 
delimitación del mismo, se les informa que se procederá a realizar la respectiva delimitación, 



  

según lo establecido. Lo anterior lo ejecutara el MINAE mediante la jurisdicción administrativa 
correspondiente el Área de Conservación Cordillera Volcánica Central con el acompañamiento 
de otras instituciones de gobierno relacionadas con la materia, quienes procederán a realizar la 
medición del humedal, conocido como Humedal de La Ribera de Belén. Tanto la medición como 
el correspondiente informe técnico se hará en un plazo no mayor a los 2 meses calendario”.  
 
-El 4 de julio del 2008 se entrega el Memorando TO12-2008, con copia al Ing. Horacio Alvarado, 
Dr. Ennio Rodríguez y Esteban Ávila, donde se responde a los oficios D-393, D-459 y al 
Memorando DO-118-2008, SE INFORMA QUE EL DIA 3 DE JULIO 2008 FINALIZO EL 
TRABAJO DEL REPLANTEO DEL AREA DENOMINADA “HUMEDAL”. Cada uno de los vértices 
que definen el área en cuestión quedó materializados e identificados en el sitio, según croquis 
adjunto. Se definió un polígono con estaciones GPS conformado por los puntos HU1, HUM3, 
HUM4, HUM7, HUM6, ya que los datos facilitados digitalmente eran georeferenciados. -El oficio 
No. 08-01014, adjunto, lo envía el Instituto Geográfico Nacional (MOPT), con fecha 26/08/2008 
a solicitud del ACCVC, a MSc. Rafael Gutiérrez, Director del Área Conservación Cordillera 
Volcánica Central; don Sergio Valdelomar del Ministerio Publico; Ing. Horacio Alvarado, Alcalde 
de Belén; Concejo Municipal de Belén; y Lic. Mauricio Castro Lizano, Procurador Área Agraria 
Ambiental. Donde se concluye que los datos de amarre y los del perímetro son válidos para los 
efectos referenciales, fundamentándose en los oficios ASUB-428-2007 y DST-952-06 del INTA.  
 
-En el MB-018-2009, del 3 de abril del 2009, adjunto, se indica: El día 06 de febrero de 2009 se 
notificó a la Municipalidad de Belén la Demanda Ordinaria interpuesta por la empresa 
QUINTAELENA, S.A. tramitada bajo el expediente 09-000033-1027-CA en la cual pretende que 
se dé por recibida la Urbanización, y que se condene al pago de Daños y Perjuicios. Luego de 
notificada la demanda, en la sesión ordinaria 10-2009 del 10 de febrero de 2009 se conoce oficio 
ingresado con gestión 506-2009 en la cual el apoderado especial judicial de QUINTAELENA 
S.A. expone como propuesta de conciliación que su “representada podría aceptar el retiro de 
15 metros a condición de que pudieren también resolverse las pretensiones del contencioso 
administrativo Nº 09-000033-1027-CA, en especial visando los planos y autorizando el 
funcionamiento de la Urbanización sin ninguna limitación, todo dentro de la figura de la 
conciliación judicial debidamente homologada por el Tribunal”  
 
c.1) Respecto de la petición de que el Concejo Municipal resuelva en forma definitiva si va a 
conciliar o no en el Proceso Ordinario Civil de Hacienda tramitado bajo el Expediente 09-
0000033-1027-CA: Que habiendo Quintaelena SA presentado una demanda ordinaria que se 
tramita en el Tribunal Contencioso Administrativo bajo el expediente Nº 09-000033-1027-CA la 
Municipalidad ha contestado dicha demanda en forma negativa estableciendo que sobre el tema 
relacionado con las áreas de protección del humedal existen cuestionamientos técnicos que 
deberán se dilucidados por parte de los testigos peritos ofrecido para estos efectos, de manera 
tal que si el Concejo Municipal en estos momentos no tiene claro que el área de la zona de 
protección sea ciertamente la que indica el Dr. Zeledón en su propuesta de conciliación, no es 
prudente que acepte los términos de conciliación hasta que ese tema esté absolutamente claro.  
 
c.2) Respecto de la petición de que se apruebe la conciliación en virtud de que su representada 
ha venido tramitando entre febrero y marzo con el Alcalde Municipal tratativas para ello: Que las 



  

actuaciones que unilateralmente pueda haber gestionado el señor Alcalde de ningún modo 
pueden afectar la decisión que el Concejo Municipal deba adoptar. Por lo anterior se debe 
confirmar y ratificar el acuerdo de artículo 36 de la Sesión No 61-2008, aclarando que contra el 
acuerdo que se adopte para estos efectos mismos no procede recurso alguno de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) del Código Municipal.  
 
a) Que habiendo ingresado el oficio DO-D-002-2009, suscrito por el ingeniero Denis Mena 
Muñoz, Director a.i., del Área Técnica Operativa y de Desarrollo Urbano, por medio del que se 
refiere a lo solicitado por el Concejo Municipal en artículo 9 de la sesión 72-2008; referido a la 
ubicación de zona de protección del humedal y permisos de construcción asociados al proyecto 
de Urbanización Prados de Belén, debe el Concejo Municipal adoptar los acuerdos que resulten 
pertinentes para iniciar los procesos judiciales de lesividad que anteriormente no pudieron ser 
gestionados por el atraso de la administración en la presentación de dicho informe; para lo cual 
se recomienda remitir a la Dirección Jurídica el referido informe DO-D-002-2009, con el fin de 
que se presente –sin perjuicio de la participación de la asesoría legal del Concejo- la 
recomendación que complemente del informe DJ-439-2008 donde se determina la necesidad 
de iniciar el proceso de lesividad a seguir, para lo cual se requiere la recomendación jurídica 
según se estableciera en el acuerdo contenido en el artículo 9 del acta 72-2008. Esta acuerdo 
debe ser independiente al que se adopte en respuesta a las gestiones de Quintaelena por ser 
un acuerdo de mero trámite y ejecución de uno anterior, aclarando que contra el mismo no 
procede recurso alguno de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) del Código 
Municipal.  
 
ALGUNOS ACUERDOS TOMADOS POR EL CONCEJO MUNICIPAL  
 
-El informe ASUB-428-2007, fue visto en el capítulo IV, articulo 20, de la sesión ordinaria 59-
2007 del 2/10/2007, donde se acordó, por unanimidad, darlo por recibido y solicitar al alcalde 
que en conjunto con la Dirección del Área Operativa de Desarrollo Urbano, la Dirección Jurídica 
y la Unidad Ambiental procedan a adoptar las medidas técnico-jurídicas que correspondan, así 
como las coordinaciones interinstitucionales para resolver conforme al ordenamiento jurídico el 
presente asunto. En esa oportunidad se acordó también enviar a SETENA, el Área de 
Conservación Volcánica Central, el Departamento de Aguas, el SINAC, la Procuraduría, la 
Fiscalía Ambiental y la Dirección de Urbanismo, la demarcación a color del humedal realizada 
por SENARA en el ASUB-428-2007.  
 
-Según el MB-018-2009 del asesor legal del Concejo, don Luis Álvarez: Ante la inminente 
determinación técnica del MINAE de que en el sitio donde se desarrolla la Urbanización existe 
un Humedal, el Concejo resuelve mediante acuerdo de artículo 36 de la Sesión Ordinaria No 
61-2008 celebrada el 7 de octubre del 2008 y ratificada el 14 del mismo mes y año, NO RECIBIR 
LA URBANIZACION:  “(…) CUARTO: Denegar la petición del representante de QUINTAELENA 
S.A. para que se apruebe la Urbanización Prados de Belén, e igualmente denegar la petición 
formulada para que se reciban las obras de dicha Urbanización; lo anterior por haberse 
acreditado la existencia, naturaleza y ahora además la delimitación del ecosistema de un 
Humedal mediante los informes técnicos que constan en el expediente administrativo, cuyo 
margen de protección, debidamente localizado en el sitio por las dependencias administrativas 



  

con competencia en la materia, se ve en definitiva afectado por las obras de dicho proyecto 
urbanístico. (…)”  
 
Paralelamente el Concejo solicita en ese mismo acuerdo que la administración proceda a 
realizar las gestiones administrativas técnicas y los procedimientos legales necesarios para 
demarcar el humedal y la zona de protección del mismo, pero además se dispuso en lo que 
interesa: “…Remitir el caso y el expediente administrativo a la Dirección Jurídica de esta 
Municipalidad a efecto de que se rinda un dictamen donde se valoren las situaciones jurídicas 
y los procesos judiciales que corresponde asumir en virtud de lo anteriormente acordado…”. 
Esta decisión del Concejo Municipal se basó en amplias consideraciones de hecho y de derecho 
a partir de la documentación acreditada en el expediente, resultando que no existía posibilidad 
aprobar la Urbanización Prados de Belén, sin que existiera menos que un riesgo razonable de 
violentar normativa de orden público y de rango ambiental, para lo cual se aplicó el principio 
precautorio que la Sala Constitucional ha ordenado invocar en este tipo de situaciones (Ver Voto 
N° 5893-95). 
 
-En respuesta a esa solicitud la Dirección Jurídica remite el informe DJ-439-2008, a partir del 
cual el Concejo toma el acuerdo en el artículo 9 de la Sesión Ordinaria No.72-2008, del 2 de 
diciembre, ratificado el 9 de diciembre de 2009:  
 
Belén, 11 de diciembre del 2008  
 
Ref.7209/2008  
 
a. Señor (a)  
Lic. Francisco Ugarte, de la Dirección Jurídica  
Presente  
 
Estimado (a) señor (a):  
 
La suscrita Secretaria del Concejo Municipal de Belén, le notifica el acuerdo tomado, en la 
Sesión Ordinaria No.72-2008, celebrada el 02 de diciembre del dos mil ocho y ratificada el nueve 
de diciembre del mismo año, que literalmente dice:  
 
CAPITULO III  
 
LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA.  
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA.  
 
ARTICULO 9. Se conoce el Oficio DJ-439-2008 del Lic. Francisco Ugarte, de la Dirección 
Jurídica. Con instrucciones superiores, damos respuesta al memorando Ref.6136/ 2008 de 
fecha 16 de octubre del 2008, por medio del cual nos comunica el acuerdo tomado en el Artículo 
36 de la Sesión Ordinaria No 61-2008 celebrada el 7 de octubre del 2008 y ratificada el 14 del 
mismo mes y año. En el citado acuerdo, se dispuso en lo que interesa: “…Remitir el caso y el 



  

expediente administrativo a la Dirección Jurídica de esta Municipalidad a efecto de que se rinda 
un dictamen donde se valoren las situaciones jurídicas y los procesos judiciales que 
corresponde asumir en virtud de lo anteriormente acordado…”. Una vez analizado el objeto de 
la consulta, nos permitimos indicar respetuosamente:  
 
I. DELIMITACION DEL HUMEDAL Y DEL AREA DE PROTECCION. Esta Dirección Jurídica en 
los dictámenes DJ-496-2007 del 17 de diciembre del año 2007 y DJ-031-2008 del 25 de enero 
del 2008, analizó el tema de la delimitación del humedal y de la zona de protección, a partir de 
los criterios existentes en esos momentos, los cuales fueron emitidos por los órganos 
competentes. No obstante lo anterior, el señor Max Lobo Hernández, Director General del 
Instituto Geográfico Nacional del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, mediante oficio No 
08-01014 del 26 de agosto del 2008 señala en lo conducente: “ (…) A solicitud del Área de 
Conservación Cordillera Volcánica Central ( ACCVC-SINAC), este Instituto ha procedido a 
revisar documentos relativos a los estudios correspondientes del perímetro que demarca el 
humedal de la Rivera de San Antonio de Belén (sic), el cual fue demarcado conjuntamente por 
la Dirección General del ACCVC y la municipalidad del cantón de Belén, en un periodo desde 
el lunes 28 de abril según oficio D-409 del 24 de abril de 2008 de la ACCVC hasta el 3 de julio 
conforme Memorando TO12-2008 de la unidad de topografía de dicha municipalidad (…) ”.  
 
“ (…) Se Concluye que los datos del amarre y los perímetros son válidos para los efectos 
referenciales, fundamentándose en los oficios No ASUB-428-2007, Nº DST-952-06 que 
sustentan la demarcación realizada. Las coordenadas se describen a continuación. (…)”. Por 
su parte, el señor Rafael Gutiérrez Rojas, Director Área de Conservación de la Cordillera 
Volcánica Central, Dirección Regional de Heredia, en el oficio D-998 de fecha 9 de setiembre 
del 2008, establece en lo que interesa: “…analizada la documentación trasladada a esta 
Dirección por el equipo técnico y la asesoría jurídica de esta Área de Conservación, se consideró 
que la delimitación del humedal de la Ribera de Belén ya está declarada y es la oficial, según la 
información brindada mediante el oficio No 08-01014 del Instituto Geográfico Nacional del cual 
adjunto copia. La delimitación actual obedece entre otros a nueva información recopilada en el 
campo, documentos técnicos y fotografías aéreas que permiten determinar con mayor exactitud 
el tamaño del humedal en mención. …”. En síntesis, podemos en el presente tema enumerar 
las siguientes consideraciones:  
 
a) Que se delimitó la zona del humedal de La Ribera y esto supone su incorporación en la 
cartografía oficial por parte del Director del Instituto Geográfico Nacional (IGN), según el oficio 
No 08-01014 de anterior cita.  
 
b) Que al emitirse por parte de esta Dirección Jurídica los dictámenes DJ-496-2007 y DJ-031-
2008, la delimitación del humedal no se había oficializado, y es hasta el mes de agosto del año 
en curso que se cumplió con lo anterior.  
 
c) Que de conformidad con lo previsto en el artículo 41 de la Ley Orgánica del Ambiente (Ley 
No 7554 del 4 de octubre de 1995): “se declaran de interés público los humedales y su 
conservación, por se de uso múltiple, estén o no estén protegidos por las leyes que rijan la 
materia”.  



  

 
d) Que analizado el oficio No 08-01014 del IGN, únicamente se delimitó el perímetro que 
demarca el humedal; y no se delimitó la zona de protección de ese ecosistema. Por tanto de 
conformidad con lo previsto en los artículos 33 de la Ley Forestal (Ley No 7575) y 42 de la Ley 
Orgánica del Ambiente, funcionarios del Ministerio de Ambiente y Telecomunicaciones 
(MINAET), en coordinación con las instituciones competentes, de manera oportuna procedan a 
delimitar la zona de protección del referido humedal. En ese sentido, el Ing. Marco Vinicio Araya 
Barrantes, de la Autoridad Administrativa Ramsar del MINAET, certificó el 16 de enero de 2007 
que el área localizada en los límites del proyecto urbanístico Los Prados de Belén corresponde 
en la actualidad a un Humedal Palustrito afectado por acciones antrópicas. De la misma forma, 
el SENARA mediante oficio No ASUB-428-2007 del 26 de setiembre del 2007, señaló que en el 
lugar en el que se ubica el humedal, afloran aguas subterráneas, definiéndose el área como un 
lago natural, con una superficie de 13219,9 m2 , de acuerdo con la fotografía del IGN del año 
1976.  
 
Por su parte el Departamento de Aguas a través del oficio No IMN-DA-0011-08 del 43 de enero 
de 2008, califica al referido ecosistema como embalse natural. Ante este panorama, en el 
dictamen de esta Dirección Jurídico DJ-496-2007, se sostuvo: “…En punto a lo anterior el 
tratadista Mario Peña Chacón, en su obra denominada Tutela Jurídica de los Ecosistemas de 
Humedal, publicado en la Revista Ivstitia, sostiene: “(…) Si bien como se verá más adelante el 
tema de los humedales ha sido de tratamiento por parte de la legislación costarricense desde 
1942 con la promulgación de la Ley de Aguas, lo cierto del caso es que, bajo el enfoque actual, 
es hasta el año 1992, con la puesta en vigencia de la Ley de Conservación de Vida Silvestre, 
que se adopta una definición de humedal. Al respecto el artículo 2 de la citada norma establece 
como humedal aquellas “extensiones de marismas, pantanos, turberas o aguas de régimen 
natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o 
saladas, incluyendo las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda 
de seis metros. Como puede observarse, el legislador costarricense en este caso, copio 
textualmente la definición de humedal que da la Convención Ramsar que data de 1971.  
 
La anterior acepción es demasiado amplia y difícil de aplicar a los ecosistemas de humedal que 
se encuentran en el trópico, razón por la cual, durante el proceso de elaboración de la Estrategia 
de Conservación y Desarrollo Sostenible para los Humedales en Costa Rica, en 1994, se 
desarrolló una definición adaptada a la realidad costarricense, la cual fue incorporada al 
ordenamiento jurídico por medio del artículo 40 de la Ley Orgánica del Ambiente de 1995, que 
al efecto establece: “Definición de humedales. Los humedales son los ecosistemas con 
dependencia de regímenes acuáticos, naturales o artificiales, permanentes o temporales, 
lénticos , lóticos, dulces, salobres o salados, incluyendo las extensiones marinas hasta el límite 
superior de fanerógamos marinas o arrecife de coral o , en su ausencia, hasta seis metros de 
profundidad en marea baja”. Siguiendo ésta última línea, de más reciente promulgación, la Ley 
de Pesca y Acuicultura, define humedal de una forma aún más restrictiva: “Ecosistema con 
dependencia de regimenes acuáticos, permanentes o temporales, lénticos o lóticos, dulces, 
salobres o salados, incluso extensiones marinas hasta el límite posterior de fanerógamas 
marinas o arrecifes de coral, o en su ausencia hasta seis metros de profundidad de marea baja” 
(…)”.  



  

 
“ (…) el concepto humedal es muy amplio e incluye entre otros ecosistemas a los lagos de origen 
glacial, lagunas y turberas, bosques anegados, pantanos, corales y pastos marinos. (…). Para 
mayor abundamiento, debemos señalar que en aplicación de lo previsto en el artículo 33 inciso 
c) de la Ley Forestal ( Ley No 7575), si el humedal localizado en el inmueble colindante con el 
terreno en el que se pretende desarrollar el proyecto Prados de Belén, es un embalse o un lago 
el área de protección queda definida en la citada norma al señalar:  
 
“…Artículo 33.- Áreas de protección. Se declaran áreas de protección las siguientes:  
 
(…) c) Una zona de cincuenta metros medida horizontalmente en las riberas de los lagos y 
embalses naturales y en los lagos o embalses artificiales construidos por el Estado y sus 
instituciones. Se exceptúan los lagos y embalses artificiales privados…”. En punto a lo antes 
expuesto, la Procuraduría General de la República en el dictamen C-110-2004 del 16 de abril 
de 2004, al atender una consulta en relación con la aplicabilidad de las áreas de protección a 
los ecosistemas de humedal del tipo denominado laguna, señaló en lo que atinente: “…Para 
fijar el correcto significado del artículo 33 Ibíd. debe tenerse presente el sistema normativo 
específico del cual forma parte, es decir, que su contenido se determina en función de un 
conjunto de normas que lo complementan, lo que se logra aplicando el método de la 
interpretación sistemática ( las normas deben interpretarse de acuerdo con el contexto, acorde 
con el ordenamiento jurídico). Una interpretación sistemática en un caso como el que nos ocupa, 
debe necesariamente contemplar el principio consagrado en el artículo 50 de la constitución 
política, según el cual el Estado está en la obligación de proteger el derecho a un ambiente sano 
y ecológicamente equilibrado. Siendo así, la interpretación sistemática de un precepto jurídico 
que-como sucede con el artículo 33 de la ley forestal-establece una protección de un área 
determinada en las riberas de los ríos, acuíferos, nacientes, lagos, etc., implica extender esa 
tutela a favor de otros ecosistemas no contemplados expresamente por el legislador, tal es el 
caso de las lagunas…”.  
 
II. LOS PERMISOS OTORGADOS POR LA MUNICIPALIDAD DE BELEN PARA CONSTRUIR 
EN LA ZONA DE DELIMITACION DEL HUMEDAL Y EN SU ZONA DE PROTECCION DEBEN 
ANULARSE. En el presente asunto, se han otorgado permisos de construcción para la 
urbanización y para tapias, en estos permisos se declaró un derecho subjetivo a favor de la 
empresa Quintalena S.A, lo que le confiere una facultad o poder a dicha empresa para realizar 
obras constructivas, al amparo de cada licencia otorgada. El derecho subjetivo lo define el Dr 
Ernesto Jinesta Lobo de la siguiente manera: “… Como el poder fundado en un título específico- 
constitución, ley, reglamento, contrato o un acto o hecho unilateral de un tercero- que habilita a 
su titular para exigirle a uno o varios terceros –otro administrado o una administración pública- 
, en beneficio de su propio interés, una determinada o concreta actuación o conducta –obligación 
o deber de comportamiento positivo o negativo- de carácter renunciable, disponible y 
transmisible. Ortiz Ortiz, lo definió como “…la autorización normativa de conducta propia que 
permite exigir de otro u obtener de un bien una utilidad sustancial para la satisfacción de 
necesidades propias”.  
 
Los administrados tienen una serie de derechos subjetivos, unos de carácter constitucional 



  

(derechos públicos subjetivos) y otros de naturaleza infraconstitucional o no constitucionales (v. 
gr. Derechos prestacionales o de obtener las prestaciones de los diversos servicios públicos, 
derechos reales administrativos- uso y aprovechamiento de los bienes de dominio público 
otorgados por un permiso o una concesión-, los derechos del cocontratante –adjudicatario- en 
un contrato administrativo, los derechos derivados de un acto unilateral de la administración- 
ejercicio de una licencia o permiso-, etc). ( Jinesta Lobo Ernesto, Tratado de Derecho 
Administrativo, Tomo I (Parte General), Primera Edición, pág 132). Es claro entonces, que una 
vez reconocidos esos derechos subjetivos o actos favorables, como es el caso de los permisos 
de construcción aprobados por esta Municipalidad, al amparo de lo previsto en el artículo 34 de 
la Constitución Política los mismo no pueden ser eliminados o afectados unilateralmente por la 
Administración, es decir, se encuentran amparados por la doctrina de la intangibilidad o 
inderogabilidad de los actos propios (actos dictados por la propia administración), y únicamente 
como excepción podrán ser anulados o revocados en los casos expresamente señalados por 
ley.  
 
Sobre el particular, la Sala Constitucional ha sostenido:  
 
III.- LA ANULACIÓN O REVISIÓN DE OFICIO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
FAVORABLES O DECLARATORIOS DE DERECHOS PARA EL ADMINISTRADO. Esta 
posibilidad que tienen las administraciones públicas y sus órganos constituye una excepción 
calificada a la doctrina de la inderogabilidad de los actos propios y favorables para el 
administrado o del principio de intangibilidad de los actos propios, al que esta Sala especializada 
le ha conferido rango constitucional por derivar del ordinal 34 de la Constitución Política (Ver 
sentencias Nos. 2186-94 de las 17:03 hrs. del 4 de mayo de 1994 y 899-95 de las 17:18 hrs. del 
15 de febrero de 1995)-. La regla general es que la administración pública respectiva no puede 
anular un acto declaratorio de derechos para el administrado, siendo las excepciones la 
anulación o revisión de oficio y la revocación. Para ese efecto, la administración pública, como 
principio general, debe acudir, en calidad de parte actora y previa declaratoria de lesividad del 
acto a los intereses públicos, económicos o de otra índole, al proceso de lesividad (artículos 10 
y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa), el cual se ha 
entendido, tradicionalmente, como una garantía para los administrados. Sobre este particular, 
este Tribunal Constitucional en el Voto No. 897-98 del 11 de febrero de 1998 señaló que “... a 
la Administración le está vedado suprimir por su propia acción aquellos actos que haya emitido 
confiriendo derechos subjetivos a los particulares. Así, los derechos subjetivos constituyen un 
límite respecto de las potestades de revocación (o modificación) de los actos administrativos, 
con el fin de poder exigir mayores garantías procedimentales. La Administración, al emitir un 
acto y con posterioridad al emanar otro contrario al primero, en menoscabo de derechos 
subjetivos, está desconociendo estos derechos, que a través del primer acto había concedido, 
sea por error o por cualquier otro motivo. Ello implica que la única vía que el Estado tiene para 
eliminar un acto suyo del ordenamiento es el proceso de jurisdiccional de lesividad, pues este 
proceso está concebido como una garantía procesal a favor del administrado, o bien, en nuestro 
ordenamiento existe la posibilidad de ir contra los actos propios en la vía administrativa, en la 
hipótesis de nulidades absolutas, evidentes y manifiestas, previo dictamen de la Contraloría 
General de la República y de la Procuraduría General de la República (como una garantía más 
a favor del administrado) y de conformidad con el artículo 173 de la Ley General de la 



  

Administración Pública. En consecuencia, si la Administración ha inobservado las reglas de 
estos procedimientos, o bien, las ha omitido del todo o en parte... el principio de los actos propios 
determina como efecto de dicha irregularidad la invalidez del acto.”. A tenor del numeral 173 de 
la Ley General de la Administración Pública, un ente u órgano público bien puede anular en vía 
administrativa un acto declaratorio de derechos para el administrado pero lesivo para los 
intereses públicos o patrimoniales de la primera, sin necesidad de recurrir al proceso 
contencioso administrativo de lesividad normado en los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (proceso en el cual la parte actora es una 
administración pública que impugna un acto propio favorable para el administrado pero lesivo 
para ella) cuando el mismo este viciado de una nulidad absoluta evidente y manifiesta. La 
nulidad absoluta evidente y manifiesta debe ser dictaminada, previa y favorablemente, por la 
Procuraduría o la Contraloría Generales de la República —acto preparatorio del acto anulatorio 
final—. Le corresponderá a la Contraloría cuando la nulidad verse sobre actos administrativos 
relacionados directamente con el proceso presupuestario o la contratación administrativa 
(Hacienda Pública). Ese dictamen es indispensable, a tal punto que esta Sala en el Voto No. 
1563-91 de las 15 hrs. del 14 de agosto de 1991 estimó que “... Es evidente, entonces, que a 
partir de la vigencia de la Ley General de la Administración Pública, la competencia de anular 
en sede administrativa solamente puede ser admitida si se cumple con el deber de allegar un 
criterio experto y externo al órgano que va a dictar el acto final.”. Se trata de un dictamen de 
carácter vinculante —del que no puede apartarse el órgano o ente consultante—, puesto que, 
el ordinal 2° de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República establece que es 
de acatamiento obligatorio, a través del cual se ejerce una suerte de control previo o preventivo 
de legalidad, en cuanto debe anteceder el acto final del procedimiento ordinario incoado para 
decretar la anulación oficiosa, que no riñe con ninguno de los grados de autonomía 
administrativa, por ser manifestación específica de la potestad de control inherente a la dirección 
intersubjetiva o tutela administrativa. Resulta lógico que tal dictamen debe ser favorable a la 
pretensión anulatoria de la administración consultante, y sobre todo que constate, 
positivamente, la gravedad y entidad de los vicios que justifican el ejercicio de la potestad de 
revisión o anulación oficiosa. La Administración pública respectiva está inhibida por el 
ordenamiento infraconstitucional de determinar cuándo hay una nulidad evidente y manifiesta, 
puesto que, ese extremo le está reservado al órgano técnico-jurídico y consultivo denominado 
Procuraduría General de la República, como órgano desconcentrado del Ministerio de Justicia. 
En los supuestos en que el dictamen debe ser vertido por la Contraloría General de la República, 
también, tiene naturaleza vinculante en virtud de lo dispuesto en artículo 4°, párrafo in fine, de 
su Ley Orgánica No. 7428 del 7 de septiembre de 1994.  
 
IV.- LA NULIDAD EVIDENTE Y MANIFIESTA COMO PRESUPUESTO QUE HABILITA A LAS 
ADMINISTRACIONES PUBLICAS PARA EJERCER SU POTESTAD DE ANULACIÓN 
OFICIOSA DE ACTOS ADMINISTRATIVOS FAVORABLES PARA EL ADMINISTRADO. No 
cualquier grado de invalidez o nulidad autoriza a un ente u órgano público para decretar la 
anulación oficiosa de un acto administrativo declaratorio de derechos para un administrado, 
dado que, el ordenamiento jurídico administrativo exige que concurran ciertas características o 
connotaciones específicas y agravadas que la califiquen. La nulidad que justifica la revisión de 
oficio debe tener tal trascendencia y magnitud que debe ser, a tenor de lo establecido en el 
numeral 173, párrafo 1°, de la Ley General de la Administración Pública, “evidente y manifiesta”. 



  

Lo evidente y manifiesto es lo que resulta patente, notorio, ostensible, palpable, claro, cierto y 
que no ofrece ningún margen de duda o que no requiere de un proceso o esfuerzo dialéctico o 
lógico de verificación para descubrirlo, precisamente, por su índole grosera y grave. En tal 
sentido, basta confrontar el acto administrativo con la norma legal o reglamentaria que le dan 
cobertura para arribar a tal conclusión, sin necesidad de hermenéutica o exégesis ninguna. Es 
menester agregar que el numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública no crea 
una suerte de bipartición de las nulidades absolutas, siendo algunas de ellas simples y otras 
evidentes y manifiestas, sino lo que trata de propiciar es que en el supuesto de las segundas 
sea innecesario o prescindible el análisis profundo y experto del juez contencioso-administrativo 
para facilitar su revisión en vía administrativa.  
 
V.- LA NECESIDAD DE INCOAR UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ORDINARIO 
PARA LA REVISIÓN O ANULACIÓN DE OFICIO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
FAVORABLES PARA EL ADMINISTRADO. La administración pública respectiva —autora del 
acto que se pretende anular o revisar—, de previo a la declaratoria de nulidad, debe abrir un 
procedimiento administrativo ordinario en el que se deben observar los principios y las garantías 
del debido proceso y de la defensa (artículo 173, párrafo 3°, de la Ley General de la 
Administración Pública), la justificación de observar ese procedimiento está en que el acto final 
puede suprimir un derecho subjetivo del administrado (artículo 308 ibidem). Durante la 
sustanciación del procedimiento ordinario, resulta indispensable recabar el dictamen de la 
Procuraduría o de la Contraloría siendo un acto de trámite del mismo. Tal y como se indicó 
supra, el dictamen debe pronunciarse, expresamente, sobre el carácter absoluto, manifiesto y 
evidente de la nulidad (artículo 173, párrafo 4°, de la Ley General de la Administración Pública). 
Si el dictamen de la Procuraduría o de la Contraloría Generales de la República es desfavorable, 
en el sentido que la nulidad absoluta del acto administrativo no es evidente y manifiesta, la 
respectiva administración pública se verá impedida, legalmente, para anular el acto en vía 
administrativa y tendrá que acudir, irremisiblemente, al proceso ordinario contencioso 
administrativo de lesividad. El dictamen de los dos órganos consultivos citados es vinculante 
para la administración respectiva en cuanto al carácter evidente y manifiesto de la nulidad. Sobre 
este punto, el artículo 183, párrafo 1°, de la Ley General de la Administración Pública preceptúa 
que “Fuera de los casos previstos en el artículo 173, la administración no podrá anular de oficio 
los actos declaratorios de derechos a favor del administrado y para obtener su eliminación 
deberá recurrir al contencioso de lesividad previsto en los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa”.  
 
VI.- CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA INOBSERVANCIA DE LOS RECAUDOS 
FORMALES Y SUSTANCIALES DEL ORDINAL 173 DE LA LEY GENERAL DE LA 
ADMINISTRACIÓN PUBLICA. La revisión oficiosa o anulación con quebranto de los requisitos 
legales referidos en los considerandos precedentes “sea por omisión de las formalidades 
previstas o por no ser la nulidad absoluta evidente y manifiesta” (v. gr. que el dictamen sea 
desfavorable, que no se recabó el dictamen o que no se abrió un procedimiento administrativo 
ordinario) es absolutamente nula y hace responsable por los daños y perjuicios provocados 
tanto a la administración pública como al funcionario (artículo 173, párrafo 6°, ibidem). (Voto No 
05832-2006 de las 13:14 hrs del 28 de abril del 2006. En sentido similar Voto 09040-2002 de 
las 15:01 hrs del 17 de setiembre del 2002, Voto No 16763-2005 de las 16:40 hrs del 30 de 



  

noviembre del 2005, Voto No 09807-2005 de las 14:56 hrs del 27 de setiembre del 2005, Voto 
No 01736-2006 de las 18:04 hrs del 14 de febrero del 2006, Voto No 14621-2006 de las 14:57 
hrs del 3 de octubre del 2006, Voto No 003258-06 de las 12:45 hrs del 10 de marzo del 2006, 
Voto No 05036-2007 de las 15:12 hrs del 13 de abril del 2007, Voto No 00293-2007 de las 12:02 
hrs del 12 de enero del 2007).  
 
En suma, en el presente caso no podemos establecer de manera clara, notaria o palpable la 
existencia de una nulidad absoluta, evidente y manifiesta. Si se confrontan los permisos de 
construcción emitidos por la Municipalidad de Belén con el ordenamiento jurídico y con los 
criterios técnicos que rigen la materia (artículo 16.1 de la Ley General de la Administración 
Pública), no podríamos llegar a la conclusión de que existan tales nulidades. Es precisamente 
a partir de la delimitación del humedal (en agosto del año 2008, varios años después de 
otorgados los permisos de construcciones), que podemos detectar la infracción en que se 
incurriría si se desarrolla una urbanización total o parcialmente, en franca afectación, deterioro 
o lesión del referido ecosistema. Por lo anterior, consideramos que no se podría iniciar el 
procedimiento ordinario administrativo en sede administrativa, para pretender la anulación de 
los actos favorables o derechos subjetivos que se han generado a favor de la empresa Quitalena 
S.A, a partir del otorgamiento de los permisos de construcción (plano catastrado No H-937106-
91). Lo procedente para obtener la anulación de los referidos permisos de construcciones es 
recurrir al proceso de lesividad, y en la actualidad regiría lo preceptuado en los artículos 10 
inciso 5), 34 incisos 1) y 2) y 39 inciso e) del Código Procesal Contencioso-Administrativo (Ley 
No 8508 del 24 de abril del 2006).  
 
III. PROCESO DE LESIVIDAD. GENERALIDADES. Para explicar los aspectos más relevantes 
del proceso de lesividad, resulta oportuno citar al Dr. Ernesto Jinesta Lobo, que en lo de interés 
señala: “… La declaratoria de lesividad es un presupuesto obligatorio de los procesos-
contencioso-administrativos en los que la propia administración pública impugna, en condición 
de parte actora un acto administrativo formal externo de alcance concreto o general-pero no 
normativo-que ha dictado previamente, que se encuentre firme y resulta favorable o declaratorio 
de derechos para el administrado. De la noción indicada se deduce que no pueden ser objeto 
del proceso de lesividad los reglamentos que son actos administrativos de alcance o efectos 
generales y normativos, puesto que, en estos casos lo que procede es su reforma para 
modificarlo, adicionarlo o derogarlo y, desde luego, que tampoco los actos administrativos de 
efectos concretos pero que son de gravamen, puesto que, en tales supuestos cabe su 
revocación o anulación (artículos 152 y 183 de la LGAP). Consiste en una declaración de 
voluntad expresa y formal emanada de un órgano de la administración, por cuyo medio se 
reconoce formalmente que un acto administrativo previamente dictado y favorable para el 
administrado resulta perjudicial o lesivo para los intereses públicos de carácter económico o de 
cualquier índole. La declaratoria se dicta con el propósito de permitir la impugnación 
jurisdiccional, en los supuestos en que la propia administración no pueda anularlo o revisarlo de 
oficio en sede administrativa por vía del artículo 173 de la LGAP…”.(Jinesta Lobo Ernesto, 
Manual del Proceso Contencioso Administrativo, páginas 119 y 120, primera edición, Editorial 
Jurídica Continental, 2008).  
 
En cuanto a la forma de la lesividad, explica el citado autor lo siguiente: “…La declaratoria de 



  

lesividad no tiene una forma predeterminada, al tratarse de una acto administrativo debe reunir 
los elementos materiales (subjetivos de competencia, legitimación e investidura y objetivos de 
motivo, contenido y fin) y formales (motivación y expresarse por escrito) del caso…”. (Op. Cit 
pág. 121). En cuanto al plazo para declarar la lesividad el artículo 34 dispone lo siguiente:  
 
“…1) Cuando la propia Administración, autora de algún acto declarativo de derechos, pretenda 
demandar su anulación ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previamente el superior 
jerárquico supremo deberá declararlo lesivo a los intereses públicos, económicos o de cualquier 
otra naturaleza. El plazo máximo para ello será de un año, contado a partir del día siguiente a 
aquel en que haya sido dictado, salvo si el acto contiene vicios de nulidad absoluta, en cuyo 
caso, dicha declaratoria podrá hacerse mientras perduren sus efectos. En este último supuesto, 
el plazo de un año correrá a partir de que cesen sus efectos y la sentencia que declare la nulidad 
lo hará, únicamente, para fines de su anulación e inaplicabilidad futura.  
 
2) La lesividad referente a la tutela de bienes del dominio público no estará sujeta a plazo…”. 
Precisamente, el Dr. Manrique Jiménez Meza, en el artículo denominado: “El Proceso de 
Lesividad en Costa Rica a la Luz del Nuevo Código Procesal Contencioso- Administrativo”, 
Revista Ivstita, Año 22 No 259-260. página 12, señala:  “…a) Ante bienes de dominio público, 
nadie puede alegar acto firme en su favor, en caso de no ejercitarse en tiempo los mecanismos 
impugnatorios u oficiosos para su protección y disfrute, pues tales bienes son, desde el Derecho 
de la Constitución, inembargables, imprescriptibles, inalienables e inejecutables…”. Por su 
parte, de conformidad con lo previsto en el artículo 41 de la Ley Orgánica del Ambiente, los 
humedales son declarados de interés público. Como se aprecia el humedal por ley tiene 
declaratoria de interés público y además es un ecosistema, recurso natural que comparte las 
características de los bienes de dominio público. Por otra parte, debemos apuntar, que el 
Director del Instituto Geográfico Nacional, en oficio No 08-01014 del 26 de agosto de 2008 
incorporó en la cartografía oficial la demarcatoria del humedal de la Ribera. Desde esta 
perspectiva, el Concejo Municipal, puede declarar lesivos los permisos de construcción 
otorgados a la empresa Quintalena S.A, para construir la urbanización Prados de Belén (plano 
catastrado No H-937106-91), en el tanto las obras que se pretende desarrollar, invadan el área 
de delimitación del humedal y la zona de protección del mismo. (artículo 33 inciso c) de la Ley 
Forestal).  
 
IV. CONSIDERACIONES Y RECOMENDACIÓNES FINALES:  
 
1) Que al emitirse por parte de esta Dirección Jurídica los dictámenes DJ-496-2007 del 17 de 
diciembre de 2007 y DJ-031-2008 del 25 de enero de 2008, la delimitación del humedal no se 
había oficializado, ya que la misma se verificó mediante oficio emitido por el Director General 
del Instituto Geográfico Nacional (IGN) No 08-01014 del IGN, de fecha 26 de agosto del 2008.  
2) Que del análisis del oficio del IGN No 08-011014, se puede establecer que en el mismo 
únicamente se delimitó el perímetro que demarca el humedal; y no se delimitó la zona de 
protección de ese ecosistema. Por tanto de conformidad con lo previsto en los artículos 33 inciso 
c) de la Ley Forestal (Ley No 7575) y 42 de la Ley Orgánica del Ambiente, lo recomendable es 
establecer una comunicación y una coordinación con autoridades del Area de Conservación 



  

Cordillera Volcánica Central del MINAET y del Instituto Geográfico Nacional, para procedan a 
delimitar propiamente la zona de protección del referido humedal.  
 
3) Que una vez delimitada la zona de protección (toda vez que ya se tiene oficializada la 
delimitación del humedal), se proceda de inmediato:  
 
3.1) A solicitar a la Unidad de Desarrollo Urbano un informe con la descripción de los permisos 
de construcción que se han otorgado para el proyecto de urbanización Prados de Belén.  
 
3.2) Cumplido todo lo anterior, se le solicite a la Unidad de Topografía un levantamiento 
topográfico para establecer, si las construcciones autorizadas a la empresa Quitalena para el 
proyecto Prados de Belén, se encuentran fuera de las delimitaciones del humedal y su 
respectiva zona de protección.  
 
4) Que en caso de resultar necesario, con la información técnica antes indicada, se sirva ese 
Concejo Municipal declarar la lesividad de los permisos otorgados para el Proyecto Prados de 
Belén, Plano Catastrado No H-937106-91, en el tanto se haya autorizado construcciones en la 
zona de delimitación del humedal y su respectiva zona de protección. El acuerdo que se dicte, 
en palabras del autor y actual magistrado de la Sala Constitucional, Ernesto Jinesta Lobo, no 
tiene una forma predeterminada, pero al tratarse de una acto administrativo debe reunir los 
elementos materiales (subjetivos de competencia, legitimación e investidura y objetivos de 
motivo, contenido y fin) y formales (motivación y expresarse por escrito) que debe contender 
cada acto, según el caso concreto.  
 
5) Que una vez que se determine la zona de protección del humedal, es necesario valorar la 
situación de otras construcciones preexistentes y que fueron edificadazas hace años o décadas 
en ese sector y que podrían afectar el ecosistema y su zona de protección.  
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton Valverde comenta que el análisis de zona de 
protección ya se ha repetido en otras ocasiones por lo que no se necesita leer con minuciosidad. 
Además ya vino el Instituto Geográfico Nacional a establecer cuáles son las obras de 
infraestructura construidas dentro de la zona de protección para determinar cuáles de ellas si 
tenían permisos de construcción y así retirar las que no cumplen con el reglamento. Por otro 
lado el documento menciona que ya la delimitación se encuentra oficializada.  
 
El Asesor Legal Luis Alvarez se incorpora a la Sesión y la Vice Presidenta Municipal Ana Betty 
Valenciano Moscoso le pregunta sobre las recomendaciones respectivas para este tema.  
 
El Asesor Legal manifiesta que lo ideal seria convertir las recomendaciones brindadas en el 
Informe de la Unidad Jurídica en una Moción ya que el Área de protección solo puede la puede 
establecer MINAET, y así la Municipalidad realice los levantamientos catastrados en 
coordinación con ambiente, para tener en cuenta al área presupuestaria. Por lo que propone la 
siguiente Moción:  
 
MOCION CON DISPENSA DE TRAMITE DE COMISION  



  

 
CONSIDERANDO  
 
PRIMERO: Que mediante acuerdo tomado por este Concejo Municipal en el Artículo 36 de la 
Sesión Ordinaria No 61-2008 celebrada el 7 de octubre del 2008 y ratificada el 14 del mismo 
mes y año, se dispuso en relación con el Proyecto Urbanístico denominado Prados de Belén, 
desarrollado por la sociedad Quintalena S.A, en lo conducente, lo siguiente: “…Remitir el caso 
y el expediente administrativo a la Dirección Jurídica de esta Municipalidad a efecto de que se 
rinda un dictamen donde se valoren las situaciones jurídicas y los procesos judiciales que 
corresponde asumir en virtud de lo anteriormente acordado…”.  
 
SEGUNDO: Que mediante dictamen DJ-439-2008 suscrito por el Licenciado Francisco Ugarte 
Soto, la Dirección Jurídica rindió las consideraciones y valoraciones requeridas por este Concejo 
Municipal en el acuerdo antes referido, dictamen en el cual se establecieron ciertas 
recomendaciones que este Concejo Municipal ha avalado.  
 
TERCERO: Que la delimitación del humedal se oficializó, y se verificó mediante oficio emitido 
por el Director General del Instituto Geográfico Nacional (IGN) No 08-01014 del IGN, de fecha 
26 de agosto del 2008; oficio del cual se puede establecer que en el mismo únicamente se 
delimitó el perímetro que demarca el humedal; y no se delimitó la zona de protección de ese 
ecosistema. Por tanto de conformidad con lo previsto en los artículos 33 inciso c) de la Ley 
Forestal (Ley No 7575) y 42 de la Ley Orgánica del Ambiente, debe proceder de inmediato la 
Alcaldía Municipal a girar las instrucciones necesarias para establecer una comunicación y una 
coordinación con las autoridades del Área de Conservación Cordillera Volcánica Central del 
MINAET y del Instituto Geográfico Nacional, para que procedan a la mayor brevedad a delimitar 
propiamente la zona de protección del referido humedal.  
 
POR TANTO ESTE CONCEJO MIUNICIPAL ACUERDA:  
 
1) De conformidad con lo previsto en los artículos 33 inciso c) de la Ley Forestal (Ley No 7575) 
y 42 de la Ley Orgánica del Ambiente, debe proceder de inmediato la Alcaldía Municipal a girar 
las instrucciones necesarias para establecer una comunicación y una coordinación con las 
autoridades del Área de Conservación Cordillera Volcánica Central del MINAET y del Instituto 
Geográfico Nacional, para que procedan a la mayor brevedad a delimitar propiamente la zona 
de protección del referido humedal.  
 
2) Que una vez delimitada la zona de protección (toda vez que ya se tiene oficializada la 
delimitación del humedal), la Alcaldía Municipal se proceda de inmediato a:  
 
2.1) A solicitar a la Unidad de Desarrollo Urbano un informe con la descripción de los permisos 
de construcción que se han otorgado para el proyecto de urbanización Prados de Belén.  
 
2.2) Cumplido todo lo anterior, deberá solicitarse a la Unidad de Topografía un levantamiento 
topográfico para establecer la ubicación exacta de las construcciones autorizadas a la empresa 



  

Quitalena para el proyecto Prados de Belén, en relación con las delimitaciones del humedal y 
su respectiva zona de protección.  
 
3) Una cumplidas estas gestiones que han sido requeridas a la administración, deberá presentar 
el Alcalde Municipal al Concejo Municipal un informe detallado con los levantamientos 
catastrales, en un plazo no mayor a cinco días hábiles después de presentados.  
 
El Regidor Suplente Manuel Ortiz Arce consulta el porque cuando se hace el levantamiento 
catastrado solo tomaron en cuenta el espejo de agua, y no se contempló el área de protección 
de una vez si las leyes ambientales ahora son mas rígidas, y existe una para hacer las dos 
cosas al tiempo.  
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton Valverde expresa que desde agosto se está 
viendo el tema y la administración necesita un acuerdo municipal para seguir un criterio técnico, 
nos volvemos a atrasar por lo que el MINAE de nuevo otra consulta volverá a decir lo que se 
tiene hacer y la administración debió hacerlo desde antes.  
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Ana Betty Valenciano 
Moscoso, Xinia Zumbado Zumbado, Juan Carlos Murillo Sánchez, Flor Trejos Villalobos Y UNO 
EN CONTRA DEL REGIDOR Francisco Villegas Villalobos: PRIMERO: Avalar el Oficio DJ-439-
2008 del Lic. Francisco Ugarte, de la Dirección Jurídica. SEGUNDO: Avalar la Moción propuesta 
por los Regidores Ana Betty Valenciano Moscoso, Juan Carlos Murillo Sánchez, Flor Trejos 
Villalobos y Xinia Zumbado Zumbado. TERCERO: 1) De conformidad con lo previsto en los 
artículos 33 inciso c) de la Ley Forestal (Ley No 7575) y 42 de la Ley Orgánica del Ambiente, 
debe proceder de inmediato la Alcaldía Municipal a girar las instrucciones necesarias para 
establecer una comunicación y una coordinación con las autoridades del Área de Conservación 
Cordillera Volcánica Central del MINAET y del Instituto Geográfico Nacional, para que procedan 
a la mayor brevedad a delimitar propiamente la zona de protección del referido humedal. 2) Que 
una vez delimitada la zona de protección (toda vez que ya se tiene oficializada la delimitación 
del humedal), la Alcaldía Municipal se proceda de inmediato a: 2.1) A solicitar a la Unidad de 
Desarrollo Urbano un informe con la descripción de los permisos de construcción que se han 
otorgado para el proyecto de urbanización Prados de Belén. 2.2) Cumplido todo lo anterior, 
deberá solicitarse a la Unidad de Topografía un levantamiento topográfico para establecer la 
ubicación exacta de las construcciones autorizadas a la empresa Quintaelena para el proyecto 
Prados de Belén, en relación con las delimitaciones del humedal y su respectiva zona de 
protección. 3) Una cumplidas estas gestiones que han sido requeridas a la administración, 
deberá presentar el Alcalde Municipal al Concejo Municipal un informe detallado con los 
levantamientos catastrales, en un plazo no mayor a cinco días hábiles después de presentados. 
3.1) Que una vez que se determine la zona de protección del humedal, es necesario valorar la 
situación de otras construcciones preexistentes y que fueron edificadazas hace años o décadas 
en ese sector y que podrían afectar el ecosistema y su zona de protección  
 
-En la sesión ordinaria 18-2009 del 24 de marzo de 2009 se conoce el oficio AM-M-213-2009 
del Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes presentando al Concejo el Memorando DO-
D-002-2009, suscrito por el ingeniero Denis Mena Muñoz, Director a.i., del Área Técnica 



  

Operativa y de Desarrollo Urbano, por medio del que se refiere a lo solicitado por el Concejo 
Municipal durante la sesión ordinaria N° 72-2008, artículo 09; respecto a la ubicación de zona 
de protección del humedal y permisos de construcción asociados al proyecto de Urbanización 
Prados de Belén. (adjunto)  
 
-El acuerdo sobre el proceso de lesividad:  
 
Acta Sesión Ordinaria 16-2010  
 
16 de marzo del 2010  
 
ARTICULO 24. Se somete a votación el Informe del Asesor Legal: Dado seguimiento al caso 
correspondiente a la Urbanización Prados de Belén y las gestiones judiciales y administrativas 
desplegadas por la empresa Quintalena S.A. como desarrolladora, adjunto se servirán encontrar 
el proyecto de acuerdo que debe adoptar el Concejo Municipal para declarar la lesividad de los 
acuerdos y las licencias de construcción aprobadas por la Municipalidad de Belén en relación a 
las obras de infraestructura del referido proyecto. Para la elaboración de este acuerdo han sido 
considerados los últimos informes técnicos relacionados con la determinación del humedal 
existente en la zona, y la determinación de su área de protección, siendo que el proyecto adjunto 
cuenta con el visto bueno de la Dirección Jurídica. Para efectos de aprobación del acuerdo a 
adoptar, se recomienda dispensar el mismo de trámite de comisión.  
 
Procede este Concejo Municipal a emitir formal declaratoria de lesividad respecto de los 
acuerdos y permisos de construcción autorizados por la Municipalidad de Belén para las obras 
de infraestructura de la urbanización la Urbanización denominado “Prados de Belén” 
desarrollado por la empresa QUINTAELENA, SA., para lo cual se exponen las siguientes 
consideraciones:  
 
RESULTANDO  
 
PRIMERO: AFECTACIÓN INICIAL DEL HUMEDAL: En la finca del Partido de Heredia matrícula 
folio real número 4024727-001, 002, 003, 004, 005, 006 y 007, ubicada en la Ribera de Belén, 
correspondiente al plano catastrado Nº H-937106-9, se planeaba el desarrollo de una 
urbanización, según consta en documentos existentes en los archivos del proceso Ambiental de 
la Municipalidad. En enero del 2000, la Municipalidad fue informada de que en esa finca se 
realizaban algunos trabajos de canalización de aguas y dragado, que podrían afectar un 
humedal ubicado en la zona. De conformidad con información contenida en los citados archivos, 
esos trabajos se efectuaron sin permiso de la Municipalidad, razón por la cual, fueron detenidos 
por disposición de la Alcaldía. Asimismo, la Municipalidad solicitó, en esa oportunidad, la 
participación y colaboración del Ministerio del Ambiente y Energía (MINAE), para determinar 
técnicamente, si en el sitio de las obras existía un humedal.  
 
SEGUNDO: PARTICIPACION TECNICA DEL MINAE: Según consta en el informe PNH-007-
2000 del 10 de enero del 2000 del Programa de Humedales de MINAE, este órgano realizó una 
verificación en la finca citada y concluyó que era evidente la existencia de un humedal en ese 



  

sector, el cual era formado por una gran cantidad de manantiales que afloran en una superficie 
cercana a una hectárea. Se consignó en ese informe, que las obras de canalización y dragado 
efectuadas, deteriorarían la viabilidad de ese ecosistema y se recomendó a la Municipalidad, 
que girara instrucciones a la empresa que realizó las obras, para que restaurara el área como 
estaba originalmente. Asimismo, recomendó que el dueño del terreno presentara un estudio 
hidrogeológico de ese sector, para conocer mejor las características. En atención a lo 
recomendado en el citado informe PNH/007/2000, la Alcaldía, el 11 de enero solicitó a los 
dueños de la propiedad, restaurar la zona a su estado original, hasta tanto no se tramitaran los 
respectivos permisos de construcción. Por otra parte, el 14 de enero del 2000, la Unidad 
Ambiental de esta Municipalidad, solicitó la colaboración del MINAE, en la supervisión de los 
trabajos de restauración que se llevarían a cabo en la citada finca. Según se indica en el oficio 
ING-003-2000, del 31 de enero del 2000, emitido por la Unidad de Ingeniería de la 
Municipalidad, las obras de restauración se llevaron a cabo el 20 de enero de ese año, con la 
supervisión de un ingeniero del MINAE.  
 
TERCERO: ESTUDIO HIDROGEOLÓGICO SOLICITADO: Respecto al estudio hidrogeológico 
solicitado por el MINAE, se determinó que éste fue preparado el 29 de enero del 2000, por el 
Ing. Gunther Schosinsky. De conformidad con ese estudio, en el sito se confirma la existencia 
de un humedal, con un área de protección estimada de 17,136.69 m2.  
 
CUARTO: PERMISO PARA LAS OBRAS DE URBANIZACIÓN DE PRADOS DE BELÉN: La 
finca mencionada líneas atrás, específicamente la finca del Partido de Heredia matrícula folio 
real número 4024727-001, 002, 003, 004, 005, 006 y 007, ubicada en la Ribera de Belén, 
correspondiente al plano catastrado Nº H-937106-9, fue segregada. La parte segregada, dio 
origen a la finca con el plano catastrado NºH-647449-2000. Ese plano fue visado por el Concejo 
Municipal de Belén, en la Sesión Nº50-2000, del 05 de setiembre del 2000. Esa finca, en 
consecuencia, quedó como colindante de la propiedad en la que se ubica el humedal, al que se 
ha hecho referencia en este informe. Esa propiedad también colinda con el Río Segundo, en 
relación con el cual se indicó en el plano una zona de protección de 50 metros. En la finca 
segregada, con el plano catastrado NºH-647449-2000, la empresa Quintalena, S. A. proyectó el 
desarrollo de la urbanización Prados de Belén. El 17 de octubre del 2003, esa empresa presentó 
formalmente a esta Municipalidad, la solicitud de permiso de construcción para las obras de 
urbanización, la cual fue aprobada el 12 de octubre del 2004.  
 
A pesar de que la solicitud formal tiene fecha 17 de octubre del 2003, consta en el expediente, 
que el proyecto en mención por desarrollar en esa finca, había sido sujeto de análisis por parte 
de diferentes dependencias de la Municipalidad, principalmente de los procesos de Control y 
Desarrollo Urbano y Ambiente, desde finales del 2000. Existen documentos en los cuales se 
hace referencia, incluso, a la aprobación por parte de la Comisión de Obras de la Municipalidad 
de Belén, en diciembre del 2002, de un anteproyecto presentado por el desarrollador. También 
se aprecia la existencia de múltiples gestiones de la Municipalidad, en las que se requiere 
información al desarrollador y el cumplimiento de condiciones relacionadas con el trámite del 
permiso. El permiso para las obras de urbanización, Nº6419-2004, fue aprobado por el Concejo, 
en la sesión Nº 64-2004 del 12 de octubre del 2004. El acuerdo tomado en esa oportunidad, se 
transcribe de seguido: “SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES 



  

Erick Villegas González, Lorena Venegas Zumbado, William Murillo Montero Y DOS EN 
CONTRA DE LOS REGIDORES Mariana Chaves Rodríguez, Marco Tulio Chacón Sánchez: … 
Avalar la recomendación de la Unidad de Desarrollo Urbano, que dispone aprobar el Permiso 
de Construcción Nº6419-2004, a nombre de Quintalena, S.A., debido a que la construcción de 
la urbanización de 25 lotes denominada Prados de Belén, ha cumplido con el trámite de planos 
de acuerdo con el decreto Nº27967-MP-S-MIVAH-MEIC. Además la Secretaría Técnica 
Ambiental mediante resolución Nº1383-2004, otorga la Viabilidad Ambiental al proyecto y cuenta 
con todos los requisitos exigidos por la Municipalidad de Belén para este permiso”.  
 
En el informe que presentó la Comisión de Obras de la Municipalidad de Belén al Concejo, en 
relación con este proyecto, se señaló lo siguiente: “El desarrollo planteado respeta los retiros 
del denominado ‘Humedal La Ribera’ e integra el mismo a la vía pública mediante el Área Verde 
Municipal”. El área de protección del humedal, según se mencionó en el apartado tercero, de 
este documento, había sido definida en un estudio hidrogeológico, realizado en enero del 2000, 
por parte del Ing. Gunther Schosinsky. Las conclusiones de ese estudio, en cuanto al área de 
protección, se utilizaron como referencia, en los diferentes trámites relacionados con el proyecto 
denominado urbanización Prados de Belén.  
 
QUINTO: AVAL DE DELIMITACION DE HUMEDAL POR PARTE INSTITUCIONES 
NACIONALES COMPETENTES. Es importante mencionar que la Unidad Ambiental de la 
Municipalidad, efectuó una gran cantidad de gestiones para lograr que se delimitara, el área de 
protección de ese humedal. Ante solicitudes de esa unidad, al Programa Nacional de Humedales 
del MINAE indicó, en los documentos PNH-030-02, del 15 de febrero del 2002 y PNH/106/2000, 
que ese Ministerio consideraba válido lo establecido en el estudio del Ing. Gunther Schosinsky, 
que en aquel entonces era Director de la Escuela de Geología de la Universidad de Costa Rica. 
En igual sentido los oficios PNH/07/2000, de 10 de enero del 2000 y PNH/041/2001, de 16 de 
abril del 2001, así como, el oficio ASUB-1130-01 de 7 de diciembre del 2001, emitido por el 
SENARA. En el citado documento PNH-030-02, el Coordinador del Programa Nacional de 
Humedales manifestó: “…sobre el estudio hidrogeológico, realizado por el Ing. Schosinsky, les 
informo que hemos realizado las respectivas consultas con el Área de Conservación y con 
especialistas del MINAE, todos concuerdan que el estudio técnico reúne los requisitos 
solicitados por nuestra Oficina. Por lo tanto, consideramos que las recomendaciones dadas en 
el estudio son válidas para el caso que nos ocupa de protección del humedal”.  
 
Por otra parte, el citado proyecto también contaba con la Viabilidad Ambiental otorgada por la 
Secretaria Técnica Ambiental (SETENA). Esta Secretaria, en la Resolución Nº1383-2004-
SETENA, del 07 de setiembre del 2004, señaló, en cuanto al área del humedal, lo siguiente: 
“…El proyecto consiste en la construcción de una urbanización compuesta de 27 lotes… La 
propiedad colinda al lado este con un yurro sin nombre, al cual se le ha definido una zona de 
protección de 10 metros. Al lado norte, la propiedad colinda con el río Segundo hacia el cual 
drenan las aguas del yurro antes mencionado. Para el río se ha definido una zona de protección 
de 50 metros. El área circundante al proyecto está compuesta por terrenos dedicados a 
viviendas, paso y una zona inundada, que se ha denominado humedal. Esta área está fuera de 
la zona del proyecto. / Por lo tanto, se otorga la VIABILIDAD AMBIENTAL… ”. De acuerdo con 
lo descrito, la Municipalidad, para la aprobación del citado permiso, tomó en consideración la 



  

información disponible en ese momento, en cuanto al área de protección del humedal, la cual 
había sido considerada como válida por el MINAE, SENARA. Por otra parte, el proyecto contaba 
con la viabilidad ambiental otorgada por SETENA, quien, en la resolución correspondiente, 
había establecido que el área del humedal estaba fuera del proyecto y que para el yurro y el río 
Segundo, se contemplaban las áreas de protección correspondientes.  
 
SEXTO: EJECUCIÓN DE OBRAS NO AUTORIZADAS POR LA MUNICIPALIDAD EN UN 
YURRO EXISTENTE EN LA FINCA. Mediante el Memorando DU-079-2005, del 27 de junio del 
2005, el Coordinador de Control y Desarrollo Urbano, recomendó la recepción de las obras de 
urbanización de Prados de Belén. Lo indicado en ese memorando fue analizado por la Comisión 
de Obras de la Municipalidad de Belén, la cual recomendó al Concejo, la recepción de las obras 
de urbanización. En el informe de la Comisión, que consta en el acta de la sesión No. 47-2005 
celebrada el 09 de agosto del 2005, se señala lo siguiente: “Que la Comisión de Obras pudo 
verificar en sitio el cumplimiento de los aspectos señalados mediante visita técnica…/Que 
durante la visita técnica se recomendó que las zonas de protección de la Urbanización Prados 
de Belén fueran debidamente mojonadas, de tal forma sea evidente en sitio la delimitación de 
zona urbana y de reserva, de las áreas de protección del yurro y el Río Segundo. En el caso del 
humedal la zona está muy bien delimitada. / DICTAMEN AL CONCEJO MUNICIPAL: PRIMERO: 
Avalar la recomendación del Memorando DU-079-2005, del Arq. Luis Bogantes Miranda, 
Coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano SEGUNDO: Recomendar recibir la obra de 
urbanización del proyecto Prados de Belén, autorizado mediante el Permiso de Construcción # 
6419-2004 a favor de la sociedad Quintalena, S.A.”.  
 
El Concejo, en la sesión Nº49-2005, del 16 de agosto del 2005, conoció el citado dictamen de 
la Comisión de Obras de la Municipalidad de Belén. En esa sesión decidió que era necesario, 
de previo a la recepción de las obras, que la Unidad Ambiental y la Comisión de Ambiente, 
verificaran el cumplimiento de algunos aspectos de carácter ambiental, relacionados, entre otros 
con el área de protección del Río Segundo y de un arroyo o yurro existente en el sitio. La Unidad 
Ambiental, en atención al acuerdo anterior, efectuó una verificación en el sitio y formuló algunas 
recomendaciones, en relación con esa urbanización. Entre otros aspectos, mencionó la 
necesidad de una mayor arborización en algunas zonas y el establecimiento de un corredor 
biológico entre el citado arroyo y el humedal, a efecto de cumplir con el plan de gestión 
ambiental, propio de ese proyecto. Asimismo, esa Unidad señaló la existencia de obras 
realizadas en el área de protección del arroyo, sin el respectivo permiso municipal. Ese arroyo 
fue definido por el Departamento de Aguas del MINAE, como una quebrada de dominio público, 
según consta en el oficio IMN-DA-2670-06 del 28 de setiembre del 2006.  
 
De lo expuesto y de la información que consta en el expediente de la citada Unidad, se 
desprende que en la quebrada existente en la finca donde se ubica el proyecto Prados de Belén, 
se efectuaron obras en su área de protección y en su cause, sin contar de previo con el permiso 
de la Municipalidad, con la viabilidad ambiental de SETENA y con el permiso del Departamento 
de Aguas del MINAE.  
 
SÉPTIMO: CRITERIO DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA SOBRE LA RECEPCIÓN DE LAS OBRAS 
DE LA URBANIZACIÓN Y ACCIONES DISPUESTAS POR EL CONCEJO. En virtud del informe 



  

de la Unidad Ambiental, el Concejo Municipal, acordó, en la Sesión Ordinaria Nº66-2005, del 01 
noviembre del 2005, solicitar un dictamen a la Dirección Jurídica, respecto a la oportunidad de 
recibir las obras de la Urbanización Prados de Belén, estando pendiente por parte del 
desarrollador, los permisos de construcción respecto a las obras construidas en el yurro, sin la 
respectiva autorización municipal. Asimismo acordó solicitarle a esa Dirección, que informara al 
Concejo si se podían recibir las obras de dicha urbanización, sin haber cumplido con los 
requisitos ambientales, como la viabilidad ambiental por parte de SETENA para las obras en el 
yurro. La Dirección Jurídica, emitió el oficio DJ-025-2006, mediante el cual atendió lo solicitado 
por el Concejo. Seguidamente se transcribe, parte de lo consignado en ese oficio: “En principio, 
debemos reiterar lo ya expresado, si en el presente caso SETENA aclara la viabilidad ambiental 
que otorgó, y se cumple con el trámite ante el Departamento de Aguas de MINAE, para lo que 
corresponda, y finalmente la Unidad de Desarrollo Urbano, aprueba el permiso de construcción, 
estaríamos ante un proceso constructivo que se surgió de manera irregular, pero que se 
subsanó o corrigió al amparo de la legislación urbanística y ambiental. En términos generales, 
de no cumplirse con lo anterior, podría surgir un delito penal./ CONCLUSIÓN: Que en términos 
generales, de cumplirse con el trámite de aclaración de la viabilidad ambiental ante SETENA, 
asimismo con el trámite ante el Departamento de Aguas, y finalmente con los requisitos de la 
solicitud de permiso de construcción ante esta Municipalidad, se podría otorgar el permiso de 
construcción de obras en el cauce del yurro, se podría calcular el impuesto de construcción y la 
multa correspondiente. Finalmente, en estos supuestos, no existiría objeción alguna para 
proceder con el trámite de recepción de obras”.  
 
Lo señalado en ese oficio fue avalado por el Concejo, según acuerdo tomado en la sesión Nº05-
2006, del 24 de enero del 2006. Seguidamente, se transcribe en lo de interés, lo consignado al 
respecto, en el acta de esa sesión: “En resumen, el Oficio DJ-025-2006 plantea que la 
Municipalidad podría otorgar el permiso de construcción de obras en el cauce del yurro siempre 
y cuando: Primero, SETENA aclare una serie de dudas y consultas en relación con aspectos 
ambientales y constructivos, a elaborar por parte de la Unidad Ambiental de la Municipalidad, a 
partir de los oficios y dictámenes presentados por la Unidad Ambiental, la Comisión de Asuntos 
Ambientales y la Dirección Jurídica, Segundo, el desarrollador cumpla a satisfacción todos los 
aspectos ambientales y constructivos mencionados por la Unidad Ambiental y la Comisión de 
Ambiente, Tercero, la Unidad de Desarrollo Urbano emita criterio técnico acerca de las obras 
construidas en el yurro y apruebe el permiso; Cuarto, que se cumpla con lo establecido en el 
Plan Regulador vigente y Quinto, que el desarrollador haya cancelado la multa correspondiente 
por haber realizado trabajos constructivos sin el respectivo permiso o licencia. En lo personal 
avalo el Oficio DJ-025-2006, pero considero necesario enfatizar en el acuerdo que tome este 
Concejo, que la viabilidad ambiental que emite SETENA es un acto preparatorio para mejor 
resolver por parte de la Municipalidad, pero es el Concejo Municipal el encargado de tomar la 
decisión final de otorgar o denegar los permisos de construcción. / SE ACUERDA POR 
UNANIMIDAD: Avalar el Oficio DJ-025-2006 de la Dirección Jurídica”.  
 
En esa sesión, el Concejo, también indicó a la Alcaldía y a la Unidad Ambiental, que solicitaran 
a SETENA, las aclaraciones necesarias, en relación con las obras realizadas en el área del 
yurro y la viabilidad ambiental otorgada al respecto por esa entidad. Sobre ese particular, se 
determinó que la Unidad Ambiental gestionó ante la Secretaria Técnica Ambiental, según consta 



  

en los oficios, UA-48-2006 del 13 de febrero del 2006, UA-114-2006 del 10 de mayo de ese año, 
las aclaraciones solicitadas por el Concejo. En atención a lo solicitado por la Unidad Ambiental, 
SETENA, mediante oficio CP-333-2006 del 26 de setiembre del 2006, indicó, entre otros 
aspectos lo siguiente:  
 
“1. El proyecto Sistema de Canalización para Aguas Servidas en Cause de un Yurro cuenta con 
viabilidad ambiental según resolución No. 3645-2005-SETENA, de 12 de diciembre del 2005./ 
4…El proyecto fue presentado y evaluado ante esta dependencia cuando ya estaba totalmente 
construido; esta dependencia valoró los impactos ambientales observados al momento de la 
inspección de evaluación preliminar (Resolución 3645-2005-SETENA)/…En cuanto al apartado 
e) de su escrito se le informa que esta dependencia valoró las obras ya construidas (no autorizó 
la realización de las mismas ni las convalidó retroactivamente)”. Por su parte, el Departamento 
de Aguas del MINAE, mediante nota IMN-DA-2670-06, del 28 de setiembre del 2006, indicó que 
el sitio en el cual se ejecutaron las obras, existe una quebrada de dominio público. Que esa 
dependencia recibió, en su oportunidad, una solicitud de obra en cause a nombre de Quintalena, 
S.A.; sin embargo, determinó que las obras se habían realizado antes de contar con el permiso 
respectivo, razón por la cual, se procedió a remitir el caso, en abril del 2006, al Tribunal 
Administrativo para lo procedente.  
 
Es importante señalar, que a la fecha esta Municipalidad, no ha recibido formalmente las obras 
de la urbanización y se encuentra pendiente tal gestión ante el Concejo Municipal.  
 
DÉCIMO: ÁREA DE PROTECCIÓN DEL HUMEDAL DE ACUERDO CON INFORMACIÓN 
EMITIDA POR EL MINAE EN EL 2006. Como ya se ha dicho, la finca en la que se ubica el 
proyecto Prados de Belén, colinda con la propiedad donde está localizado un humedal. El área 
de protección de ese humedal fue definida en principio, en un estudio hidrogeológico, efectuado 
en enero del 2000, por parte del Ing. Gunther Schosinsky, cuyos resultados fueron avalados por 
el MINAE y SENARA El área establecida en ese estudio, fue la que se tomó como referencia 
para la autorización del permiso de construcción de las obras de esa urbanización, las 
coordenadas de límite de humedal fueron las siguientes: 
Pto.  Este  Este  Norte  Norte  
12  515801.22  515800  219315.74  219281  
13  515838.00  515837  219284.91  219250  
14  515844.13  515843  219291.07  219256  
15  515841.07  515843  219303.41  219269  
16  515841.07  515840  219312.66  219281  
17  515874.78  515873  219377.41  219346  
8  515890.11  515889  219392.82  219358  
19  515819.61  515819  219352.74  219318  
20  515712.34  515712  219383.57  219349  
21  515730.73  515730  219349.66  219318  

  
No obstante lo anterior, en documentos posteriores emitidos por el MINAE, entre ellos los oficios 
SINAC-DS-GASP-142-06 y SINAC-DS-GASP-626-06, del 14 de marzo y del 14 de noviembre 



  

del 2006, respectivamente, del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, se señala que el 
humedal palustrino existente, correspondía anteriormente a un humedal con características de 
acuífero y embalse natural: “Que basado en la información técnica presentada al expediente 
denominado ‘Humedal Rivera de Belén’ Informes técnicos, fotografías testimonios de vecinos 
de la comunidad. El área localizada en los límites del proyecto Urbanístico Los Prados de Belén 
propiedad de Quintalena, S.A. céd. Jurídica 3-101-252209 corresponde en la actualidad a un 
Humedal Palustrino de aproximadamente 17.000 m2, el cual según características biofísicas, 
estudio edafológico y copias de fotografías aportadas, anteriormente correspondía a un 
Embalse Natural, afectado por actividades antropogénicas. Todos los humedales clasificados 
como embalse natural, les corresponde un área de protección de cincuenta metros medida 
horizontal, al tenor, del artículo 33 inciso c) de la Ley Forestal Nº7575 de 5 de febrero de 1996 
y pronunciamiento C-110-2004 de la Procuraduría General de la República”.  
 
UNDÉCIMO: ÁREA DE PROTECCIÓN DEL HUMEDAL DE ACUERDO CON INFORMACIÓN 
EMITIDA POR SENARA EN EL 2007. Por otra parte, existe un estudio realizado por el SENARA, 
específicamente por el Área de Aguas Subterráneas, del 26 de setiembre del 2007, en el cual 
se concluye, entre otros aspectos, lo que se transcribe de seguido: “Para la determinación de 
un lago natural, se requiere de una topografía tipo hoya y un caudal permanente, también es 
importante un estrato subyacente de baja permeabilidad o una carga hidráulica suficiente para 
mantener agua en el estrato superior. Los movimientos de tierra realizados en el sitio (cambios 
en la topografía existente) modificaron una de las características más importantes para tener un 
lago natural, aun manteniéndose las otras características mencionadas anteriormente. Por lo 
tanto, el área en este momento se mantiene húmeda, con vegetación y un drenaje permanente 
hacia las alcantarillas pluviales. /Por lo anterior se define el área como un lago natural, definida 
su área con la fotografía de 1976 (13219,9 metros cuadrados)”. Ese informe fue conocido por el 
Concejo en la sesión Nº59-2007, del 02 de octubre. Al respecto, ese Concejo acordó lo 
siguiente:  
 
“SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Visto el informe ASUB-428-2007 del SENARA, 
recibido en esta Municipalidad el pasado 26 de Septiembre, se solicita al Alcalde que en 
conjunto con la Dirección del Área Operativa y Desarrollo Urbano, la Dirección Jurídica y la 
Unidad Ambiental, procedan a adoptar las medidas técnico-jurídicas que correspondan, así 
como las coordinaciones interinstitucionales: SETENA, Área de Conservación Volcánica Central 
de MINAE, Sub-región Central Alajuela de MINAE, SINAC, Fiscalía Ambiental y Procuraduría 
General de La República, para resolver, conforme al ordenamiento jurídico el presente 
asunto…”.  
 
DECIMO SEGUNDO: REFERENCIA A LA NATURALEZA DEL HUMEDAL SEGÚN MINAE EN 
EL 2008. De la misma forma, mediante IMN-DA-0011-2008 del 4 de enero del 2008, el 
Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía, establece respecto del tema del 
humedal, en lo que interesa: “…Se trata de un humedal, con un embalse natural, el que tiene 
un espejo de agua que en estos momentos se encuentra cubierto por vegetación acuática, típica 
de humedales. …”  
 



  

DÉDIMO TERCERO: DEMARCACIÓN DE LA ZONA DE PROTECCIÓN. Mediante Memorando 
de la Unidad de Topografía de la Municipalidad de Belén T01-2009, se informa a la Alcaldía 
Municipal que el día 28 de enero del año 2009 se procedió a marcar la zona de protección de 
15 metros que se había establecido por parte del Sistema Nacional De Áreas De Conservación 
del MINAET mediante oficio SINAC-GASP-012-9, quedando debidamente materializados los 
límites de acuerdo a los criterios técnicos.  
 
DECIMO CUARTO: GESTIÓN DEL CONCEJO MUNICIPAL PARA LA DEFINITIVA 
DELIMITACIÓN DE LA ZONA DE PROTECCIÓN. Que mediante Sesión Ordinaria Nº 72-2008, 
artículo 09 del 2 de diciembre y ratificado el 09 del mismo mes del año 2008, se le solicita a la 
Dirección Técnica operativa la ubicación o delimitación de la zona de protección del humedal en 
colindancia con el proyecto urbanístico denominado “Prados de Belén”, ubicado en el distrito la 
Ribera; órgano que se refiere a este aspecto haciendo referencia al plano elaborado y 
actualizado por la Unidad de Topografía; de acuerdo al Memorando TO1-2009 de dicha Unidad 
y en apego al Oficio SINAC-GASP 542-208 de la Gerencia de Áreas Silvestres Protegidas del 
Sistema Nacional de Áreas de Conservación del Ministerio de Ambiente, Energía y 
Telecomunicaciones.  
 
CONSIDERANDO. Tomando en consideración la gran cantidad de gestiones llevadas a cabo 
ante autoridades técnicas y jurídicas tanto a lo externo como a lo interno de la Municipalidad de 
Belén, es que se logra la determinación de un criterio unificando cada uno de las posturas y 
tomando en consideración que nos encontramos en una materia de carácter esencial para los 
intereses de cada uno de los habitantes del cantón, y por eso lo trascendental de su resolución, 
lo cual se da de acuerdo a los siguientes motivos:  
 
PRIMERO: Que corresponde a la Gerencia de Áreas Silvestres Protegidas del MINAET emitir 
criterios, resoluciones y certificaciones en materia de conservación de áreas protegidas, como 
es el caso del Humedal en la Ribera de Belén, el cual es objeto del presente estudio, lo cual se 
fundamenta en el artículo 42, Capitulo VIII sobre recursos Marinos, Costeros y Humedales de 
la Ley Orgánica del Ambiente ( Ley Nº 7557 del 4 de octubre de 1995 ), que literalmente indica 
sobre la delimitación de zonas protegidas lo siguiente: “Artículo 42.- El Ministerio del Ambiente 
y Energía, en coordinación con las instituciones competentes, podrá delimitar zonas o protección 
de determinadas áreas marinas, costeras y humedales, las cuales se sujetarán a planes de 
ordenamiento y manejo, a fin de prevenir y combatir la contaminación o la degradación de estos 
ecosistemas”. Por lo cual haciendo uso de tal facultad este órgano institucional emite 
certificación con fecha 16 de enero del año 2007 referente a las características del “Humedal 
Ribera de Belén” con fundamento en el oficio SINAC-DS-GASP-626-06, estableciendo respecto 
que área aproximada de 17.000 m2 con 50 metros como área de protección, medida horizontal 
al indicar lo siguiente:  
 
“Que basado en la información técnica presentada al expediente denominado “Humedal Ribera 
de Belén” Informes Técnicos, fotografías y testimonios de vecinos de la comunidad. El área 
localizada en los límites del proyecto Urbanístico Los Prados de Belén propiedad de Quintalena 
S.A, cédula jurídica 3-101-252209 corresponde en la actualidad a un Humedal Palustrino de 
aproximadamente 17.000 m2, el cual según características biofísicas, estudio edafológico y 



  

copias de fotografías aportadas, anteriormente correspondía a un Embalse Natural, afectado 
por actividades antropogénicas. Todos los humedales clasificados como embalse natural, les 
corresponde un área de protección de cincuenta metros medida horizontal, al tenor, del Artículo 
33 inciso c) de la Ley Forestal Nº 7575 de 5 de febrero de 1996 y pronunciamiento C-110-2004 
de la Procuraduría General de la República”. (Folios 140-150, Tomo I del Expediente 
Administrativo).  
 
SEGUNDO: Que a pesar de dicho pronunciamiento por otro lado el Servicio Nacional de Aguas 
Subterráneas, Riesgo y Avenamiento ( SENARA ) el 26 de setiembre del 2007 mediante el oficio 
ASUB-428-2007 suscrito por los señores Roberto Ramírez y Carlos Romero del Área de Aguas 
Subterráneas del se establece en lo que interesa lo siguiente: “ Por lo anterior, se define el área 
como una (sic) lago natural, definida su área con la fotografía de 1976 ( 13219,9 metros 
cuadrados )”.( Folios 400 al 409, Tomo I del Expediente Administrativo).  
 
TERCERO: Que posteriormente el Instituto Geográfico Nacional perteneciente al Ministerio de 
Obras Públicas y Transportes, mediante oficio Nº 08-01014 del 26 de agosto del 2008 y a 
solicitud del Área de Conservación Cordillera Volcánica Central (ACCVC), procedió a revisar 
documentos relativos a los estudios correspondientes del perímetro que demarca el humedal, 
el cual fue demarcado conjuntamente por la Dirección General del ACCVC y la Municipalidad. 
(Folios 421 al 423, Tomo V del Expediente Administrativo), concluyendo que los datos del 
amarre y los del perímetro son válidos para los efectos referenciales, fundamentándose en los 
oficios Nº ASUB-428-2007 y Nº DST-652-06 del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, 
Riesgo y Avenamiento (SENARA) y del Área de Conservación Cordillera Volcánica Central 
(ACCVC), respectivamente.  
 
CUARTO: Que la misma Gerencia de Áreas Silvestres Protegidas del MINAET emite nueva 
certificación con fecha veinte de noviembre del año 2008 corrigiendo y dejando sin efecto la 
certificación emitida el dieciséis de enero del 2007 a la cual se hace mención en el considerando 
primero, estableciendo en esta nueva certificación que la extensión del humedal es de 7.630 m2 
y su zona de protección técnicamente recomendada es de 15 metros.  
 
QUINTO: Que es responsabilidad de la Municipalidad acatar las resoluciones y/o certificaciones 
emitidas por Instituciones Públicas competentes, siendo estos los órganos técnicos llamados a 
realizar los estudios pertinentes, por lo que en este caso particular, sea en materia de zonas de 
protección de ecosistemas, la Municipalidad debe respetar los informes y certificaciones que 
emite el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. En este sentido no corresponde 
a Administración Municipal cuestionar o ignorar documentos u oficios que han servido como 
fundamento para la generación de informes o certificaciones emitidas por departamentos o 
funcionarios de las Instituciones del Estado competentes, quienes deben asumir el deber y la 
responsabilidad que la legislación les otorga en materia de zonas de protección. Al día de hoy 
existe el oficio SINAC-DG-GASP-504-08 que certifica las condiciones actuales de extensión y 
área de protección del humedal, dejando sin efecto el oficio anterior. Esto para efectos de 
atender las gestiones que realice cualquier ciudadano, en apego a los requisitos de 
cumplimiento actualmente vigentes en materia de Desarrollo y control Urbano, por lo cual la 
Dirección Técnica Operativa y de Desarrollo Urbano en respuesta al Memorando AM-A-010-



  

2009 de la Alcaldía Municipal remite oficio DO-D-002-2009 y posteriormente el oficio DO-D-016-
2009 que corresponde a una aclaración del primero de ellos con fecha 23 de marzo y 15 de 
mayo respectivamente, amos del 2009, acogiéndose en ese momento a la información última 
disponible, de acuerdo con lo indicado por la Gerencia de Áreas Silvestres Protegidas del 
MINAET en su oficio SINAC-GASP-542-08 con fecha 20 de diciembre del 2008.  
 
SEXTO: Que han sido otorgados para este proyecto según información de la Unidad de 
Desarrollo Urbano, cuatro permisos aprobados para la construcción de tapias y mallas de 
colindancia; además del permiso asociado a las obras iniciales de infraestructura del proyecto 
de Urbanización, que fue aprobado por el Concejo Municipal mediante Acuerdo en Sesión 
Ordinaria Nº 64-2004 del 12 de octubre del año 2004, los cuales a todas luces son 
improcedentes como se desprende de los estudios anteriormente referidos, al existir un área de 
protección en razón de un humedal que colinda con la urbanización que se pretendía desarrollar, 
imposibilitando esta obra.  
 
SEPTIMO: Que habiéndose otorgado los mencionados permisos sin tener conocimiento la 
Municipalidad de la existencia de la Zona de Protección en razón del Humedal de la Rivera, y 
siendo dichos permisos lesivos para los intereses de esta administración y del cantón en general 
al estar en juego nada más y nada menos que recursos naturales, que siendo además de 
dominio público son imposibles de apropiación por parte de particulares, es que por este medio 
fundamentándonos en el Artículo 34 del Código Procesal Contencioso Administrativo, no 
existiendo en este caso prescripción dado el hecho de que estamos frente a una nulidad 
absoluta por cuanto deben respetarse las zonas de protección, excluyendo las obras 
urbanísticas de las porciones que corresponden a humedal, que se declaran lesivos los 
siguientes permisos otorgados a la sociedad QUINTAELENA, SA :  
1. El permiso Nº 6419-04, trámite número 3521, que corresponden a obras iniciales de 
infraestructura del Proyecto de Urbanización denominado “Prados de Belén” desarrollado por la 
empresa Quintalena SA con un área de 12.168,58 metros cuadrados, ubicado en el Distrito La 
Ribera, propiedad según plano de catastro número H-628409-2000.  
2. El permiso Nº 6518-2005, trámite número 4725, que corresponde a construcción de tapia 
colindante con una longitud de 199 ml y de área 616 m2 que se ubica en la colindancia oeste 
de la Urbanización. Entre los vértices 46 y 49 del plano H-647449-2000.  
3. El permiso Nº 6648-2005, trámite Nº 1281 que corresponde a construcción de tapia de 
colindancia con una longitud de59 ml y de área 418 m2 que se ubica en la colindancia frente 
acalle pública. Sector sur oeste de la finca.  
4. El permiso Nº 6759-2005, trámite Nº 3356 que corresponde a construcción de tapia de 
colindancia con una longitud de 135 ml y de área 418 m2 que se ubica entre lindero noroeste 
de lotes de la urbanización y área de reserva o resto de finca, y  
5. El permiso Nº 7648-2008, trámite Nº 1987 que corresponde a construcción de tapia de 
colindancia con una longitud de 131 ml y de área 528.43 m2que se ubica entre lindero norte y 
al este de la Urbanización.  
  
OCTAVO: Que respecto de la imprescriptibilidad de los bienes de dominio público se ha referido 
el Tribunal Contencioso Administrativo al establecer: “Así, los bienes públicos, también 



  

denominados de dominio público o demaniales, son los que están destinados legalmente a 
cualquier servicio de utilidad general o entregados de hecho al uso público. En general, los que 
se encuentran afectos a un fin público. Como consecuencia de lo anterior, estos bienes están 
fuera del comercio - siendo por ello inalienables, inembargables, e imprescriptibles -, salvo que 
legalmente se disponga separarlos del uso público a que están destinados.” (Sentencia Número 
71 de las dos horas y treinta minutos del treinta de junio de dos mil nueve). Por lo cual queda 
más que demostrado que en relación a la declaración de lesividad de los permisos de 
construcción otorgados a la sociedad QUINTAELENA, SA, no existe plazo alguno de 
prescripción y por lo tanto la misma es declarada en tiempo, siendo que además dichos actos 
contienen vicios de nulidad absoluta y hasta el día de hoy perduran los efectos de los mismos, 
cumpliendo a cabalidad con lo dispuesto al efecto por el artículo 34 del Código Procesal 
Contencioso Administrativo. POR TANTO. EL CONCEJO MUNICIPAL DE BELEN, EN 
EJERCICIO DE LAS ATRIBUCIONES CONSTITUCIONALES Y LEGALES, QUE LE 
CONFIEREN LOS ARTÍCULOS 169 Y 170 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y LEY 7794, 
CÓDIGO MUNICIPAL, Y CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO 34 DEL CODIGO 
PROCESAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO ACUERDA:  
 
PRIMERO: Tomando en cuenta los distintos criterios técnicos de las instituciones del Estado 
antes referidos y descritos, así como los emanados por órganos de la misma Municipalidad de 
Belén, es que este Concejo Municipal de acuerdo a lo que en derecho corresponde declara 
lesivos a los intereses públicos el acuerdo de Aprobación del Proyecto de la Urbanización 
denominado “Prados de Belén” desarrollado por la empresa Quintalena SA, aprobado por el 
Concejo Municipal de Belén mediante Acuerdo en Sesión Ordinaria número 64-2004 del 12 de 
octubre del año 2004; así como de los siguientes permisos de construcción:  
1. El permiso número 6419-2004, trámite número 3521, que corresponden a obras iniciales de 
infraestructura con un área de doce mil ciento sesenta y ocho metros con cincuenta y ocho 
decímetros cuadrados, ubicado en el Distrito La Ribera, propiedad según plano de catastrado 
número H-628409-2000.  
2. El permiso número 6518-2005, trámite número 4725, que corresponde a construcción de tapia 
colindante con una longitud de ciento noventa y nueve metros lineales y de área seiscientos 
dieciséis metros cuadrados que se ubica en la colindancia oeste de la Urbanización, entre los 
vértices 46 y 49 del plano H-647449-2000.  
3. El permiso número 6648-2005, trámite número 1281 que corresponde a construcción de tapia 
de colindancia con una longitud de cincuenta y nueve metros lineales y de área cuatrocientos 
dieciocho metros cuadrados que se ubica en la colindancia frente acalle pública, Sector sur 
oeste de la finca.  
4. El permiso número 6759-2005, trámite número 3356 que corresponde a construcción de tapia 
de colindancia con una longitud de ciento treinta y cinco metros lineales y de área cuatrocientos 
dieciocho metros cuadrados que se ubica entre lindero noroeste de lotes de la urbanización y 
área de reserva o resto de finca, y  
5. El permiso número 7648-2008, trámite número 1987 que corresponde a construcción de tapia 
de colindancia con una longitud de ciento treinta y un metros lineales y de área quinientos 



  

veintiocho metros con cuarenta y tres decímetros cuadrados que se ubica entre lindero norte y 
al este de la Urbanización.  
  
SEGUNDO: Se instruye al Alcalde Municipal para que por medio de la Dirección Jurídica 
presente las acciones judiciales requeridas para demandar la anulación de los actos antes 
referidos, ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, para lo cual se aclara que dichos 
actos contienen vicios de nulidad absoluta y hasta el día de hoy perduran los efectos de los 
mismos; e igualmente se le instruye para que prevea el contenido presupuestario necesario para 
afrontar las consecuencias económicas que de dicho proceso puedan generarse.  
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, indica que el tema está bastante fundamentado. El 
Asesor Legal Luis Álvarez, comenta que este tema es bastante amplio, los antecedentes ya son 
conocidos; se determinaron las licencias y permisos objeto del proceso de lesividad, valorando 
el tema una alternativa a considerar es agregar un inciso en el acuerdo final a tomar para que 
se declare la lesividad cualquier otra licencia o acto administrativo que puede ser objeto de 
análisis, para que no tenga que venir nuevamente al Concejo Municipal. El proceso de Lesividad 
se presenta como una demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo. La Municipalidad 
presentará una demanda contra Quintalena para que se declaren lesivos los permisos, y en ese 
proceso se recibirán pruebas periciales, documental y cualquier otra que ofrezcan las partes o 
que el Tribunal considere oportuna; eso se traducirá en una sentencia que dicta el Tribunal. 
Quintalena tendrá la oportunidad de presentar pruebas y argumentos, eso es parte del debido 
proceso judicial, es un asunto que en principio no durará menos de un año; sino un poco más 
porque se hará llegar al Tribunal toda la prueba necesaria, es un tema muy complejo. La 
responsabilidad de funcionarios que hayan tomado acuerdos es una posibilidad, pero este no 
es objeto de análisis ni discusión en este momento. Ahora se declararían lesivos permisos que 
ustedes no aprobaron, la Municipalidad podría asumir responsabilidades económicas al anular 
licencias, no sabemos en qué cantidad afectaran la hacienda pública, o que tipo de 
responsabilidades podrían incurrir los funcionarios que aprobaron los permisos, porque son 
actos administrativos; en todo caso si se probara, el único que dirá si hay responsabilidad es el 
mismo Tribunal.  
Los estudios que conforman el expediente serán valorados, pero el Tribunal tiene el poder de 
hacer llegar cualquier otro que considere necesario para tomar una decisión, será un trámite 
judicial definitivamente muy complejo y técnico; sería dirigido por la Dirección Jurídica, quienes 
son los competentes por materia a lo interno de la Municipalidad.  
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, pregunta porqué se dice que el Juez determinaría 
hasta dónde llega esa lesividad, si es parcial o total, el Juez puede hacer una libre interpretación, 
si habría implicaciones de tipo legal para los Regidores que aprobaron los permisos de 
construcción.  
El Regidor Propietario Francisco Villegas, manifiesta que son permisos de infraestructura, en 
una eventual condena pagaría la Municipalidad de las arcas públicas, que implicaciones tiene 
para los Regidores comprometidos con el permiso, pregunta si se puede considerar el estudio 
de la Universidad de Costa Rica (Hidrogeológico hecho por Ing. Ingrid Vargas).  
 



  

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Dispensar de trámite de Comisión. SEGUNDO: 
Avalar el Informe del Asesor Legal. TERCERO: Tomando en cuenta los distintos criterios 
técnicos de las instituciones del Estado antes referidos y descritos, así como los emanados por 
órganos de la misma Municipalidad de Belén, es que este Concejo Municipal de acuerdo a lo 
que en derecho corresponde declara lesivos a los intereses públicos el acuerdo de Aprobación 
del Proyecto de la Urbanización denominado “Prados de Belén” desarrollado por la empresa 
Quintalena SA, aprobado por el Concejo Municipal de Belén mediante Acuerdo en Sesión 
Ordinaria número 64-2004 del 12 de octubre del año 2004; así como de los siguientes permisos 
de construcción: 1. El permiso número 6419-2004, trámite número 3521, que corresponden a 
obras iniciales de infraestructura con un área de doce mil ciento sesenta y ocho metros con 
cincuenta y ocho decímetros cuadrados, ubicado en el Distrito La Ribera, propiedad según plano 
de catastrado número H-628409-2000. 2. El permiso número 6518-2005, trámite número 4725, 
que corresponde a construcción de tapia colindante con una longitud de ciento noventa y nueve 
metros lineales y de área seiscientos dieciséis metros cuadrados que se ubica en la colindancia 
oeste de la Urbanización, entre los vértices 46 y 49 del plano H-647449-2000. 3. El permiso 
número 6648-2005, trámite número 1281 que corresponde a construcción de tapia de 
colindancia con una longitud de cincuenta y nueve metros lineales y de área cuatrocientos 
dieciocho metros cuadrados que se ubica en la colindancia frente acalle pública, Sector sur 
oeste de la finca. 4. El permiso número 6759-2005, trámite número 3356 que corresponde a 
construcción de tapia de colindancia con una longitud de ciento treinta y cinco metros lineales y 
de área cuatrocientos dieciocho metros cuadrados que se ubica entre lindero noroeste de lotes 
de la urbanización y área de reserva o resto de finca, y 5. El permiso número 7648-2008, trámite 
número 1987 que corresponde a construcción de tapia de colindancia con una longitud de ciento 
treinta y un metros lineales y de área quinientos veintiocho metros con cuarenta y tres 
decímetros cuadrados que se ubica entre lindero norte y al este de la Urbanización. 6. Cualquier 
otro permiso, licencia, acuerdo o acto que requiera ser anulado por razones de interés público. 
CUARTO: Se instruye al Alcalde Municipal para que por medio de la Dirección Jurídica presente 
las acciones judiciales requeridas para demandar la anulación de los actos antes referidos, ante 
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, para lo cual se aclara que dichos actos contienen 
vicios de nulidad absoluta y hasta el día de hoy perduran los efectos de los mismos; e igualmente 
se le instruye para que prevea el contenido presupuestario necesario para afrontar las 
consecuencias económicas que de dicho proceso puedan generarse.  
 
SENTENCIA No. 29-2020-VIII del Tribunal _Contencioso Administrativo. Sección Octava, de las 
8 horas del 3 de abril del dos mil veinte: “Otro aspecto importante es que la Municipalidad evade 
su función administrativa, al no ejercer sus potestades en el tanto no concluye cuál es el área 
de retiro, es decir si acepta como válida la establecida por el SINAC, o la definida por el 
SENARA, y no es algo que tenga que ser decidido por el Tribunal, en el tanto esa es función 
esencial del ente actor, el cual debe tener definida una posición tanto para la defensa de los 
derechos de la accionada, como del mismo Estado, porque si estuviera contrapuesta a lo que 
considera válido el representante del Estado, desde el punto de vista jurídico, pueda impugnarlo 
en defensa de los intereses que representa. La confrontación más intensa que ha habido al 
menos en la etapa de juicio, ha sido entre la parte demandada y el Estado, quien como tercer 
interesado sin pretensiones propias, actúa únicamente en la atención de sus intereses y no le 



  

corresponde llevar la carga de las pretensiones de la actora. Se han defendido dos posiciones 
en cuanto a la naturaleza del humedal: la del SENARA que es de origen lacustrino, con una 
extensión de más de trece mil metros cuadrados, según la fotografía del IGN del año mil 
novecientos setenta y seis, pero que se ha visto reducida por acciones antropomórficas y que 
puede recuperarse para que vuelva a ser un embalse natural, lo que implicaría una zona de 
protección de sesenta metros. De acuerdo con la prueba evacuada en el juicio, la afectación del 
humedal no se dio necesariamente por la construcción de la urbanización, sino por otras 
construcciones realizadas con anterioridad, como parte de las urbanizaciones La Ribera 1 y La 
Ribera 2 y una calle pública, entre otras. La otra es la definida por el SINAC, en cuanto a que 
es de naturaleza palustrina, con una extensión de un poco más de siete mil metros cuadrados, 
sin que haya una zona de protección definida por ley, pero con un retiro técnico recomendado 
de quince metros. El testigo Javier Machado Mejía, con base en los montajes realizados tanto 
por la parte demandada como por la Municipalidad, hizo una estimación de la afectación de la 
urbanización en cada uno de los escenarios. Sin embargo al no haber definido la posición propia 
la Municipalidad, no se podría entrar a definir cuál de las dos es la que en criterio del Tribunal 
procede, en caso de que así lo fuera, porque el objeto del proceso es declarar la nulidad de los 
permisos de construcción y no sustituir a la Municipalidad en esa definición. No es admisible 
entonces que por una afectación que no ha sido sustentada técnica ni jurídicamente por la 
misma Municipalidad, y que podría afectar a una urbanización aún cuando el retiro pudiera 
afectar solo a una parte de la misma, anular los permisos de construcción que ya se ejecutaron, 
en detrimento de un administrado que previamente actuó conforme a derecho, según los 
permisos otorgados en su momento por la Municipalidad. Por ello, el contenido de la declaratoria 
de lesividad carece de los elementos necesarios para poder determinar la afectación al interés 
público de la urbanización, en el tanto no solo no adopta una posición en cuanto al área de retiro 
que procedería, para ver la afectación total o parcial de la urbanización, es decir, si sigue siendo 
viable el desarrollo urbanístico aprobado, para determinar a su vez si existe nulidad de los actos 
impugnados, porque no se explican los motivos de nulidad de los actos en forma concreta y 
específica, si la misma es total o parcial, con base en criterios técnicos, con los cuales el 
gobierno municipal cuenta, para que finalmente, pueda determinarse por parte de este Tribunal 
la procedencia jurídica de la lesividad, una vez que la accionada pueda defenderse 
efectivamente y el Estado, como tercer interesado, establezca lo pertinente a su posición. No 
cabe acá sostener una duda, cuando, se reitera, el Municipio cuenta con los recursos técnicos 
y legales para establecer la lesión pretendida al interés público. Además, como bien lo ha venido 
sosteniendo la parte demandada, en el tanto el acuerdo de aprobación siga vigente por no haber 
sido peticionado expresamente su nulidad, sigue asistiéndole a la empresa el derecho a seguir 
desarrollando la urbanización. No deja de observar tampoco este Tribunal la disposición de 
conciliar que en su momento tuvo la parte demandada en cuanto a retirarse, antes de la 
interposición de este juicio, así como el lapso de tiempo transcurrido entre la finalización de las 
obras, la emisión de los actos del SENARA y del SINAC, entre otras instituciones, la delimitación 
del humedal, con la declaratoria de lesividad y la interposición del juicio, situación que llena de 
incertidumbre no solo a la demandada, sino a la comunidad que representa la corporación 



  

municipal. El Tribunal finalmente indica que la Municipalidad tendrá que tomar las medidas 
necesarias para la protección del humedal, debido a la protección tan reforzada establecida 
nacional e internacionalmente arriba desarrollada, en forma oportuna y correcta conforme a la 
técnica jurídica”.  
 
XII. DE LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE DERECHO: Por lo expuesto anteriormente, se acoge la 
excepción de falta de derecho y se declara sin lugar en todos sus extremos la demanda 
presentada.  
XIII: DE LAS COSTAS: De conformidad con el numeral 193 del Código Procesal Contencioso 
Administrativo, las costas procesales y personales constituyen una carga que se impone a la 
parte vencida por el hecho de serlo, con las excepciones contenidas en los incisos a) y b) del 
mismo artículo. Al haber sido declarada sin lugar la demanda en todos sus extremos y no 
encontrar ninguna causal que justifique la eximente, se condena a la parte actora al pago de 
ambas costas. En virtud de que el Estado no planteó pretensiones propias, se resuelve sin 
condenatoria en costas en lo que a él se refiere.  
 
POR TANTO. Se rechazan las excepciones de caducidad y falta de legitimación activa opuestas 
por la empresa Quintaelena S.A. Se acoge la excepción de falta de derecho interpuesta por la 
sociedad y se declara sin lugar la demanda de lesividad interpuesta en su contra por la 
Municipalidad de Belén. Se condena a la Municipalidad al pago de ambas costas en favor de la 
demandada. En lo referente al Estado, se resuelve sin especial condenatoria.  
 
El Regidor Propietario José Luis Venegas, entiende que la situación que se ha dado en el 
humedal tiene muchas aristas, del mantenimiento de lo que es el ecosistema, como municipio 
deberíamos dar más apoyo al mantenimiento y registro de un humedal, esta situación se 
presentó desde el año 2000, estamos en el 2020 y no se ha hecho nada, no puede ser, en ese 
ecosistema cuanto era el área total, aparece en la sentencia unos dicen 7 mil y otros 13 mil y al 
final no se sabe, ese ecosistema debía haber estado como mojones y cercado con el 
mantenimiento necesario, como belemitas no cuidamos lo que tenemos, lo poco que tenemos 
no lo cuidamos, que le podemos enseñar a nuestros nietos, porque no hemos cuidado lo que 
tenemos, cuando se dan permisos de construcción que los dio el Área Operativa ya están dados, 
no va a avalar ningún permiso de construcción, porque ya fueron dados por la Administración, 
si la Administración decide no ir a casación ahí quedara, debemos poner más atención y dar 
seguimiento a esos espacios de lo que estemos orgullosos el Belemita.  
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, recomienda que deberíamos de sentirnos orgullosos de 
muchos años desde que el Director Jurídico Ennio Rodríguez puso un pie en esta Municipalidad, 
gracias a esa persona sabía que se lo trajo, porque cuando se dicen cosas falsas, donde dice 
que el Director Jurídico Ennio Rodríguez miente, que lastima cuando se expresan de un 
funcionario después de tantos años y tantas defensas y se ha ganado, por la decisión de algunos 
Regidores, ve muy fácil quien pagara esto y no va a hacer la administración, es el mismo caso 
de los Fuentes cuando la Administración le dijo al Concejo que pagara el avalúo y el Concejo 
de ese entonces se opuso y esa costa de mas no lo va a pagar la administración y ese proceso 
esta para los Regidores que tomaron ese acuerdo, aquí no se cuenta la historia porque en esta 



  

conciliación no se llegó antes, porque Regidores opuestos convencieron a otros Regidores, está 
muy satisfecho del trabajo que hace el Director Jurídico Ennio Rodríguez, reconocer en este 
momento que es un mentiroso no debe ser, como administrador no acepta que digan que el 
Director Jurídico Ennio Rodríguez es un mentiroso en las aseveraciones que dice la Regidora 
María Antonia Castro, no acepta la palabra mentiroso para el Director Jurídico Ennio Rodríguez.  
 
El Asesor Legal Luis Álvarez, formula que con relación a la actuación del Director Jurídico Ennio 
Rodríguez no se va a referir, no ha seguido el proceso y no podría opinar de la actuación del 
Director Jurídico Ennio Rodríguez por lo respeta, ni lo haría por ética profesional, también lo 
respeta como profesional, en su criterio profesional de lo que ha tenido conocimiento en el 
Recurso de Revisión, en realidad en una decisión del Concejo aprobar o no el Recurso, 
considerando que la Dirección Jurídica ha actuado, no le corresponde cuestionarlo ni mucho 
menos al Tribunal, la forma de hacerlo sería vía recurso, en materia contencioso contra la 
sentencia solo procede el Recurso de Casación, como no ha seguido el proceso no sabe si el 
Recurso procede o no, porque el Concejo no ha dirigido el proceso, lo ha dirigido la Dirección 
Jurídica, por forma las competencias del Concejo y el Alcalde están muy definidas, el Concejo 
no debería decirle al Alcalde presente o no un Recurso de Casación, el Concejo no participo en 
la demanda, únicamente se tomó el acuerdo de lesividad, porque la Procuraduría General de la 
Republica, aclara que hay actos nulos y de no actuar se iban a dar responsabilidades penales, 
el Concejo no participa en nada más, ni lo puede hacer, los permisos ya están dados, se ha 
aprobado el proyecto y la urbanización, el proceso de lesividad lo inicia la administración como 
correspondía por medio del Alcalde y se da el resultado que se está comunicando, en su criterio 
no debería el Concejo decir presente o no un Recurso, porque es una decisión de la 
Administración hacerlo o no, respetando toda la capacidad profesional que tenga la Dirección 
Jurídica y la Administración para dirigir el proceso, con relación a los permisos al día de hoy son 
otorgados y firmes, tanto así que la construcción no se ha demolido, ni se debería demoler, 
porque demoler significa indemnizar, el Tribunal Contencioso en la sentencia dice que el 
proceso de lesividad no procede y los permisos están vigentes, por lo tanto que necesidad hay 
de ratificar los permisos como se recomienda, por el fondo del asunto respeta la posición 
profesional de la Dirección Jurídica y no tendría más que decir, no cuestionaría la labor.  
 
La Regidora Propietaria María Antonia Castro, considera que en la justificación del voto está el 
Oficio MB-018-2009 del 03 de abril de 2009, donde viene lo que menciona el Alcalde sobre la 
conciliación con Quintalena en el año 2009, no se referirá a los adjetivos que puso el Alcalde, 
porque fue quien los dijo, su intervención está escrita y tiene las pruebas, mantiene lo que dijo, 
agradece al Asesor Legal que indique que el proceso del humedal lleva 20 años y aquí tendrá 
que pasar algo, porque el humedal está ahí y existe.  
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, denuncia que lo mismo hicieron el secuestro cuando en 
el 2007 dijeron que no había agua en Belén, eso fue una gran mentira, cuanto sufrió La Arboleda 
para hacer el proyecto de vivienda y la oposición que hubo en La Ribera y reuniones que 
realizaron, 20 años después, Cafetal II cuanto no dijeron que había cementerios indígenas y 
otra vez lo secuestraron, gracias al Director Jurídico Ennio Rodríguez se ganaron esos procesos 



  

y no nos demandaron, hoy día están construidos y están ahí, ojo con lo que dicen porque a 
veces mienten.  
 
El Regidor Propietario José Luis Venegas, siente que realmente este tipo de situación a veces 
es más fácil tratar de negociar con el desarrollador que seguir peleando, tomando las decisiones 
adecuadas en el momento adecuado, a ningún Belemita le gustaría sacar fondos públicos para 
pagar situaciones de este tipo, si el día de mañana se puede llegar a un entendimiento y tener 
un humedal es más fácil que seguir peleando.  
 
El Asesor Legal Luis Álvarez, afirma que antes del proceso de lesividad, recuerda que el MINAE 
dijo cuál era el límite que se tenía que respetar y después se dieron cuenta que se habían 
equivocado, los errores por el Estado fueron generados por el mismo Estado a través de los 
errores del MINAE, si la Municipalidad tuviera que indemnizar se debe demandar al Estado, por 
todos los errores que después la misma Procuraduría apuntaba, es uno de los temas que le 
parece increíble que el Estado diga anulen por un error que cometí pero no genera ninguna 
responsabilidad, ni responde por ese error. La Regidora Propietaria Lorena González, solicita a 
la Empresa Quintalena el retiro de 15 metros del límite del humedal y realizar demoliciones, es 
una solicitud, porque no podemos venir a imponernos de acuerdo con el Tribunal, es tratar de 
defender y evitar más gastos y más costos por este tema a este municipio.  
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Lorena González, Edgar 
Álvarez, Elena González Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES María Antonia Castro, 
José Luis Venegas: PRIMERO: Aprobar el Recurso de Revisión presentado. SEGUNDO: 
Dispensar de trámite de Comisión. TERCERO: Avalar el dictamen DJ-131-2020, del 20 de abril 
del 2020 de la Dirección Jurídica. CUARTO: Solicitar al representante de la empresa 
QUINTALENA S.A, el retiro de 15 metros del límite del humedal y realizar demoliciones 
necesarias para eliminar las obras construidas dentro de esa área (15 metros), la cual se 
destinará a zona de protección del humedal La Ribera, en la colindancia de la Urbanización 
Prados de Belén. QUINTO: Solicitar al Área Técnica Operativa, las valoraciones y 
coordinaciones correspondientes, para definir la procedencia de la recepción de las obras de la 
urbanización Prados de Belén, o bien determinar qué aspectos deben ser prevenidos para su 
debida corrección, y así recomendar la efectiva recepción de dichas obras.  
  
Petitoria primero que este anexo se adjunte al trámite 16172020 presentado el 06 de mayo del 
2020 y que las piezas correspondientes sean elevadas en apelación a conocimiento del Tribunal 
Superior Contencioso Administrativo y se efectué el emplazamiento de rigor. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Remitir al Asesor Legal y al Director Jurídico para que 
conjuntamente presenten un dictamen a este Concejo Municipal. 
 

A las 6:40 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
 



  

 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Arq. Eddie Mendez Ulate    
Secretaria Municipal      Presidente Municipal 

 


